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— El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores senadores Aviaga y Baráibar. 


— Quedan convocadas las señoras senadoras 
Asiaín y Ribero. 


7) Adriana Carissimi. Reconocimiento a sus 
cuarenta años de labor........ooccoonoconmmmssmemssmm”o 290 


— Manifestaciones del señor senador Bordaberry 
y de la señora presidenta del Cuerpo. 


8) Sistema Nacional Integrado de Salud.............. 291 


— Por moción del señor senador Castillo, el 
Senado resuelve alterar el orden del día y 
considerar de inmediato el proyecto de ley 
por el que se declara por vía interpretativa el 
alcance subjetivo de la aplicación de la Ley 
n” 18596, en lo relacionado con el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


9) y 11) Derechos de autor y derechos conexos..... 336 y 360 


— Proyecto de ley por el que se extienden los 
plazos establecidos en los artículos 14, 15, 17, 
18 y 40 de la Ley n.* 9739, con las modifica- 
ciones introducidas por los artículos 7.*, 8.* y 
9. de la Ley n.-* 17616. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 16 de diciembre de 2019 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo miércoles 18 de diciembre, a 
las 10:30, a fin de hacer cesar el receso, informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1.) por el que se extienden los plazos establecidos en 
los artículos 14, 15, 17, 18 y 40 de la Ley n.* 9739, de 17 
de diciembre de 1937, con las modificaciones introducidas 
por los artículos 7.”, 8.2 y 9% de la Ley n.” 17616, de 10 
de enero de 2003, sobre derechos de autor y derechos 
conexos; 

Carp. n 1282/2019 - rep. n.* 980/19 
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+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


— Proyecto de ley por el que se modifica el ar- 
tículo 29 de la Ley n.* 9739, en la redacción 
dada por el artículo 10 de la Ley n. 17616. 


+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecu- 
tivo. 


10) Proyecto presentado.....occcmommmmmmmsmmsss***m”*.. 357 


— El señor senador Castillo presenta un pro- 
yecto de ley por el que se prorroga la entrada 
en vigencia de la Ley n. 19771, sobre otor- 
gamiento y uso de viáticos a funcionarios 
públicos. 


+ Pasa a la Comisión de Presupuesto. 


12) Otorgamiento y uso de viáticos a funcionarios 
PÚDIICOSvovosaooncononnnianonioncncrioneoiennonsa perio nson ela ceovanos 369 


— Por moción del señor senador Castillo, el Se- 
nado resuelve declarar urgente y considerar 
de inmediato el proyecto de ley por el que 
se prorroga la entrada en vigencia de la Ley 
n.- 19771. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


13) Levantamiento de la sesióN.........coooommoommmmooo 372 


2.) por el que se declara por vía interpretativa el al- 
cance subjetivo de la aplicación de la Ley n.” 18596, de 
18 de setiembre de 2009, en lo relacionado con el Sistema 
Nacional Integrado de Salud; 

Carp. n* 1441/2019 - rep. n.* 979/19 


3.) por el que se modifica el artículo 29 de la Ley 
n.* 9739, de 17 de diciembre de 1937, en la redacción dada 
por el artículo 10 de la Ley n.* 17616, de 10 de enero de 
2003, sobre derechos de autor y servicios conexos. 

Carp. n* 1425/2019 - rep. n.* 981/19 


Hebert Paguas José Pedro Montero 
Secretario Secretario». 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Asiaín, 
Ayala, Bordaberry, Camy, Carrera, Castillo, De León, 
Delgado, Gallicchio, García, Garín, Heber, Larrañaga, 
Lazo, Martínez Huelmo, Mieres, Otheguy, Passada, 
Paternain, Ribero, Saravia, Tourné, Vassallo y Xavier. 
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FALTAN: con licencia, los señores senadores Aviaga, 
Baráibar, Michelini y Moreira; con aviso, los señores 
senadores Besozzi, Bianchi, Cardoso y Coutinho, y, sin 
aviso, la señora senadora Alonso. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 
SEÑORA PRESIDENTE .- Está abierto el acto. 
(Son las 10:34). 


—El Senado ha sido convocado a fin de levantar el rece- 
so y considerar los asuntos que figuran en el orden del día. 


Se va a votar. 
(Se vota). 


18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 10:35). 


(Se incorpora la nómina de asuntos entrados remitida 
al Cuerpo de Taquigrafos por parte de la Secretaría del 
Senado). 


«La Presidencia de la Asamblea General destina men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguien- 
tes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueba el Acuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Bielorrusia sobre 
cooperación y asistencia mutua en asuntos aduaneros, 
suscrito en la ciudad de Bruselas, Reino de Bélgica, el día 
28 de junio de 2019; 


* por el que se aprueba la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Acuerdos de transacción internaciona- 
les resultantes de la mediación (Convención de Singapur 
sobre la Mediación), suscrita en la ciudad de Singapur, Re- 
pública de Singapur, el 7 de agosto de 2019; 


* por el que se aprueba el Convenio regional de reco- 
nocimiento de estudios, títulos y diplomas de educación 
superior en América Latina y el Caribe, suscrito en la ciu- 
dad de Buenos Aires, República Argentina, el 13 de julio 
de 2019. 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


La Cámara de Representantes remite fe de erratas rela- 
cionada con el proyecto de ley aprobado por dicho Cuerpo, 
por el que se modifica el artículo 29 de la Ley n.* 9739, 
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de 17 de diciembre de 1937, en la redacción dada por el 
artículo 10 de la Ley n.* 17616, sobre derechos de autor y 
derechos conexos, de 10 de enero de 2003. 

HA SIDO REPARTIDA. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguientes 
proyectos de ley: 


* por el que se aprueba la Enmienda al Protocolo de 
cooperación y asistencia jurisdiccional en materia civil, 
comercial, laboral y administrativa entre los Estados par- 
tes del Mercosur, firmado en la ciudad de Buenos Aires, 
República Argentina, el día 5 de julio de 2002; 


+ por el que se modifica el artículo 3. de la Ley 
n.- 19772, Regulación del ordenamiento territorial y desa- 
rrollo sostenible del espacio costero del océano Atlántico 
y del Río de la Plata, de 17 de julio de 2019; 


+ por el que se crean normas para la reserva de la iden- 
tidad de testigos y denunciantes durante las inspecciones 
realizadas por la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social; 


* por el que se aprueban las modificaciones al Conve- 
nio constitutivo del Fondo Financiero para el Desarrollo 
de la Cuenca del Plata (Fonplata); 


* por el que se crea el Instituto Nacional de Acredita- 
ción y Evaluación de la Educación Terciaria (Inaeet); 


* por el que se crea un marco regulatorio para el consu- 
mo problemático de alcohol; 


* por el que se aprueba el Convenio 190, sobre la vio- 
lencia y el acoso, adoptado en la 108.* reunión de la Con- 
ferencia Internacional del Trabajo, celebrada en la ciudad 
de Ginebra en el año 2019; 


* por el que se aprueba el texto del convenio constitu- 
tivo a efectos de la incorporación de la República Oriental 
del Uruguay al Banco Asiático de Inversión en Infraes- 
tructura (AIIB); 


+ por el que se modifican las fechas de entrada en vi- 
gencia de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley n.” 19210, 
sobre inclusión financiera, de 29 de abril de 2014. 

AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Corte Electoral remite oficio al que se adjunta tes- 
timonio del Acta de Proclamación número 10035 de los 
señores senadores titulares y suplentes electos para actuar 
en el período 2020-2025. 

TÉNGASE PRESENTE. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite nota por 
la que comunica una fe de erratas al texto del Acuerdo 
entre la República Oriental del Uruguay y la República 
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Federativa del Brasil para eliminar la doble imposición 
en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimo- 
nio y prevenir la evasión y la elusión fiscal, suscrito en la 
ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, el día 
7 de junio de 2019, 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES». 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 49 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 
SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- A la 
sesión extraordinaria del día 10 de diciembre faltaron con 


aviso los señores senadores Besozzi, Bianchi y Cardoso; y, 
sin aviso, la señora senadora Aviaga. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 16 de diciembre de 2019 


Presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi consideración: 

De acuerdo con la Ley n. 17827, solicito a usted me 
conceda licencia el día 18 del corriente, por motivos per- 
sonales. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carol Aviaga. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 18. Afirmativa. 
Se comunica que el señor José Luis Falero ha presen- 


tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
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queda convocada la señora Carmen Asiaín, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de diciembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
fecha 14 de setiembre de 2004, por motivos personales, 


por el día miércoles 18 de diciembre del corriente año. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 


Félix Carlos Baráibar Ponce de León. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda convocada la señora María Sara Ribero, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 
7) ADRIANA CARISSIMI. RECONOCIMIENTO A 


SUS CUARENTA AÑOS DE LABOR 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: nos 
acompañan todos los días, con la eficiente tarea que reali- 
zan, las señoras y los señores taquígrafos. Hacen un traba- 
jo formidable, que nos remiten al final de cada sesión para 
que nosotros lo corrijamos. 


La señora Adriana Carissimi, que en este momento 
está tomando la versión taquigráfica allí, y que siempre 
abre las sesiones con nosotros, está en esa función desde 
hace cuarenta años y esta es su última sesión. Me pareció 
bueno destacarlo, porque la eficiencia de los taquígrafos 
—me amino a decirlo— hace que muchas veces, al leer la 
versión taquigráfica, me pregunte si fui yo el que pronun- 
ció esas palabras, porque las corrigen muy bien, elimi- 
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nando repeticiones y el uso de muletillas como el término 
«este», etcétera, hasta que quedan muy lindas. 


Trabajar en un lugar durante cuarenta años —nada más 
y nada menos— y estar ahora en los últimos días de labor, 
creo que merece que hagamos una referencia y le agra- 
dezcamos todo el trabajo que ella ha hecho por nosotros y 
por los que estuvieron antes, y todo el trabajo que hace el 
Cuerpo de Taquígrafos —que es de una eficiencia tremen- 
da— por todos quienes aquí estamos. 


Por eso, antes de empezar la sesión, señora presidenta, 
quería dejar constancia de eso, agradecerle, y esperar que 
las enseñanzas que seguramente ha brindado a todos quie- 
nes la han acompañado queden, y que quedemos todos en 
su recuerdo. 


Muchas gracias. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTE.- Quiero agregar, a las pa- 
labras manifestadas por el señor senador Bordaberry, que 
también los taquígrafos hacen un verdadero estudio de es- 
tilo en el decir, que ha ido evolucionando a lo largo de la 
vida de la cámara y que sin duda es muy interesante desde 
el punto de vista de la lingúística. 


Así pues, toda la cámara se suma con este aplauso a la 
propuesta del señor senador Bordaberry, que ha sido tan 
oportuna. 
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$) SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


SEÑORA PRESIDENTE.- Corresponde ingresar al 
orden del día. 


SENOR CASTILLO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: solicito que 
se altere el orden del día y se pase a considerar de inme- 
diato el asunto que figura en segundo término, que es un 
proyecto de ley por el que se declara por vía interpretativa 
el alcance subjetivo de la aplicación de la Ley n.* 18596, 
de 18 de setiembre de 2009, relacionada con el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada por el señor senador. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a considerar el asunto que figura en 
segundo término del orden del día: «Proyecto de ley por 
el que se declara por vía interpretativa el alcance subjetivo 
de la aplicación de la Ley n.” 18596, de 18 de setiembre de 
2009, en lo relacionado con el Sistema Nacional Integrado 
de Salud. (Carp. n.” 1441/2019 - rep. n.* 979/19)». 
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(Antecedentes). 
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Carp. n.* 1441/2019 - rep. n.? 979/19 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

E S PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 


MINI RI ISM 
MINISTERIO_DE_ VIVIENDA, ORDENAMIE TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 


MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 09 D|C 2019 
SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese Cuerpo el adjunto 
Proyecto de Ley, referente a declarar por vía interpretativa el alcance 
subjetivo del derecho a recibir atención de salud gratuita y vitalicia, en el 


marco de las leyes de reparación a las víctimas de terrorismo de Estado.--- 


Exposición de Motivos 


El presente Proyecto de Ley propone clarificar las distintas 
interpretaciones posibles sobre el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 
N* 18.596 de 18 de setiembre de 2009, referida a la reparación a las 
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victimas de la actuación ilegítima del Estado en el período comprendido 
entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985, oooommommamccmao 

Dicha ley en su artículo 10 establece: —==nmenamannnncnnnam. 

“Las víctimas definidas en los artículos 4” y 5” de la presente ley, que 
hubiesen permanecido detenidas por más de seis meses sin haber sido 
procesadas, o que hubiesen sido procesadas o hubiesen sufrido lesiones 
gravísimas a raiz o en ocasión del accionar de agentes del Estado o que 
siendo niños o niñas hayan sido secuestrados o hayan permanecido en 
cautiverio con sus padres, tendrán derecho a recibir en forma gratuita y 
vitalicia, si así lo solicitaren, prestaciones médicas que incluyan la 
asistencia psicológica, psiquiátrica, odontológica y farmacológica que 
garanticen su cobertura integral de salud en el marco del Sistema Nacional 
Integrado de Sal rr 

Sin perjuicio de las mismas, el Estado ofrecerá además, si así lo 
solicitaren, los apoyos científicos y técnicos para la rehabilitación fisica y 
psíquica necesaria para atender las secuelas que obstaculizan la capacidad 
educativa o de integración social de las vÍCtiMAS orcmamaaaanananaanacaananaaaaa 

El Poder Ejecutivo reglamentará la modalidad y extensión de las 
prestaciones establecidas en los incisos precedentes. ooooaaaaananaindanamaamamanas 

El Decreto N* 268/008 de 2 de junio de 2008, se considera parte de la 


En tal sentido, el Decreto N”* 297/010 de 6 de octubre de 2010, 
reglamentario del referido texto legal, interpretó en su artículo 1” que el 
derecho a acceder a las prestaciones sanitarias tenía un alcance 
comprensivo de las víctimas previstas en la propia Ley N* 18.596 (artículos 
4 y 5), las comprendidas en la Ley N* 18.033 de 13 de octubre de 2006 y 
sus hijos y nietos, fueran biológicos O AÑOPtivOS. -=mcmorooaroncaooooon => 

La fundamentación del decreto del año 2010 para delimitar el 
ámbito subjetivo de aplicación de los beneficios de la ley surge del último 
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inciso del artículo 10, que incorpora al Decreto N”* 268/008 de 2 de junio 
de 2008 como parte integrante de la ley, dándole asi valor y fuerza legal. 
Este último decreto dispone que “todas aquellas personas beneficiarias de 
la Ley N* 18.033 de 13 de octubre de 2006 y que no tengan otro tipo de 
cobertura por el régimen de la Seguridad Social, la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado les expedirá a los mismos, a sus hijos y a sus 
nietos, un carné de asistencia gratuito.” Por ende, lo que el decreto del año 
2010 hizo fue fijar el mismo ámbito de aplicación del Decreto N* 268/008, 
que había sido elevado a nivel legal, por la Ley N” 18.596 (articulo 10 
OCASO CUA O) A -- 

Esta interpretación, recogida en el Decreto N” 297/010 de 6 de 
octubre de 2010, ha sido pacificamente aplicada desde el año 2010, sin 
observaciones de ningún tipO.----——oooccccnccccccnncncncc cnc .- 

Sin perjuicio de lo anterior y en el marco de sus competencias 
legales, la Auditoría Interna de la Nación (AIN) realizó una auditoría de las 
prestaciones de salud otorgadas a las víctimas de terrorismo de Estado, 
desde la solicitud de las prestaciones hasta el pago a los proveedores.----=-- 

En su informe final, la Auditoría Interna de la Nación planteó una 
serie de hallazgos, identificó los riesgos asociados a los mismos y emitió 
recomendaciones dirigidas al Ministerio de Salud Pública y a la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado. Ambos organismos se 
abocaron a adoptar las acciones necesarias para contemplar las 
recomendaciones emitidas por la AlN oommmmcccccccccccn mmm” 

En lo que respecta al presente proyecto de ley, el mismo se origina 
en que la AIN planteó una interpretación del texto legal que la lleva a 
concluir en la ilegitimidad del Decreto N” 297/010 de 6 de octubre de 
2010, informando lo siguiente: ---—ommannnnnnncoca cc. -- 

“El Decreto 297/010 amplía ilegítimamente los sujetos amparados en 
el artículo 10 de la Ley N” 18.596, ya que incorpora como beneficiarios a 
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todas las personas comprendidas en la Ley 18.033 de 13 de octubre de 
2006 y a los hijos y nietos del conjunto de beneficiarios de ambas leyes. 
Esto incrementa el número de beneficiarios y dificulta la determinación de 

En consideración a lo anterior, recomienda “revisar y adecuar la 
normativa para determinar el universo de beneficiarios Mooomomoormnaammaam- 

Sin perjuicio de lo opinable de la cuestión, y existiendo dos posibles 
interpretaciones del texto legal, se entiende conveniente que el Poder 
Legislativo resuelva la controversia, declarando por vía interpretativa que 
el ámbito de aplicación de la Ley N” 18.596 de 18 de setiembre de 2009, 
comprende a las personas a que refiere el articulo 10 de dicha norma legal, 
a las personas beneficiarias de la Ley N” 18.033 de 13 de octubre de 2006 
y a los hijos y nietos de todas ellas, sean biológicos o adoptivos. -----=======- 

De esta forma se evitarán observaciones respecto a la legitimidad de 
la actuación de la Administración en la reparación a víctimas de la 
actuación ilegítima del Estado, garantizando el pleno goce de sus derechos 


reparatorios en materia Sanitaria... on -- 


MENSAJE N? 
Ref. N* 12/001/3/9223/2019. 


“den 


Dr. BARÉ VÁZQUEZ 
Ptc te de la República 
Período 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1".- Declárase por vía interpretativa que el derecho a recibir 
atención integral de salud gratuita y vitalicia en el 
marco del Sistema Nacional Integrado de Salud, previsto 
en la Ley N”* 18.596 de 18 de setiembre de 2009, 
comprende a las personas a que refiere el artículo 10 de 
dicha norma legal, a las personas beneficiarias de la Ley 
N* 18.033 de 13 de octubre de 2006 y a los hijos y 
nietos de todas ellas, sean biológicos o adoptivos.--------- 

Artículo 2".- La presente ley entrará en vigencia desde su 
promulgación. rm 


Au 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007 


SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- La presente ley reglamenta el derecho a la protección de la salud 
que tienen todos los habitantes residentes en el país y establece las modalidades 
para su acceso a servicios integrales de salud. Sus disposiciones son de orden 
público e interés social. 

Artículo 2*.- Compete al Ministerio de Salud Pública la implementación del 
Sistema Nacional Integrado de Salud que articulará a prestadores públicos y 
privados de atención integral a la salud determinados en el artículo 265 de la Ley 
N? 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


Dicho sistema asegurará el acceso a servicios integrales de salud a todos los 
habitantes residentes en el país. 


Artículo 3*.- Son principios rectores del Sistema Nacional Integrado de Salud: 


A) La promoción de la salud con énfasis en los factores determinantes del 
entorno y los estilos de vida de la población. 


B) La intersectorialidad de las políticas de salud respecto del conjunto de las 
políticas encaminadas a mejorar la calidad de vida de la población. 


C) La cobertura universal, la accesibilidad y la sustentabilidad de los servicios 
de salud. 


D) La equidad, continuidad y oportunidad de las prestaciones. 
E) La orientación preventiva, integral y de contenido humanista. 


F) La calidad integral de la atención que, de acuerdo a normas técnicas y 
protocolos de actuación, respete los principios de la bioética y los derechos 
humanos de los usuarios. 


G) El respeto al derecho de los usuarios a la decisión informada sobre su 
situación de salud. 
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H) La elección informada de prestadores de servicios de salud por parte de los 
usuarios. 


l) La participación social de trabajadores y usuarios. 
J) La solidaridad en el financiamiento general. 
K) La eficacia y eficiencia en términos económicos y sociales. 


L) La sustentabilidad en la asignación de recursos para la atención integral de 
la salud. 


Artículo 4”.- El Sistema Nacional Integrado de Salud tiene los siguientes 
objetivos: 


A) Alcanzar el más alto nivel posible de salud de la población mediante el 
desarrollo integrado de actividades dirigidas a las personas y al medio 
ambiente que promuevan hábitos saludables de vida, y la participación en 
todas aquellas que contribuyan al mejoramiento de la calidad de vida de la 
población. 


B) Implementar un modelo de atención integral basado en una estrategia 
sanitaria común, políticas de salud articuladas, programas integrales y 
acciones de promoción, protección, diagnóstico precoz, tratamiento 
oportuno, recuperación y rehabilitación de la salud de sus usuarios, 
incluyendo los cuidados paliativos. 


C) Impulsar la descentralización de la ejecución en el marco de la 
centralización normativa, promoviendo la coordinación entre dependencias 
nacionales y departamentales. 


D) Organizar la prestación de los servicios según niveles de complejidad 
definidos y áreas territoriales. 


E) Lograr el aprovechamiento racional de los recursos humanos, materiales, 
financieros y de la capacidad sanitaria instalada y a instalarse. 


F) Promover el desarrollo profesional continuo de los recursos humanos para 
la salud, el trabajo en equipos interdisciplinarios y la investigación científica. 


G) Fomentar la participación activa de trabajadores y usuarios. 


H) Establecer un financiamiento equitativo para la atención integral de la salud. 
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Artículo 5*.- A efectos de lo dispuesto en el artículo 2% de la presente ley, 
compete al Ministerio de Salud Pública: 


A) Elaborar las políticas y normas conforme a las cuales se organizará y 
funcionará el Sistema Nacional Integrado de Salud, y ejercer el contralor 
general de su observancia. 


B) Registrar y habilitar a los prestadores de servicios integrales de salud que 
integren el Sistema Nacional Integrado de Salud y a los prestadores 
parciales con quienes contraten. 


C) Controlar la gestión sanitaria, contable y económico-financiera de las 
entidades, en los términos de las disposiciones aplicables. 


D) Fiscalizar la articulación entre prestadores en el marco del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


E) Aprobar los programas de prestaciones integrales de salud que deberán 
brindar a sus usuarios los prestadores públicos y privados que integren el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, y mantenerlos actualizados de 
conformidad con los avances científicos y la realidad epidemiológica de la 
población. 


F) Instrumentar y mantener actualizado un sistema nacional de información y 
vigilancia en salud. 


G) Regular y desarrollar políticas de tecnologia médica y de medicamentos, y 
controlar su aplicación. 


H) Diseñar una política de promoción de salud que se desarrollará conforme a 
programas cuyas acciones llevarán a cabo los servicios de salud públicos 
y privados. 


l) Promover, en coordinación con otros organismos competentes, la 
investigación cientifica en salud y la adopción de medidas que contribuyan 
a mejorar la calidad de vida de la población. 


J) Las demás atribuciones que le otorga la presente ley, la Ley 
N* 9.202 "Orgánica de Salud Pública", de 12 de enero de 1934, y otras 
disposiciones aplicables. 


Artículo 6*.- El Ministerio de Salud Pública creará un registro obligatorio de 
recursos de tecnología de diagnóstico y terapéutica de alto porte de los servicios 
de salud. 


La reglamentación determinará los contenidos de la información que deban 
proporcionar las instituciones, su periodicidad y las sanciones en caso de 
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incumplimiento. Toda nueva incorporación de tecnología deberá ser aprobada 
por el Ministerio de Salud Pública teniendo en cuenta la información científica 
disponible, la necesidad de su utilización y la racionalidad de su ubicación y 
funcionamiento. 


Artículo 7”.- La política nacional de medicamentos tendrá por objetivo 
promover su uso racional y sustentable. El Ministerio de Salud Pública aprobará 
un formulario terapéutico único de medicamentos que contemple los niveles de 
atención médica y establecerá la obligatoriedad de su prescripción por 
denominación común internacional según sus principios activos; racionalizará y 
optimizará los procesos de registro de medicamentos y fortalecerá las 
actividades de inspección y fiscalización de empresas farmacéuticas y la 
fármaco vigilancia. 


Artículo 8”.- El control de la calidad integral de la atención en salud a cargo 
del Ministerio de Salud Pública tomará en cuenta el respeto a principios de la 
bioética y a los derechos humanos de los usuarios. 


Dicha modalidad será aplicable a la incorporación y uso de tecnologías y 
medicamentos. 


Artículo 9*.- El Ministerio de Salud Pública, en coordinación con otros 
organismos competentes, promoverá y evaluará que el desarrollo profesional 
continuo de los recursos humanos de las entidades que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud responda a los principios rectores del mismo. 


Artículo 10.- El Ministerio de Salud Pública promoverá la armonización de los 
parámetros de calidad de los bienes, servicios y factores productivos del área de 
salud y los mecanismos de control sanitario de los Estados Parte del 
MERCOSUR, en el marco del proceso de integración regional. 


CAPÍTULO !1 
INTEGRACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


Artículo 11.- Podrán integrar el Sistema Nacional Integrado de Salud: 


A) Los servicios de salud a cargo de personas jurídicas públicas, estatales y 
no estatales. 


B) Las entidades a que refiere el artículo 265 de la Ley N* 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005. 


Artículo 12.- Para integrar el Sistema Nacional Integrado de Salud es 
preceptivo que las entidades públicas y privadas cuenten con órganos asesores 
y consultivos representativos de sus trabajadores y usuarios. La reglamentación 
determinará la naturaleza y forma de los mismos, según el tipo de entidades de 
que se trate. 


18 de diciembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 301-C.S. 


Artículo 13.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, además de sus órganos de gobierno, deberán contar con un Director 
Técnico como autoridad responsable ejecutiva en el plano técnico ante la propia 
entidad, la Junta Nacional de Salud que se crea en el artículo 23 de la presente 
ley y el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 14.- Para autorizar como integrantes del Sistema Nacional Integrado 
de Salud a las entidades referidas en el artículo 11 de la presente ley, la Junta 
Nacional de Salud evaluará, además de los requisitos establecidos en el litera! B) 
del artículo 5* y en los artículos 12 y 13 de la presente ley, su caudal de 
usuarios, los recursos humanos, la planta física, el equipamiento, los programas 
de atención a la salud, la tecnología, el funcionamiento organizacional y el estado 
económico-financiero, según criterios que fije la reglamentación. 


La integración al Sistema Nacional Integrado de Salud tendrá carácter 
funcional, no modificando la titularidad de las entidades ni su autonomía 
administrativa. 


Artículo 15.- La Junta Nacional de Salud suscribirá un contrato de gestión con 
cada uno de los prestadores que se integre al Sistema Nacional Integrado de 
Salud, con el objeto de facilitar el contralor del cumplimiento de las obligaciones 
que impone a éstos la presente ley. La reglamentación determinará el contenido 
de dichos contratos. 


Artículo 16.- Las entidades que se integren al Sistema Nacional Integrado de 
Salud ajustarán su actuación a las normas técnicas que dicte el Ministerio de 
Salud Pública y quedarán sujetas a su contralor. 


Artículo 17.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud deberán recabar, con fundamentos debidamente documentados, 
autorización del Ministerio de Salud Pública, quien oirá en todos los casos a la 
Junta Nacional de Salud, para: 


A) Crear, clausurar o suspender servicios de atención médica. 


B) Construir, reformar o ampliar plantas fisicas destinadas a la atención 
médica. 


C) Adquirir, enajenar, ceder y constituir otros derechos reales sobre bienes 
inmuebles y equipos sanitarios. 


Artículo 18.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud no podrán realizar afiliaciones de carácter vitalicio, sin perjuicio de respetar 
los derechos adquiridos al amparo de normativas anteriores a la presente ley. 
En estos casos, las prestaciones que supongan no darán derecho a la entidad al 
cobro de cuotas salud. 
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Artículo 19.- Las prestaciones incluidas en los programas integrales que 
apruebe el Ministerio de Salud Pública podrán requerir el pago de tasas 
moderadoras, que autorizará el Poder Ejecutivo, fijando también sus montos 
máximos. 


El Poder Ejecutivo promoverá la progresiva reducción del monto de las tasas 
moderadoras, priorizando las enfermedades crónicas de mayor prevalencia en 
la población. 


Artículo 20.- Los profesionales y entidades que presten servicios de salud 
podrán realizar publicidad mediante cualquier modalidad de difusión siempre que 
limiten las menciones a sus datos identificatorios, títulos que posean y 
especialidades que desarrollen, los que deberán estar debidamente registrados 
ante el Ministerio de Salud Pública. 


Cuando dichos profesionales o entidades se propongan ampliar el alcance de 
su publicidad, deberán recabar previamente autorización al Ministerio de Salud 
Pública, en los términos de la reglamentación aplicable. 


Las personas o entidades que infrinjan estas normas se harán pasibles de 
sanciones entre 30 UR (treinta unidades reajustables) y 500 UR (quinientas 
unidades reajustables) que aplicará el citado Ministerio, sin perjuicio de la 
inmediata suspensión de la publicidad que le será notificada a los responsables 
de los medios utilizados para su difusión. Si la orden no fuere efectivizada, a los 
medios se les aplicarán iguales sanciones económicas. 


Artículo 21.-Las entidades de atención a la salud privadas que no se 
incorporen al Sistema Nacional Integrado de Salud podrán seguir prestando 
servicios a sus usuarios mediante el régimen de libre contratación, siempre que 
hayan sido habilitadas a tal efecto por el Ministerio de Salud Pública y se sujeten 
a su contro! en lo sanitario. 


Artículo 22.- Los seguros integrales a que refiere el artículo 265 de la Ley 
N* 17,930, de 19 de diciembre de 2005, podrán seguir prestando servicios a sus 
usuarios mediante el régimen de libre contratación, siempre que hayan sido 
habilitados por el Ministerio de Salud Pública y se sujeten a su control en lo 
sanitario. 


Los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud que contraten con 
dichas entidades deberán comunicar su decisión a la Administración del Fondo 
Nacional de Salud. 


Estos usuarios aportarán al Fondo Nacional de Salud creado por la Ley 
N* 18.131, de 18 de mayo de 2007, de acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo 
Vil de la presente ley y gozarán de los mismos derechos asistenciales que 
quienes se inscriban en los padrones de las demás entidades que integren el 
Sistema Nacional Integrado de Salud. 
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La Administración del Fondo Nacional de Salud pagará a los seguros integrales 
las cuotas salud que correspondan a dichos usuarios siempre que se cumplan 
acumulativamente los siguientes requisitos: 


1) Que otorguen a los mismos las prestaciones incluidas en los programas 
integrales aprobados por el Ministerio de Salud Pública, sin perjuicio del 
régimen previsto en el inciso primero de este artículo, y 


2) aporten al Ministerio de Salud Pública y a la Junta Nacional de Salud la 
información asistencial y económico-financiera que les sea requerida a 
efectos del contralor de sus obligaciones respecto a los usuarios del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. En caso de incumplimiento de las 
mismas, será aplicable el régimen sancionatorio previsto en el literal E) 
del artículo 28 de la presente ley. 

En ningún caso la Administración del Fondo Nacional de Salud pagará a los 
Seguros Integrales un monto superior a la suma de los aportes personales 
patronales y anticipos realizados por el contribuyente. 


En el caso de quienes obtengan ingresos originados en la prestación de 
servicios personales fuera de la relación de dependencia, se deberá mantener 
una cuenta corriente desde el inicio de cada año civil que compare, mes a mes 
y en forma acumulada, la referida suma con los pagos efectuados por el Fondo 
Nacional de Salud a los prestadores de salud y al Fondo Nacional de Recursos, 
correspondientes a! beneficiario y a las personas a quienes este concede el 
amparo, de forma de asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso que 
antecede. 


La reglamentación de la presente ley determinará la distribución del pago a 
los Seguros Integrales, considerando las cuotas salud y los aportes que deba 
transferir al Fondo Nacional de Recursos según la estructura del núcleo familiar 
del usuario. 


Los seguros integrales verterán al Fondo Nacional de Salud el 6% (seis por 
ciento) de los ingresos recibidos del propio Fondo por concepto de costos de 
administración el que se destinará al financiamiento del Seguro Nacional de 
Salud. 


Inciso 59) redacción dada por: Ley NO 18.922 de 06/07/2012 artículo 15. 


CAPÍTULO Ill 
JUNTA NACIONAL DE SALUD 
Artículo 23.- Créase la Junta Nacional de Salud como organismo 


desconcentrado dependiente del Ministerio de Salud Pública con los cometidos 
que le atribuye la presente ley. 
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Artículo 24.- Son cometidos de la Junta Nacional de Salud: 


A) Administrar el Seguro Nacional de Salud que crea la presente ley, con 
arreglo a sus disposiciones y a la reglamentación respectiva. 


B) Velar por la observancia de los principios rectores y objetivos del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


Artículo 25.-La Junta Nacional de Salud tendrá carácter honorario, sus 
miembros serán designados por el Poder Ejecutivo y estará compuesta por: 


A) Dos miembros representantes del Ministerio de Salud Pública, uno de los 
cuales la presidirá. 


B) Un miembro representante del Ministerio de Economía y Finanzas. 
C) Un miembro representante del Banco de Previsión Social. 


D) Un miembro representante de los prestadores que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


E) Un miembro representante de los trabajadores de los prestadores que 
integren el Sistema Nacional Integrado de Salud, 


F) Un miembro representante de los usuarios del Sistema Nacional Integrado 
de Salud. 


En todos los casos, por cada titular se designará un alterno. 


Todos los integrantes de la Junta Nacional de Salud deberán formular una 
declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título, a la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, de acuerdo con lo dispuesto por el 
Capítulo V de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, en lo que resulte 
pertinente. 


Artículo 26.- La reglamentación de la presente ley determinará la forma de 
integración de los representantes sociales a que refieren los literales D), E) y F) 
del artículo 25 de la presente ley, garantizando mecanismos de selección 
democrática de los mismos. Su mandato tendrá una duración máxima de dos 
años. 


Los representantes de prestadores y trabajadores que se integren a la primera 
Junta serán propuestos por sus organizaciones representativas. 


Artículo 27.-La Junta Nacional de Salud contará con Consejos Asesores 
Honorarios Departamentales y Locales, que se integrarán en la forma que 
determine la reglamentación de la presente ley, observando que en los mismos 
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estén representados los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado 
de Salud, sus trabajadores y sus usuarios. 


Estos Consejos tendrán funciones de asesoramiento, proposición y evaluación 
en sus respectivas jurisdicciones, pero sus informes y propuestas no tendrán 
carácter vinculante. 


Artículo 28.- Compete a la Junta Nacional de Salud: 


A) Suscribir con los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado 
de Salud los contratos de gestión a que refiere el artículo 15 de la presente 
ley. 


B) Aplicar los mecanismos de financiamiento de la atención integral a la salud 
que corresponda a los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud y 
fiscalizar la efectiva integración de los aportes al Fondo Nacional de Salud 
que se determinan en el Capítulo VII de la presente ley. 


C) Disponer el pago de cuotas salud a los prestadores que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, de acuerdo a sus padrones de usuarios y 
previa verificación del cumplimiento de las obligaciones a su cargo. 


D) Controlar las relaciones entre los prestadores que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud y entre éstos y terceros. 


E) Disponer la observación así como las sanciones de suspensión temporal o 
definitiva, total o parcial, del pago de cuotas de salud en caso de 
incumplimiento de las obligaciones a cargo de los prestadores. 


Las sanciones serán por incumplimientos menores, mayores o graves, lo 
que será reglamentado por el Poder Ejecutivo. 


Cuando la suspensión sea definitiva, o cuando se trate de suspensión 
temporal relativa a sanción por incumplimiento mayor o grave, las mismas 
se determinarán por acto administrativo firme. 


F) Elaborar el proyecto de su reglamento interno de funcionamiento que 
elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación, dentro de los ciento ochenta 
días de su constitución. 


G) Las demás que le asigne la presente ley. 


Literal E) redacción dada por: Ley NO 19.278 de 19/09/2014 artículo 1. 
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Artículo 29.- Compete al Presidente de la Junta Nacional de Salud: 


A) Presidir sus sesiones y ejercer la Dirección General de la unidad ejecutora 
"Junta Nacional de Salud". 


B) Ejecutar las resoluciones de la Junta. 


C) Adoptar las medidas urgentes que entienda necesarias para el 
cumplimiento de los cometidos de la Junta Nacional de Salud, dando cuenta 
de ellas a la misma en la primera sesión posterior y estando a lo que ésta 
resuelva. Para modificar las decisiones adoptadas en el ejercicio de esta 
potestad será necesario el voto de por lo menos cinco de los miembros de 
la Junta. Mientras no se integren a él los representantes sociales, a estos 
efectos se requerirá el voto de tres de sus miembros. 


D) Representar al organismo y suscribir todos los actos, contratos y convenios 
en que intervenga el mismo. 


E) Las demás tareas que le sean encargadas por la Junta. 


Literal A) redacción dada por: Ley NO 19.355 de 19/12/2015 artículo 450. 


Artículo 30.- Para sesionar, el Directorio de la Junta Nacional de Salud 
requerirá la presencia de cuatro de sus miembros. Las decisiones se tomarán 
por mayoría simple de votos de integrantes del cuerpo. 


En caso de empate el voto del Presidente del Directorio se computará doble. 


Artículo 31.- Créase dentro del Inciso 12 "Ministerio de Salud Pública" el 
Programa "Administración del Seguro Nacional de Salud" dentro del cual se 
constituye la Junta Nacional de Salud como su unidad ejecutora. 


Artículo 32.- Facúltase al Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Salud 
Pública, a adecuar sus programas y redistribuir los créditos presupuestales a los 
efectos de atender los costos de funcionamiento de la Junta Nacional de Salud. 


Artículo 33.- La Junta Nacional de Salud deberá elevar al Poder Ejecutivo, al 
31 de mayo de cada año, una rendición de cuentas de la administración del 
Seguro Nacional de Salud. 


Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud publicarán 
anualmente los estados de situación y balance de resultados de su gestión. 
Estas entidades deberán poseer sistemas de información contable ajustados a 
las disposiciones legales y reglamentarias vigentes y proporcionar a la Junta 
Nacional de Salud toda la documentación que ésta le solicite. 


Inciso 10) redacción dada por: Ley NO 19.438 de 14/10/2016 artículo 84, 
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CAPÍTULO IV 
RED DE ATENCIÓN EN SALUD 


Artículo 34.- El Sistema Nacional Integrado de Salud se organizará en redes 
por niveles de atención según las necesidades de los usuarios y la complejidad 
de las prestaciones. Tendrá como estrategia la atención primaria en salud y 
priorizará el primer nivel de atención. 


Artículo 35.- La Junta Nacional de Salud, de acuerdo a las normas que dicte 
el Ministerio de Salud Pública, establecerá y asegurará los mecanismos de 
referencia y contra referencia entre los distintos niveles de atención. 


Artículo 36.- El primer nivel de atención está constituido por el conjunto 
sistematizado de actividades sectoriales dirigido a la persona, la familia, la 
comunidad y el medio ambiente, tendiente a satisfacer con adecuada 
resolutividad las necesidades básicas de salud y el mejoramiento de la calidad 
de vida, desarrolladas con la participación del núcleo humano involucrado y en 
contacto directo con su hábitat natural y social. Las acciones de atención integral 
a la salud serán practicadas por equipos interdisciplinarios con infraestructura y 
tecnologías adecuadas para la atención ambulatoria, domiciliaria, urgencia y 
emergencia. 


Se priorizará la coordinación local, departamental o regional entre servicios de 
salud del primer nivel nacionales, departamentales y comunitarios. 


Artículo 37.- El segundo nivel de atención está constituido por el conjunto de 
actividades para la atención integral de carácter clínico, quirúrgico u obstétrico, 
en régimen de hospitalización de breve o mediana estancia, hospitalización de 
día o de carácter crónico. Está orientado a satisfacer necesidades de baja, 
mediana o alta complejidad con recursos humanos, tecnológicos e 
infraestructura de diversos niveles de complejidad. En él se asientan la cobertura 
más frecuente de las atenciones de emergencia. 


Artículo 38.- El tercer nivel de atención está destinado a la atención de 
patolocías que demanden tecnología diagnóstica y de tratamiento de alta 
especialización. Los recursos humanos, tecnológicos e infraestructura estarán 
adecuados a esas necesidades. 


Artículo 39.- La Junta Nacional de Salud fomentará el establecimiento de 
redes de atención en salud. Las entidades integrantes del Sistema Nacional 
Integrado de Salud podrán coordinar acciones dentro de un marco territorial 
definido, para brindar una adecuada asistencia y racionalizar los recursos. 


Articulo 40.- Las redes territoriales de atención en salud podrán articular su 
labor con los centros educativos en cada zona así como con las políticas sociales 
existentes y el conjunto de las políticas dirigidas a mejorar la calidad de vida de 
la población, desarrollando una perspectiva intersectorial. 
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Artículo 41.-Las entidades públicas y privadas que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud podrán contratar entre sí y con terceros las 
prestaciones incluidas en los programas integrales de atención a la salud que 
apruebe el Ministerio de Salud Pública. 


Dichos contratos deberán ser sometidos a la autorización de la Junta Nacional 
de Salud, la que controlará todo lo referente a la habilitación de los prestadores 
y su infraestructura, capacidad asistencial, relación entre el volumen de 
prestaciones a contratar y el número de usuarios del prestador contratante, 
plazos de los contratos y la estabilidad de las condiciones de relacionamiento. 


La Junta Nacional de Salud verificará que las entidades contratantes no 
mantengan deudas vencidas con quienes pretenden contratar, en cuyo caso 
deberán cancelarias o refinanciarlas antes de la firma de un nuevo contrato. 


Si la Junta Nacional de Salud no formula observaciones ni deniega la 
autorización dentro de los treinta días de presentada la solicitud, el respectivo 
contrato se considerará autorizado. 


En situaciones de caso fortuito, fuerza mayor y otras razones de urgencia, los 
prestadores podrán contratar notificando de inmediato a la Junta Nacional de 
Salud. Ésta concederá un plazo prudencial para la presentación de la 
documentación contractual y acreditante de las circunstancias excepcionales 
que motivaron la contratación. En caso de incumplimiento, se aplicará el régimen 
sancionatorio previsto en el literal E) del artículo 28 de la presente ley. 


Artículo 42.- Las farmacias registradas y habilitadas por el Ministerio de Salud 
Pública podrán dispensar medicamentos a los usuarios de los prestadores de 
salud que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud, en los términos de 
los contratos que celebren con los mismos. 


A dichos contratos les será aplicable, en lo que corresponda, lo dispuesto en 
el artículo 41 de la presente ley. 


Artículo 43.- Los precios de referencia para las contrataciones a que refieren 
los artículos 41 y 42 de la presente ley, podrán ser determinados por el Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 44.- Es incompatible el ejercicio de la dirección y el gerenciamiento 
de las entidades integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud que 
demanden servicios a terceros con la provisión de los mismos, salvo cuando se 
formalicen alianzas estratégicas entre prestadores o cuando uno de ellos asuma 
el gerenciamiento del otro. En ambos casos se requerirá autorización de la Junta 
Nacional de Salud. 


La incompatibilidad incluye a las personas que ejerzan la función, sus socios, 
cónyuges o concubinos, ascendientes y descendientes hasta el segundo grado 
de consanguinidad. 
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Los contratos que se formalicen violando esta disposición serán nulos a partir 
del momento en que se verifique dicha incompatibilidad. 


CAPÍTULO V 
COBERTURA DE ATENCIÓN MÉDICA 


Artículo 45.-Las entidades públicas y privadas que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud deberán suministrar a su población usuaria los 
programas integrales de prestaciones que apruebe el Ministerio de Salud 
Pública, con recursos propios o contratados con otros prestadores integrales o 
parciales públicos o privados. 


Los programas integrales de prestaciones incluirán: 
A) Actividades de promoción y protección de salud dirigidas a las personas. 


B) Diagnóstico precoz y tratamiento adecuado y oportuno de los problemas de 
salud-enfermedad detectados. 


C) Acciones de recuperación, rehabilitación y cuidados paliativos, según 
corresponda. 


D) Acceso a medicamentos y recursos tecnológicos suficientes. 


La reglamentación de la presente ley definirá taxativamente las prestaciones 
incluidas, que serán descriptas en términos de sus componentes y contarán con 
indicadores de calidad de los procesos y resultados, conforme a los cuales la 
Junta Nacional de Salud auditará la atención brindada a los efectos de autorizar 
el pago de cuota salud a los prestadores. 


Artículo 46.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud deberán ofrecer a su población usuaria prestaciones de emergencia 
médica incluidas en los programas integrales que apruebe el Ministerio de Salud 
Pública. La reglamentación definirá las modalidades y fecha de aplicación de 
esta disposición. 


La afiliación a las entidades prestadoras de los referidos servicios de 
emergencia se realizará, por parte de los usuarios amparados por el Seguro 
Nacional de Salud, entre aquéllas que se encuentren habilitadas por el Ministerio 
de Salud Pública para la prestación establecida en el inciso precedente y 
acepten las condiciones correspondientes. 


El Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Salud Pública y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, oyendo a la Junta Nacional de Salud, fijará 
el importe que las entidades integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud 
abonarán a los prestadores de los servicios de referencia, así como los plazos 
en que el mismo deberá ser vertido. 
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Artículo 47.- Las prestaciones no incluidas en los programas integrales de 
observancia obligatoria, que ofrezcan a sus usuarios las instituciones que 
integren el Sistema Nacional Integrado de Salud, serán convenidas entre 
prestadores y usuarios, en régimen de libre contratación. Cuando se trate de 
prestaciones sanitarias, el Ministerio de Salud Pública las controlará en sus 
aspectos técnicos. 


Artículo 48.- Las prestaciones económicas correspondientes a enfermedad, 
maternidad, accidentes de trabajo y otras contingencias relacionadas con la 
salud, continuarán siendo brindadas por los organismos públicos y las entidades 
privadas competentes, de conformidad con las disposiciones en vigor. Los 
prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud realizarán, 
para sus respectivos usuarios, las pericias técnicas que correspondan. 


Los servicios complementarios de asistencia médica a que refiere el literal A) 
del artículo 7* del Decreto N* 7/976, de 8 de enero de 1976, que abona el Banco 
de Previsión Social, alcanzan exclusivamente a las personas comprendidas en 
el artículo 8% del Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975, modificado por 
el artículo 1? de la Ley N* 15.953, de 6 de junio de 1988, incluidas en el literal A) 
del artículo 2* de la Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 2007. 


CAPÍTULO VI 
USUARIOS DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


Artículo 49.- Son usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud todas las 
personas que residan en el territorio nacional y se registren en forma espontánea 
o a solicitud de la Junta Nacional de Salud, en una de las entidades prestadoras 
de servicios de salud que lo integren. La reglamentación de la presente ley 
establecerá los términos y condiciones de dicho registro. 


Artículo 50.- La elección de prestador es libre. Una vez formalizado el registro 
ante una de las entidades integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
podrá modificarse en los términos que fije la reglamentación. 


No se admitirá la doble cobertura de atención médica integral a cargo del 
Sistema, debiendo los usuarios optar por una de las que eventualmente les 
correspondiera. 


Artículo 51.- Los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud tienen los 
siguientes derechos respecto de los prestadores integrados al mismo: 


A) A recibir información completa y actualizada sobre los servicios a que 
pueden acceder y sobre los requisitos para hacer uso de los mismos. 


B) A recibir, en igualdad de condiciones, las prestaciones incluidas en los 
programas integrales a que refiere el artículo 45 de la presente ley. 


18 de diciembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 311-C.S. 


C) Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad. 


D) A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso y 
con su estancia en las entidades que presten servicio de salud, sin perjuicio 
del requerimiento fundado de la Junta Nacional de Salud, del Ministerio de 
Salud Pública y del Fondo Nacional de Recursos cuando se trate de actos 
médicos financiados por el mismo, siempre conservándose la condición de 
confidencialidad respecto a terceras personas. 


E) A conocer los resultados asistenciales y económico-financieros de la 
entidad. 


F) A recibir información sobre las políticas de salud y los programas de 
atención integral que se implementen en el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


G) Los demás que establezca la reglamentación y otras disposiciones 
aplicables. 


Artículo 52.- Son obligaciones de los usuarios del Sistema Nacional Integrado 
de Salud: 


A) Responsabilizarse del uso adecuado de las prestaciones a que tienen 
derecho. 


B) Dar cumplimiento a las formalidades que se requieran para acceder a los 
servicios de salud. 


C) Respetar los estatutos de las entidades prestadoras de servicios. 


D) Cumplir con las disposiciones de naturaleza sanitaria de observancia 
general y con las específicas que determinen las entidades prestadoras 
cuando estén utilizando sus servicios. 


E) Cuidar las instalaciones y colaborar en el mantenimiento de la habitabilidad 
de las mismas. 


F) Las demás que establezca la reglamentación y otras disposiciones 
aplicables. 


El incumplimiento de las obligaciones antes referidas acarreará las 
consecuencias previstas en los estatutos de las entidades prestadoras. 


Artículo 53.- Los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud tendrán el 
derecho a participar en los órganos a que refiere el artículo 12 de la presente ley, 
en los términos que determine su reglamentación. 
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Artículo 54.- La Junta Nacional de Salud podrá establecer un sistema de 
recepción de quejas y denuncias de usuarios del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, así como mecanismos de solución de diferendos entre éstos y los 
prestadores, sin perjuicio de los recursos administrativos y judiciales 
correspondientes. 


CAPÍTULO Vil 
FINANCIAMIENTO DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


Artículo 55.-Las prestaciones que, conforme a la presente ley y su 
reglamentación, deben brindar obligatoriamente a los usuarios incorporados al 
Seguro Nacional de Salud los prestadores públicos y privados que integren el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, darán derecho a éstos al cobro de cuota 
salud según el número de personas inscriptas en sus padrones. 


La cuota salud, cuyo valor será igual para prestadores públicos y privados, 
será fijada por el Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Economía y 
Finanzas y del Ministerio de Salud Pública, oyendo a la Junta Nacional de Salud. 
Dicha cuota tendrá en cuenta costos diferenciales según grupos poblacionales 
determinados y cumplimiento de metas asistenciales. 


El Poder Ejecutivo también determinará el costo promedio equivalente para 
el Seguro Nacional de Salud de las prestaciones de salud durante toda la vida 
de sus beneficiarios, teniendo en cuenta las cuotas salud definidas en el inciso 
anterior, las expectativas de vida de la población, las cuotas del Fondo Nacional 
de Recursos y el costo de administración de dicho seguro. 


La cuota salud y el costo promedio equivalente se actualizarán con la 
periodicidad que determinen las autoridades competentes, tomando en 
consideración costos asociados a sus componentes e incorporación de nuevos 
programas de atención a la salud. 


El ajuste del monto de la cuota salud, la incorporación de nuevas prestaciones 
y la reducción de las tasas moderadoras, se efectuará teniendo en cuenta la 
existencia de economías derivadas de mejoras en la eficiencia del sistema y de 
la incorporación de nuevos usuarios a los padrones de los prestadores. 


Redacción dada por: Ley N* 18.731 de 07/01/2011 artículo 9 


Artículo 56.- La Administración de los Servicios de Salud del Estado adecuará 
las prestaciones de salud a las exigidas a las restantes entidades integrantes del 
Sistema Nacional Integrado de Salud, en forma progresiva, no pudiendo exceder 
este periodo de adecuación el 31 de diciembre de 2009. 


Artículo 57.- Créase el Seguro Nacional de Salud, el que será financiado por 
el Fondo Nacional de Salud creado por el artículo 1? de la Ley N* 18.131, de 18 
de mayo de 2007, con cargo al cual se pagarán las cuotas salud que 
correspondan a los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


18 de diciembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 313-C.S. 


El Fondo Nacional de Salud se constituirá en el Banco de Previsión Social de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 1* de la Ley N* 18.131, de 18 de 
mayo de 2007. Ello sin perjuicio de las competencias de la Junta Nacional de 
Salud como administradora del Seguro Nacional de Salud y consiguientemente 
titular y destinataria del Fondo que constituye su patrimonio. 


El Banco de Previsión Social recepcionará los aportes a que refieren los 
artículos siguientes de la presente ley y efectivizará el pago de cuota salud a los 
prestadores, de conformidad con las órdenes de pago que emita la Junta 
Nacional de Salud. 


En el ejercicio de los cometidos de administración tributaria a que refiere el 
inciso segundo, el Banco de Previsión Social actuará como sujeto activo de las 
contribuciones especiales de seguridad social que constituyen los recursos del 
Fondo conforme lo dispuesto por el artículo 60 de la presente ley. 


En dicha calidad estará plenamente facultado para el cumplimiento integral de 
los procesos y procedimientos sustanciales implicados en la gestión tributaria de 
tales aportes incluyendo recaudación, fiscalización, determinación tributaria, 
agotamiento de la vía administrativa, defensa contencioso anulatoria y gestión 
coactiva. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, en los casos que lo determine 
el Poder Ejecutivo, la Dirección General Impositiva colaborará en la recaudación 
y fiscalización de los aportes al Fondo Nacional de Salud. 


Inciso 6%) agregado/s por: Ley NO 18.731 de 07/01/2011 artículo 10. 


Artículo 58.- Los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud no podrán rechazar a ningún usuario amparado por el Seguro Nacional de 
Salud ni limitarle las prestaciones incluidas en los programas integrales de salud 
aprobados por el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 59.- Derogado/s por: Ley N* 19.438 de 14/10/2016 artículo 130. 


TEXTO DEROGADO: Los créditos de la Administración de los Servicios de Salud del Estado, creada 
por Ley N* 18.161, de 29 de julio de 2007, con financiación 1.2 “Recursos con Afectación Especial", se 
ajustarán mensualmente de acuerdo al monto de la recaudación correspondiente a dicho organismo por 
concepto de cuota salud, a cuyos efectos el administrador del Fondo Nacional de Salud remitirá la 
información necesaria al Ministerio de Economía y Finanzas. 


Simultáneamente se reducirán los créditos correspondientes a la financiación 1.1 "Rentas Generales”, 
en el importe anualizado resultante a la variación mensual en el número de usuarnos amparados por el 
Seguro Nacional de Salud inscriptos en el padrón de la Administración de los Servicios de Salud del Estado, 
multiplicado por el costo promedio por usuario de dicho organismo. Dicho costo promedio será determinado 
por el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de Salud Pública 


El Ministerio de Economía y Finanzas comunicará a la Contaduria General de la Nación el monto da las 
modificaciones presupuestales dispuestas en los incisos precedentes, así como el resultante del artículo 8% 
de la Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 2007 


La Administración de los Servicios de Salud del Estado comunicará a la Contaduría General de la Nación 
y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto la distribución a nivel de unidad ejecutora, grupo y objeto de 
gasto y proyecto de inversión, de las modificaciones presupuestales dispuestas en la presente norma, sin 
la cual no podrá ejecutar los cráditos a que refiere el presente artículo. 
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Artículo 60.- Serán recursos del Fondo Nacional de Salud el ciento por ciento 
de los provenientes de: 


A) Aportes obligatorios de trabajadores y empresas del sector privado. 


B) Aportes obligatorios de los trabajadores del sector público incorporados al 
Seguro Nacional de Salud. 


C) Aportes del Estado y de las personas públicas no estatales sobre la masa 
salarial que abonen a sus dependientes incorporados al Seguro Nacional 
de Salud. 


D) Aportes obligatorios de pasivos. 


E) Aportes obligatorios de personas físicas que no queden incluidas en los 
literales anteriores. 


F) El porcentaje previsto en el artículo 22 de la presente ley. 


G) Otros que pudieran corresponderle por aplicación de disposiciones legales 
o reglamentarias. 


H) Las rentas generadas por sus activos, de acuerdo a lo que establezca la 
reglamentación. 


Autorizase al Poder Ejecutivo en acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas a atender las insuficiencias financieras del Fondo Nacional de Salud 
debidamente justificadas. 


Artículo 61.- El Estado, las personas públicas no estatales y las empresas 
privadas aportarán al Fondo Nacional de Salud un 5% (cinco por ciento) del total 
de las retribuciones sujetas a montepío que paguen a sus trabajadores 
amparados por el Seguro Nacional de Salud y los complementos de cuota salud 
que correspondan por aplicación del artículo 337 y siguientes de la Ley 
N? 16.320, de 1? de noviembre de 1992, y sus modificativas, manteniéndose -a 
los efectos de este artículo- las exoneraciones previstas en los literales A) y B) 
del artículo 90 de la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006. 


Los aportes patronales básicos y complementarios a que refiere el 
inciso anterior se aplicarán respecto de todos los colectivos incorporados al 
Seguro Nacional de Salud por la presente ley y por la Ley N* 18.131, de 18 de 
mayo de 2007, en los plazos que las mismas establecen. 


Las empresas rurales comprendidas en la Ley N* 15.852, de 24 de diciembre 
de 1986, seguirán aportando en base a la superficie explotada en un todo de 
acuerdo a dicha norma. 
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Los patronos y empresas unipersonales rurales mantendrán el régimen de 
aportaciones previsto en las Leyes N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 
y N* 16.883, de 10 de noviembre de 1997. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los unipersonales rurales 
optantes por la cobertura de salud bonificada de conformidad con la Ley N” 
16.883, de 10 de noviembre de 1997, aportarán los siguientes porcentajes del 
valor de la cuota mutual determinada de acuerdo a lo previsto por el artículo 337 
de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992: 


45% (cuarenta y cinco por ciento) si no se encuentran en la situación a que 
refiere el artículo 64 de la presente ley. 


60% (sesenta por ciento) si se encuentran en la situación referida en el literal 
anterior. 


20% (veinte por ciento) adicional a los aportes previstos en los literales A) y 
B), si tienen cónyuge o concubino en condiciones de ingresar al Seguro Nacional 
de Salud de conformidad con lo dispuesto por el artículo 66 de la presente ley y 
su reglamentación.. 


Los empresarios unipersonales rurales y los empresarios unipersonales 
monotributistas mantendrán el carácter opcional de su afiliación al Seguro de 
Salud, conforme con las disposiciones legales vigentes (Ley N* 16.883, de 10 de 
noviembre de 1997, y Ley N” 18.083, de 27 de diciembre de 2006). 


Los trabajadores públicos y privados aportarán un porcentaje de sus 
retribuciones dentro de las que se computarán los aportes ya previstos en 
el Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975, y en la Ley N* 18.131, de 18 
de mayo de 2007, de acuerdo al siguiente detalle: 


A) 6% (seis por ciento) si las retribuciones superan 2,5 BPC (dos con cinco 
bases de prestaciones y contribuciones) mensuales y tienen a cargo hijos 
menores de 18 años o mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo 
a los del cónyuge o del concubino. 


B) 4,5% (cuatro con cinco por ciento) si las retribuciones superan 2,5 BPC (dos 
con cinco bases de prestaciones y contribuciones) mensuales y no tienen 
a cargo hijos menores de 18 años ni mayores de esa edad con 
discapacidad, incluyendo a los del cónyuge o del concubino. 


C) 3% (tres por ciento) si las retribuciones no superan 2,5 BPC (dos con cinco 
bases de prestaciones y contribuciones) mensuales, con independencia de 
que tengan o no a cargo hijos menores de 18 años o mayores de esa edad 
con discapacidad, incluyendo a los del cónyuge o del concubino. 


Para el caso de los trabajadores públicos y otros dependientes del Estado, 
incorporados a! Seguro Nacional de Salud por aplicación del artículo 2” de la Ley 
N* 18.131, de 18 de mayo de 2007, regirá lo dispuesto por el artículo 4* de la 
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misma ley, debiendo aportar un porcentaje adicional de sus retribuciones cuando 
sus ingresos superen 2,5 BPC (dos con cinco bases de prestaciones y 
contribuciones) mensuales, de acuerdo al siguiente detalle: 


A) 3% (tres por ciento) si tienen a cargo hijos menores de 18 años o mayores 
de esa edad con discapacidad, incluyendo los del cónyuge o del concubino. 


B) 1,5% (uno con cinco por ciento) si no tienen a cargo hijos menores de 18 
años ni mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo los del cónyuge 
o del concubino. 


No se considerará hijo a cargo, a los efectos de esta ley, cuando el menor de 
18 años o mayor de esa edad con discapacidad genere por sí mismo el derecho 
a integrarse como trabajador al Seguro Nacional de Salud. 


Al 31 de diciembre de cada año, se deberá comparar la suma del costo 
promedio equivalente para el Seguro Nacional de Salud a que refiere el inciso 
tercero del artículo 55 de la presente ley, correspondiente al beneficiario de dicho 
seguro, sus hijos y su cónyuge o concubino a quienes conceda el mismo amparo, 
incrementada en un 25% (veinticinco por ciento), con los aportes personales al 
Fondo Nacional de Salud realizados en el año civil. En caso que dichos aportes 
sean superiores, el excedente será devuelto a los contribuyentes en las 
condiciones que determine el Poder Ejecutivo, el que podrá establecer 
regímenes especiales cuando los cónyuges o concubinos sean simultáneamente 
contribuyentes al Fondo Nacional de Salud. En el marco de convenios colectivos 
suscriptos de acuerdo a lo establecido en la Ley N” 18.566, de 11 de setiembre 
de 2009, los contribuyentes podrán destinar dicho excedente, en forma total o 
parcial, al financiamiento de las cajas de auxilio o seguros convencionales, en 
los términos previstos en dicho convenio. 


Las contribuciones personales al Fondo Nacional de Salud realizadas por los 
propietarios de empresas unipersonales comprendidas en el Decreto-Ley N* 
14.407, de 22 de julio de 1975, se adicionarán a los aportes personales a los 
efectos de lo dispuesto en el inciso anterior. 


Lo dispuesto en los dos incisos anteriores del presente artículo regirá partir del 
1” de enero de 2011. 


Inciso 50) redacción dada por: Ley NO 18.731 de 07/01/2011 artículo 16. 
Incisos 10), 11) y 12) agregado/s por: Ley NO 18.731 de 07/01/2011, artículo 11. 


Artículo 62.- Los trabajadores dependientes y no dependientes incorporados 
al Seguro Nacional de Salud que se acojan al beneficio de la jubilación, 
continuarán amparados por el mismo y realizando los aportes sobre el total de 
haberes jubilatorios por los cuales se jubila, determinados en 
los artículos 61 y 66 de la presente ley, según corresponda a la estructura de su 
núcleo familiar. 


El usufructo del derecho previsto en el inciso anterior será optativo para 
quienes justifiquen el acceso, por otros medios, a cobertura de salud de un nivel 
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similar a la que brinda el Sistema Nacional Integrado de Salud, no quedando 
exonerados de realizar los aportes correspondientes. 


Se consideran usuarios del Seguro Nacional de Salud creado por la presente 
ley, los trabajadores que cumplen un mínimo de trece jornadas de trabajo en el 
mes o perciben el equivalente a 1,25 veces de la Base de Prestaciones y 
Contribuciones. No obstante lo dispuesto precedentemente, los patronos que 
asuman la financiación patronal complementaria a que refiere el artículo 61 de la 
presente ley, podrán atribuir la respectiva condición de usuario del seguro al 
trabajador, cualquiera fuera el tiempo de trabajo o su nivel de ingreso. 


Artículo 63.- Los jubilados que se desempeñaron como no dependientes en 
actividades amparadas por el Banco de Previsión Social, cuyo haber jubilatorio 
total no supere la suma de 2,5 BPC (dos con cinco bases de prestaciones y 
contribuciones) mensuales y que además integren hogares donde el promedio 
de ingresos por todo concepto, por integrante no supere la suma de 2,5 BPC 
(dos con cinco bases de prestaciones y contribuciones) mensuales podrán optar 
por ingresar en el Seguro Nacional de Salud aportando un 3% (tres por ciento) 
de su pasividad a partir del 1% de enero de 2008. 


Artículo 64.- Los aportes a que hacen referencia los artículos 61, 62,70 y 
71 de la presente ley darán derecho a los hijos menores de 18 años o mayores 
de esa edad con discapacidad, incluyendo los del cónyuge o del concubino a 
cargo de los usuarios amparados por el Seguro Nacional de Salud, a recibir 
atención integral en salud a través de los prestadores que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


Los asegurados mencionados en el inciso primero podrán optar por incluir a 
sus hijos desde los 18 y hasta cumplir los 21 años de edad, amparándolos por el 
Seguro Nacional de Salud, aportando al Fondo Nacional de Salud el valor de la 
cuota salud y la correspondiente al Fondo Nacional de Recursos. La 
reglamentación establecerá las condiciones de pago de esta opción. 


Los padres elegirán para ellos el prestador público o privado que estimen 
conveniente, en acuerdo con elartículo50de la presente ley e 
independientemente de aquél al que ellos estén incorporados. En caso de 
fallecimiento de los progenitores o de disolución de la pareja parental por 
separación o divorcio, realizará la elección de la entidad quien, teniendo la 
condición de trabajador o pasivo amparado por el Seguro Nacional de Salud, 
tenga la guarda. Para los que estén sujetos a tutela o curatela, los tutores o 
curadores que tengan la condición de trabajadores o pasivos amparados por el 
Seguro Nacional de Salud elegirán la entidad atendiendo a las necesidades 
particulares de los mismos. 


El concepto de hijo a cargo y los derechos que la presente ley otorga a los 
concubinos y a sus hijos menores de 18 años o mayores de esa edad con 
discapacidad se aplicarán en los términos de la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 
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Artículo 65.- Todas las personas que dejen de cumplir las condiciones para 
ampararse en el Seguro Nacional de Salud podrán optar por continuar inscriptos 
en los padrones de los mismos prestadores, pagando directamente por los 
servicios de atención integral de salud que reciban, no pudiendo ser rechazados 
por ellos. 


Artículo 66.- Los trabajadores públicos y privados y las personas amparadas 
por el Seguro Nacional de Salud a que refieren los artículos 62, 70 y 71 de la 
presente ley que tengan cónyuge o concubino a cargo, aportarán un 2% (dos por 
ciento) adicional de sus retribuciones para incorporar a los mismos a dicho 
seguro, lo que les dará derecho a recibir atención integral en salud a través de 
los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


La incorporación de cónyuges y concubinos y el inicio del aporte previsto en el 
inciso precedente se realizarán teniendo en cuenta el número de hijos menores 
a cargo, de acuerdo al siguiente cronograma: 


Antes del 31 de diciembre de 2010: cónyuge o concubino del aportante con 3 
o más hijos menores de 18 años a cargo. 


Antes del 31 de diciembre de 2011: cónyuge o concubino del aportante con 2 
hijos menores de 18 años a cargo. 


Antes del 31 de diciembre de 2012: cónyuge o concubino del aportante con 1 
hijo menor de 18 años a cargo. 


Antes del 31 de diciembre de 2013: cónyuge o concubino del aportante sin hijos 
menores de 18 años a cargo. 


Artículo 67.- Estarán exceptuados de realizar los aportes determinados en 
el artículo 61 de la presente ley, las personas a que se refiere el artículo 18 de la 
presente ley, en tanto permanezcan en la misma entidad. Si tuvieren a cargo 
hijos menores de 18 años o mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo 
los del cónyuge o del concubino, aportarán el 3% (tres por ciento) de sus 
retribuciones. De tener cónyuge o concubino a cargo, aportarán 2% (dos por 
ciento) de sus retribuciones, de acuerdo al cronograma previsto en 
el artículo 66 de la presente ley. 


Artículo 68.- Quedarán incorporados al Seguro Nacional de Salud a partir del 
1% de enero de 2008 -además de los comprendidos en lo dispuesto en el 
artículo 2” de la Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 2007- los funcionarios del 
Inciso 12 "Ministerio de Salud Pública", del Inciso 16 "Poder Judicial", del 
Inciso 25 "Administración Nacional de Educación Pública", del Inciso 26 
"Universidad de la República", del Inciso "Administración de los Servicios de 
Salud del Estado", del Poder Legislativo, incluyendo a los legisladores, y los 
funcionarios de los organismos públicos nacionales, con excepción del Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional" e Inciso 04 "Ministerio del Interior”. Asimismo, 
quedarán incorporados a partir de dicha fecha, los beneficiarios del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial establecido en el artículo 22 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 
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Los créditos presupuestales habilitados a la Administración Central y a los 
organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, para financiar 
regimenes propios de cobertura médica a quienes resulten beneficiarios del 
Seguro Nacional de Salud por aplicación del inciso precedente, financiarán los 
aportes establecidos en la presente ley, de acuerdo a lo que determine la 
reglamentación. 


Los funcionarios públicos y otros dependientes del Estado que tengan 
regímenes propios de cobertura médica aprobados por ley o aun por normas que 
no sean leyes, los mantendrán hasta que los mismos sean modificados por las 
autoridades competentes. 


Lo dispuesto en el inciso anterior no exonera a los mismos de aportar al Fondo 
Nacional de Salud, según corresponda por aplicación de las disposiciones de la 
presente ley. 


Artículo 69.- Los trabajadores comprendidos en el régimen de Cajas de Auxilio 
o Seguros Convencionales que funcionen al amparo del artículo 41 del Decreto- 
Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975, así como los afiliados a la Caja Notarial 
de Seguridad Social a que refieren los literales B), C), D) y E) del artículo 43 de 
la Ley N* 17.437, de 20 de diciembre de 2001, y los amparados en lo dispuesto 
por los artículos 337 a 342 de la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, y 
sus modificativas (CHASSFOSE), que aseguren a sus beneficiarios cobertura 
integral de salud en un nivel no inferior al establecido por la presente ley, se 
incorporarán al Seguro Nacional de Salud no más allá del 1? de enero de 2011. 
Hasta el momento de su incorporación al Seguro Nacional de Salud, dichas 
entidades continuarán recibiendo los aportes y rigiéndose por las disposiciones 
legales y reglamentarias que les son aplicables. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a dar el mismo tratamiento a los trabajadores que 
cuenten con regímenes acordados con los empleadores privados mediante 
convenios colectivos o acuerdos similares que hayan estado vigentes al menos 
desde un año antes de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 70.- Quienes obtengan ingresos originados en la prestación de 
servicios personales fuera de la relación de dependencia, realizarán los aportes 
al Fondo Nacional de Salud aplicando la tasa que corresponda a la diferencia 
entre el total de los ingresos originados en dichos servicios y el porcentaje a que 
refiere el artículo 34 del Título 7 del Texto Ordenado 1996. 


En caso que los sujetos a que refiere el inciso anterior se hallen incluidos en el 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), las referidas 
alícuotas se aplicarán sobre la base imponible de dicho tributo. Para quienes 
obtengan ingresos por prestación de servicios personales conjuntamente con 
otros ingresos, el monto imponible se determinará en la proporción 
correspondiente a los ingresos por prestación de servicios personales respecto 
de los ingresos totales. 


Cuando la prestación de los servicios referidos se realice a través de entidades 
comprendidas en el artículo 7? del Título 7 del Texto Ordenado 1996, los ingresos 
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provenientes de dicha actividad se atribuirán a los socios o integrantes, según 
las normas o contratos aplicables a cada caso; si la entidad hubiera optado por 
liquidar el IRAE, la atribución se realizará por la base imponible de dicho tributo 
de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior. En caso de no existir prueba 
fehaciente a juicio de la Administración, los ingresos se atribuirán en partes 
iguales. 


Los sujetos referidos en el primer inciso realizarán anticipos mensuales a 
cuenta de los aportes anuales al Fondo Nacional de Salud, aplicando la tasa que 
corresponda al 70% (setenta por ciento) de los ingresos mensuales gravados. 


Los sujetos referidos en el inciso segundo del presente artículo realizarán 
anticipos mensuales a cuenta del aporte anual al Fondo Nacional de Salud. A 
tales efectos aplicarán a los ingresos mensuales referidos en el inciso primero, 
la relación derivada de aplicar la alícuota correspondiente al monto imponible, 
respecto de tales ingresos anuales. Si a la fecha en que debe efectuarse el pago 
del anticipo no se hubiera obtenido la relación indicada por no haber vencido el 
plazo de presentación de la correspondiente declaración jurada, deberá 
calcularse ese anticipo en base a la relación utilizada para el último anticipo del 
ejercicio anterior. 


Las contribuciones personales efectuadas al Fondo Nacional de Salud 
correspondientes a trabajadores dependientes que además se encuentren 
comprendidos en el presente artículo, se computarán como anticipos a los 
efectos de lo dispuesto en el inciso siguiente. También se computarán como 
anticipos las contribuciones personales efectuadas al Fondo Nacional de Salud 
en carácter de propietarios de empresas unipersonales comprendidas en el 
Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975. 


Al cierre del ejercicio fiscal del contribuyente, según corresponda, se deberá 
comparar la suma del costo promedio equivalente para el Seguro Nacional de 
Salud, establecido en el inciso tercero del artículo 55 de la presente ley, 
correspondiente al beneficiario de dicho seguro, sus hijos 


y su cónyuge o concubino a quienes atribuya el mismo amparo, incrementada 
en un 25% (veinticinco por ciento), con los anticipos realizados en el ejercicio. 
En caso que la suma de los anticipos sea superior, el excedente será devuelto a 
los contribuyentes en las condiciones que determine el Poder Ejecutivo, el que 
podrá establecer regimenes 


especiales cuando los cónyuges o concubinos sean simultáneamente 
contribuyentes del Fondo Nacional de Salud. 


Las alícuotas referidas precedentemente se aplicarán de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 61 y 66 de la presente ley, a excepción de las 
dispuestas para el aporte patronal básico. Para los sujetos que perciben 
exclusivamente ingresos por la prestación de servicios personales fuera de la 
relación de dependencia, o que obteniendo otros ingresos estos no les generen 
cobertura del Seguro Nacional de Salud, se les adicionará a los anticipos 
resultantes un complemento, hasta la concurrencia con el costo promedio 


18 de diciembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 321-C.S. 


equivalente para el Seguro Nacional de Salud, establecido en el inciso tercero 
del artículo 55 de la presente ley. 


Los sujetos referidos en el presente artículo, que en el curso del ejercicio fiscal 
obtengan exclusivamente ingresos por prestación de servicios personales fuera 
de la relación de dependencia que no superen las 30 BPC (treinta bases de 
prestaciones y contribuciones), dejarán de recibir los beneficios del Seguro 
Nacional de Salud a partir del ejercicio fiscal siguiente. A partir del momento que 
superen la referida cifra volverán a quedar comprendidos en el Seguro Nacional 
de Salud, debiendo en tal caso realizar el aporte tomando en consideración los 
ingresos acumulados desde el inicio del ejercicio. 


La obligación de aportar al Fondo Nacional de Salud, así como la incorporación 
de los respectivos usuarios al Seguro Nacional de Salud cuando no fueren 
beneficiarios del mismo, regirá a partir del 1? de julio de 2011, y se realizará en 
la forma que determine la reglamentación. 


Redacción dada por: Ley NO 18.731 de 07/01/2011 artículo 12. 
Inciso 89) redacción dada por: Ley NO 18.922 de 06/07/2012 artículo 2 


Artículo 71.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, a partir de 
la vigencia de la presente ley los propietarios de empresas unipersonales con 
actividades comprendidas en el Decreto-Ley N” 14.407, de 22 de julio de 1975, 
que no tengan más de un trabajador subordinado y estén al día con sus aportes 
al sistema de la seguridad social, realizarán solamente los aportes personales y 
patronales al Fondo Nacional de Salud, aplicando las tasas establecidas en los 
artículos 61 y 66 de la presente ley, sobre un ficto de 6,5 BPC (seis con cinco 
bases de prestaciones y contribuciones). Del mismo modo, aquellos que no 
tengan más de 5 trabajadores subordinados y estén al día con sus aportes al 
sistema de la seguridad social, quedarán incorporados al Seguro Nacional de 
Salud a partir del 1* de julio de 2011, y realizarán solamente los aportes 
personales y patronales al Fondo Nacional de Salud, aplicando las tasas 
establecidas en los artículos 61 y 66 de la presente ley, sobre un ficto de 6,5 BPC 
(seis con cinco bases de prestaciones y contribuciones). 


Para el caso de los propietarios de empresas unipersonales referidos en el 
inciso anterior, que presten total o parcialmente servicios personales fuera de la 
relación de dependencia, el régimen establecido en el presente artículo regirá 
hasta el 30 de junio de 2011, por la parte correspondiente a dichos servicios; a 
partir del 1* de julio de 2011, pasarán a regirse por lo dispuesto en el artículo 70 
de la presente ley. 


Por la parte correspondiente a otros ingresos, continuarán rigiéndose por lo 
dispuesto en el inciso anterior. 


Redacción dada por: Ley NO 18.731 de 07/01/2011 artículo 15 
Artículo 72.- Facúltase al Poder Ejecutivo a postergar las fechas de ingreso 


establecidas en la presente ley, siempre que fuera necesario para asegurar la 
sostenibilidad de las cuentas públicas. El Poder Ejecutivo deberá informar de ello 
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al Poder Legislativo con una antelación mínima de ciento veinte días previos al 
1% de enero de cada uno de dichos años. 


Artículo 73.- El Fondo Nacional de Recursos mantendrá su autonomía 
administrativa en los términos de la Ley N* 16.343, de 24 de diciembre de 1992, 
y demás disposiciones aplicables. Los aportes a que refieren los literales A), B) 
y C) del artículo 3% de la Ley N* 16.343, de 24 de diciembre de 1992, serán 
sustituidos por una cuota única por cada beneficiario del Seguro Nacional de 
Salud que la Junta Nacional de Salud le reembolsará. 


Artículo 74.- Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir en el régimen de la presente 
ley a los funcionarios de los Gobiernos Departamentales, quienes realizarán los 
aportes previstos en los artículos 61 y 66 de la presente ley. 


CAPÍTULO VIII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Artículo 75.- Los beneficiarios del Sistema Nacional Integrado de Salud no 
incluidos en el régimen de la presente ley seguirán abonando directamente a sus 
respectivos prestadores por los servicios de salud que reciban. 

Artículo 76.- Hasta la instalación de la Junta Nacional de Salud, las funciones 
que se le atribuyen a la misma serán ejercidas por el Ministerio de Salud Pública 
y el Banco de Previsión Social, según corresponda. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a dictar las normas reglamentarias necesarias que 
viabilicen la transición hacia el sistema que regirá a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley. 


Artículo 77.- La presente ley regirá a partir del 1? de enero de 2008. 
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Ley N* 18033, de 13 de octubre de 2006 


SEGURIDAD SOCIAL. EMPLEADOS PRIVADOS. DESTITUIDOS. BENEFICIO 
DE LA PENSION ESPECIAL REPARATORIA 


CAPÍTULO | - ÁMBITO SUBJETIVO 


Artículo 1*.- Quedan comprendidos en la presente ley las personas que, por 
motivos políticos, ideológicos o gremiales, entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 
de febrero de 1985: 


A. Se hubieran visto obligadas a abandonar el territorio nacional siempre que 
hubieran retornado al mismo antes del 1? de marzo de 1995. 

B. Hubieran estado detenidas o en la clandestinidad, durante dicho lapso, 
total o parcialmente. 

C. Hayan sido despedidos de la actividad privada al amparo de lo 
preceptuado por el Decreto N” 518/973, de 4 de julio de 1973, y lo 
acrediten fehacientemente. Asimismo, se encuentran comprendidos 
quienes acrediten su calidad de trabajadores de las empresas 
clausuradas en virtud de lo dispuesto por el artículo 3” del Decreto N” 
1.026/973, de 28 de noviembre de 1973. (*) Asimismo, se encuentran 
amparados quienes con anterioridad al 9 de febrero de 1973 y por los 
mismos motivos indicados precedentemente, fueron detenidos o 
abandonaron el territorio nacional y retornaron antes del 1% de marzo de 
1995, y acrediten fehacientemente dichas circunstancias. 


Literal C) redacción dada por: Ley N% 18.235 de 26/12/2007 artículo 1. 
CAPÍTULO ll- COMPUTO FICTO DE SERVICIOS Y AFILIACIÓN 


Artículo 2*.- Las personas comprendidas en el articulo anterior tendrán 
cómputo ficto de servicios, a los efectos jubilatorios y pensionarios, durante: 


A. El periodo en que se hayan mantenido las situaciones previstas en los 
literales A) y B) de dicho artículo. 

B. El lapso que haya insumido el reingreso a una actividad formal, hasta el 
28 de febrero de 1985 inclusive, como máximo, en la situación prevista 
por el literal C) del referido artículo. 


Cuando las situaciones de detención o clandestinidad hayan tenido como 
consecuencia la pérdida del trabajo, el cómputo ficto de servicios abarcará, 
asimismo, el periodo indicado en el literal B) del presente artículo. 


Artículo 3".- A las personas comprendidas en las disposiciones de la 
presente ley se les reconocerá, durante el periodo de cómputo ficto de servicios, 
una asignación computable mensual equivalente a once Bases de Prestaciones 
y Contribuciones (Ley N* 17.856, de 20 de diciembre de 2004), al valor de la 
fecha de vigencia de la presente. 
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Artículo 4%.- Los servicios reconocidos al amparo de la presente ley son 
ordinarios y no podrán fraccionarse. 


La inclusión de dichos servicios estará determinada por: 


1) La que corresponda a la actividad privada que desempeñaba el 
beneficiario o el causante, al momento de verse afectado por cualquiera 
de las circunstancias de prisión, exilio, clandestinidad o desocupación, 
previstas en el artículo 1*. 

2) En su defecto, la que corresponda a la primera actividad que 
desempeñara el beneficiario o el causante tras el cese de las referidas 
circunstancias. 


Tratándose de beneficiarios sin causal a dicha fecha, la afiliación de los 
periodos estará determinada por los últimos servicios prestados por el 
beneficiario o el causante, según corresponda. 


Artículo 5*.- Cuando, de acuerdo con los criterios establecidos en el anterior, 
no pudiese determinarse la afiliación, se considerará que los servicios fueron 
prestados al amparo de la Ley N* 12.138, de 13 de octubre de 1954, y del artículo 
18 de la Ley N* 12.380, de 12 de febrero de 1957. 


CAPÍTULO lIl- RÉGIMEN JUBILATORIO Y PENSIONARIO 


Artículo 6*.- A los beneficiarios de la presente ley se les aplicará el régimen 
de pasividades vigente, con las especialidades que surgen de esta normativa, 
en tanto les resulte más beneficiosa. 


Artículo 7”.- El monto mínimo de asignación de jubilación de las personas 
amparadas por las disposiciones de la presente ley, en ningún caso podrá ser 
inferior al equivalente a cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones vigentes 
al momento de ingresar al goce de la prestación. 


Artículo 8”.-Las personas amparadas por la presente ley que, sin configurar 
causal de jubilación, cuenten con sesenta años de edad y un minimo de diez 
años de servicios (artículo 77 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, o 
la normativa que corresponda según el ámbito de afiliación), tendrán derecho a 
una jubilación especial equivalente, al momento de inicio del servicio, a cuatro 
Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales. 


La jubilación prevista en el inciso anterior es incompatible con el goce de 
cualquier otra jubilación, retiro o subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


Para los casos comprendidos en el inciso final del artículo 10 de la presente 
ley, la no configuración de la causal jubilatoria descripta en el inciso primero del 
presente artículo está referida a la actividad simultánea no reparada. A esos 
efectos el beneficiario tendrá derecho a optar, por la incompatibilidad de la 
misma, entre la jubilación especial y cualquier otra jubilación, retiro o subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 


Artículo 9%.- Las disposiciones de la presente ley también alcanzarán a 
aquellas personas que, comprendidas en el artículo 1? de la presente ley, a la 
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fecha de su vigencia hayan fallecido o hayan sido declaradas ausentes por 
decisión judicial o en virtud de lo dispuesto por la Ley N* 17.894, de 14 de 
setiembre de 2005, o hayan desaparecido en un siniestro conocido de manera 
pública y notoria, todas las cuales generarán derecho a pensión de sobrevivencia 
en las condiciones dispuestas por el régimen jubilatorio o pensionario aplicable. 


CAPÍTULO IV - EXCLUSIONES 


Artículo 10.- Quedan excluidas de la presente ley, con excepción de lo 
establecido en el artículo 11: 


A. Las personas que hubieran trabajado en países con los cuales la 
República Oriental del Uruguay tiene acuerdos de seguridad social y 
durante el periodo en que desarrollaron actividad laboral en los mismos. 

B. Las personas efectivamente amparadas por las leyes especiales que 
atendieron situaciones de esta naturaleza para actividades específicas 
(Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, Ley N* 16.163, de 21 de 
diciembre de 1990, Ley N* 16.194, de 12 de julio de 1991, Ley N* 16.451, 
de 16 de diciembre 1993, Ley N* 16.561, de 19 de agosto de 1994, Ley 
NO 17.061, de 24 de diciembre de 1998, Ley N* 17.620, de 17 de febrero 
de 2003, Ley N* 17.917, de 30 de octubre de 2005, Ley N* 17.949, de 8 
de enero de 2006, u otras disposiciones análogas) por las actividades a 
que refieren dichas normas. 

C. Las personas cuya actividad estuviera amparada por las cajas 
paraestatales y hubieran sido oportunamente reparadas por dichos 
organismos, en cuanto dicha reparación corresponda a hechos acaecidos 
durante el periodo previsto en el artículo 1*. 


Quienes se encontraren en cualquiera de las situaciones previstas en los 
literales anteriores, pero acrediten haber realizado otra actividad laboral 
simultánea a aquélla, al momento de verse afectados por cualquiera de las 
situaciones previstas en el artículo 1”, quedarán incluidos dentro de las 
disposiciones de esta norma, por la actividad por la que no fueron reparados. 


CAPÍTULO V - PENSIÓN ESPECIAL REPARATORIA 


Artículo 11.- Las personas comprendidas en el articulo 1” de esta ley que 
habiendo sido detenidas y procesadas por la Justicia Militar o Civil y que, como 
consecuencia de ello sufrieron privación de libertad entre el 9 de febrero de 1973 
y el 28 de febrero de 1985, tendrán derecho a una pensión especial reparatoria 
equivalente, al momento de inicio de su percepción, a 8,5 (ocho y media) Bases 
de Prestaciones y Contribuciones mensuales. 


No tendrán derecho a percibir la prestación establecida en el presente artículo 
los titulares de una jubilación, pensión, retiro o subsidio transitorio por 
incapacidad parcial, salvo que optaren por la pensión especial reparatoria. 


Tampoco podrán acceder a esta prestación quienes se hubieren acogido a 
los beneficios establecidos en la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, 
Ley N* 16.163, de 21 de diciembre de 1990, Ley N* 16.194, de 12 de julio de 
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1991, Ley N* 16.451, de 16 de diciembre de 1993, Ley N* 16.561, de 19 de 
agosto de 1994, Ley N* 17.061, de 24 de diciembre de 1998, Ley N* 17.620, de 
17 de febrero de 2003, Ley N* 17.917, de 30 de octubre de 2005, Ley N* 17.949, 
de 8 de enero de 2006, u otras disposiciones análogas, ni quienes perciban 
ingresos de cualquier naturaleza superiores a 15 (quince) Bases de Prestaciones 
y Contribuciones mensuales, calculados en promedio anual. 


En caso de fallecimiento de los beneficiarios de esta Pensión Especial 
Reparatoria, su cónyuge o concubino/a 'more uxorio', hijos menores, hijos 
mayores declarados incapaces y los/as concubinos/as declarados tales por la 
Ley N* 18.246, de 27 de diciembre de 2007, podrán ejercer derechos de 
causahabientes. (*) Los ajustes al monto inicial de la prestación se realizarán de 
acuerdo con el régimen establecido en el artículo 67 de la Constitución de la 
República. 


El derecho a acogerse al beneficio regulado en este artículo no prescribe 
extintivamente ni caduca. 


El Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio del Interior y la Suprema Corte 
de Justicia, en un plazo de treinta días a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, deberán remitir a la Comisión Especial creada por el artículo 13, 
toda la información disponible en su poder para la identificación de los 
beneficiarios comprendidos en el inciso primero de este artículo. 


La Comisión Especial que se crea por el artículo 13 de la presente ley podrá 
decidir -debiendo hacerlo en este caso por unanimidad- el otorgamiento de esta 
pensión especial reparatoria a aquellas personas que, por los motivos y dentro 
del periodo indicado en el artículo 1%, hayan sido privadas de libertad en un lapso 
superior a un año y no hayan sido sometidas a proceso. 


Asimismo, por unanimidad, la Comisión Especial podrá otorgar la Pensión 
Especial Reparatoria a los uruguayos o uruguayas detenidos en centros de 
detención clandestinos en el extranjero, con participación de agentes del Estado 
uruguayo, por los motivos y dentro del periodo indicados en el artículo 1”, 
cualquiera fuera el lapso de detención sufrida. (*) Sin perjuicio de lo establecido 
precedentemente, aquellas personas que hubiesen sido beneficiadas de lo 
dispuesto en las leyes indicadas en el inciso tercero del presente artículo y en 
situación de jubilación o pasividad percibiendo sumas inferiores a 8,5 BPC (ocho 
y media Bases de Prestaciones y Contribuciones) mensuales, tendrán derecho 
a optar por la Pensión Especial Reparatoria prevista en el inciso primero. 


Inciso 4) redacción dada por: Ley N0 18.596 de 18/09/2009 artículo 13. 
Incisos 9 y 10) agregado/s por: Ley N0 18.596 de 18/09/2009 artículo 12. 


CAPÍTULO VI - FINANCIACIÓN 


Artículo 12 .- Los gastos que genere la aplicación de la presente ley serán 
atendidos por Rentas Generales. 
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CAPÍTULO VII - COMISIÓN ESPECIAL 


Artículo 13.- Créase una Comisión Especial que actuará en el ámbito del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuya integración, cometidos y 
funciones serán los que se expresan en los artículos siguientes. 


Esta Comisión deberá constituirse dentro de los treinta días a partir de la 
vigencia de esta ley, siendo obligación del Poder Ejecutivo publicitar la fecha de 
su constitución. 


La Comisión Especial a través del Poder Ejecutivo entre el primer y segundo 
año de vigencia de la presente ley, elevará a la asamblea General un informe 
evaluatorio de la aplicación de la misma y del cumplimiento efectivo de los 
objetivos que la promovieron. 


Artículo 14.- La Comisión Especial estará integrada por cinco miembros: 


A) Un delegado designado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
quien la presidirá. 

B) Un delegado designado por el Banco de Previsión Social. 

C) Un delegado designado por el Ministerio de Economía y Finanzas. 

D) Un delegado designado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Plenario 
Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT- 
CNT). 

E) Un delegado designado por el Poder Ejecutivo a propuesta de la 
Asamblea Nacional de Ex Presos Políticos del Uruguay (CRYSOL), 
Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos (CRU) y del Servicio 
Ecuménico para la Dignidad Humana (SEDHU). 


Artículo 15.- La Comisión Especial entenderá en todo lo relativo a la 
instrucción, sustanciación y resolución definitiva sobre las solicitudes de amparo 
a las disposiciones de la presente ley, así como al otorgamiento de los beneficios 
dispuestos. 


A dichos efectos podrá disponer de todas las medidas que estime 
conveniente para contar con la más completa información, requerir los 
antecedentes necesarios para su diligenciamiento, comunicándose directamente 
con las entidades públicas y privadas, admitiendo todos los medios de prueba 
previstos en el artículo 146 del Código General del Proceso, los que se 
apreciarán de conformidad con el principio de la sana crítica. 


La condición de clandestinidad se justificará mediante la acreditación 
fehaciente del requerimiento de la persona por las autoridades del gobierno de 
facto por los motivos establecidos en el artículo 1*. Para otros casos en que se 
invoque tal condición, la Comisión Especial a la que refiere el artículo 13 de la 
presente ley deberá adoptar decisión al respecto por unanimidad de sus 
miembros. 
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CAPÍTULO VIII - PROCEDIMIENTO 


Artículo 16.- Las solicitudes de amparo a la presente ley se tramitarán de 
acuerdo con lo dispuesto por el Decreto N* 500/991, de 27 de setiembre de 1991. 


Artículo 17.- Se remitirán a la Comisión Especial creada por la presente ley 
las solicitudes presentadas ante la Comisión Especial creada por la Ley N* 
17.449, de 4 de enero de 2002, a efectos de que, a petición de parte interesada: 


A) Determine la procedencia de la modificación de la prestación 
correspondiente a aquellos que hubieren sido amparados por dicha ley, 
comunicándolo en tal caso al instituto que sirva la misma. 

B) Se revisen las decisiones que hubieren sido denegatorias del derecho. 

C) Se continúe el trámite de las que aún no estuvieren resueltas. 


Los interesados tendrán un plazo de ciento ochenta días a partir de la 
constitución de la Comisión Especial prevista en la presente ley, para presentar 
solicitud de reconsideración de la resolución que ya ha sido tomada, así como la 
ampliación de prueba de sus respectivos expedientes. 


Artículo 18.- El plazo de presentación de las peticiones para ser amparado 
por esta ley será de ciento ochenta días a partir de la fecha de constitución de la 
Comisión Especial prevista en el artículo 13 de esta norma. Vencido el mismo 
caducarán todos los beneficios en ella dispuestos, sin perjuicio de las 
disposiciones establecidas por el artículo 11. 


Artículo 19.- Contra las resoluciones de la Comisión Especial podrán 
interponerse los recursos de revocación y jerárquico. 


Artículo 20.- Las jubilaciones y pensiones otorgadas al amparo de la Ley N* 
17.449, de 4 de enero de 2002, así como el cómputo de servicios dispuesto en 
su aplicación, continuarán rigiéndose por dicha norma, sin perjuicio del derecho 
a solicitar la modificación prevista en el literal A) del artículo 17 de la presente 
ley. 


En ningún caso la prestación a servir podrá ser inferior a la que percibe el 
titular al momento de solicitar la revisión. 


Artículo 21.- Derógase el régimen de reintegros dispuesto por el artículo 7” 
de la Ley N* 17.449, de 4 de enero de 2002, así como todas las disposiciones 
que directa o indirectamente se opongan a la presente ley. 
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Ley N* 18.596, de 18 de setiembre de 2009 


ACTUACIÓN ILEGÍTIMA DEL ESTADO ENTRE EL 13 DE JUNIO DE 1968 
Y EL 28 DE FEBRERO DE 1985 


RECONOCIMIENTO Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS 
CAPÍTULO 1 
RECONOCIMIENTO POR PARTE DEL ESTADO 


Artículo 1?.- Reconócese el quebrantamiento del Estado de Derecho que 
impidiera el ejercicio de derechos fundamentales a las personas, en violación a 
los Derechos Humanos o a las normas del Derecho Internacional Humanitario, 
en el periodo comprendido desde el 27 de junio de 1973 hasta el 28 de febrero 
de 1985. 


Artículo 2%.- Se reconoce la responsabilidad del Estado uruguayo en la 
realización de prácticas sistemáticas de tortura, desaparición forzada y prisión 
sin intervención del Poder Judicial, homicidios, aniquilación de personas en su 
integridad psicofisica, exilio político o destierro de la vida social, en el período 
comprendido desde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 1973, marcado 
por la aplicación sistemática de las Medidas Prontas de Seguridad e inspirado 
en el marco ideológico de la Doctrina de la Seguridad Nacional. 


Artículo 3?.- Reconócese el derecho a la reparación integral a todas aquellas 
personas que, por acción u omisión del Estado, se encuentren comprendidas en 
las definiciones de los artículos 4% y 5% de la presente ley. Dicha reparación 
deberá efectivizarse -cuando correspondiere- con medidas adecuadas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición. 


CAPÍTULO Il 
DEFINICIÓN DE VÍCTIMAS 


Artículo 4%.- Se consideran víctimas del terrorismo de Estado en la República 
Oriental del Uruguay todas aquellas personas que hayan sufrido la violación a 
su derecho a la vida, a su integridad psicofisica y a su libertad dentro y fuera del 
territorio nacional, desde el 27 de junio de 1973 hasta el 28 de febrero de 1985, 
por motivos políticos, ideológicos o gremiales. Dichas violaciones deberán haber 
sido cometidas por parte de agentes del Estado o de quienes, sin serlo, hubiesen 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de los mismos. 


Artículo 5”.- Se consideran víctimas de la actuación ¡legítima del Estado en la 
República Oriental del Uruguay todas aquellas personas que hayan sufrido 
violación a su derecho a la vida, a su integridad psicofísica o a su libertad sin 
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intervención del Poder Judicial dentro o fuera del territorio nacional, desde el 13 
de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 1973, por motivos políticos, ideológicos 
o gremiales. 


Dichas violaciones deberán haber sido cometidas por parte de agentes del 
Estado o de quienes, sin serlo, hubiesen contado con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de agentes del Estado. 


CAPÍTULO Ill 
DE LA REPARACIÓN 


Artículo 6*.- Declárase que derechos y beneficios previstos en las 
Leyes N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, N* 15.783, de 28 de noviembre de 
1985, N* 16.102, de 10 de noviembre de 1989, N* 16.163, de 21 de diciembre de 
1990, N* 16.194, de 12 de julio de 1991, N* 16.440, de 15 de diciembre de 
1993, N* 16.451, de 16 de diciembre de 1993, N* 16.561, de 19 de agosto de 
1994, N* 17.061, de 24 de diciembre de 1998, N* 17,449, de 4 de enero de 
2002, N* 17.620, de 17 de febrero de 2003, N* 17.917, de 30 de octubre de 
2005, N* 17.949, de 8 de enero de 2006, N* 18.026, de 25 de setiembre de 
2006, N* 18,033, de 13 de octubre de 2006, y N* 18.420, de 21 de noviembre de 
2008, y otras disposiciones análogas, forman parte de la reparación integral 
prevista en el artículo 3* de la presente ley, dentro del marco de lo establecido 
por el artículo 19 de la Resolución N* 60/147 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. 


Artículo 7”.- El Estado promoverá acciones materiales o simbólicas de 
reparación moral con el fin de restablecer la dignidad de las víctimas y establecer 
la responsabilidad del mismo. Las mismas tenderán a honrar la memoria 
histórica de las víctimas del terrorismo y del uso ilegítimo del poder del Estado 
ejercido en el periodo señalado en los artículos 1? y 2” de la presente ley. 


Artículo 8?.- En todos los sitios públicos donde notoriamente se identifique que 
se hayan producido violaciones a los derechos humanos de las referidas en la 
presente ley, el Estado colocará en su exterior y en lugar visible para la 
ciudadanía, placas o expresiones materiales simbólicas recordatorias de dichos 
hechos; podrá definir el destino de memorial para aquellos edificios o 
instalaciones que recuerden esas violaciones y podrá determinar la celebración 
de fechas conmemorativas de la verificación de los hechos. 


Artículo 9*.- El Estado uruguayo, a través de la Comisión Especial establecida 
en el Capítulo IV de la presente ley, expedirá un documento que acredite la 
condición de victima y la responsabilidad institucional que le cabe al haber 
afectado la dignidad humana de quienes hubiesen: 


A) Permanecido detenidos por más de seis meses por motivos políticos, 
ideológicos o gremiales, sin haber sido procesados en el país o en el 
extranjero bajo control o participación de agentes del Estado o de quienes 
sin serlo, hubiesen contado con su autorización, apoyo o aquiescencia; y 
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quienes hayan sido procesados por motivos políticos, ideológicos o 
gremiales en el territorio nacional. 


B) Fallecido durante el periodo de detención. 


C) Sido declarados ausentes por decisión judicial, al amparo de la Ley 
N? 17.894, de 14 de setiembre de 2005, o que hubieren desaparecido en 
hecho conocido de manera pública y notoria con anterioridad a la 
promulgación de la presente ley. 


D) Los que al momento de promulgación de la presente ley se encuentren en 
situación de desaparición forzada. 


E) Fallecido a raíz o en ocasión del accionar ilegítimo de agentes del Estado 
o de quienes sin serlo, hubiesen contado con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de los mismos. 


F) Sufrido lesiones personales, graves y gravísimas a raíz o en ocasión del 
accionar de agentes del Estado en el país o en el extranjero. 


G) Nacido durante la privación de libertad de su madre, o que siendo niños o 
niñas, hayan permanecido detenidos con su madre o padre. 


H) Los que siendo niñas o niños hayan permanecido desaparecidos. 


1) Vistose obligados a abandonar el país por motivos políticos, ideológicos o 
gremiales. 


J) Sido requeridos o permanecido en la clandestinidad dentro del territorio 
nacional por un periodo superior a los ciento ochenta días corridos, por 
motivos políticos, ideológicos o gremiales. 


La expedición del documento respectivo se otorgará a solicitud de parte o de 
sus causahabientes o familiares, en su caso. 


Artículo 10.- Las víctimas definidas en los artículos 4? y 5? de la presente ley, 
que hubiesen permanecido detenidas por más de seis meses sin haber sido 
procesadas, o que hubiesen sido procesadas o hubiesen sufrido lesiones 
gravísimas a raíz o en ocasión del accionar de agentes del Estado o que siendo 
niños o niñas hayan sido secuestrados o hayan permanecido en cautiverio con 
sus padres, tendrán derecho a recibir en forma gratuita y vitalicia, si así lo 
solicitaren, prestaciones médicas que incluyan la asistencia psicológica, 
psiquiátrica, odontológica y farmacológica que garanticen su cobertura integral 
de salud en el marco del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Sin perjuicio de las mismas, el Estado ofrecerá además, si así lo solicitaren, los 
apoyos científicos y técnicos para la rehabilitación fisica y psíquica necesaria 


332-C.S. CÁMARA DE SENADORES 18 de diciembre de 2019 


para atender las secuelas que obstaculizan la capacidad educativa o de 
integración social de las victimas. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la modalidad y extensión de las prestaciones 
establecidas en los incisos precedentes. 


El Decreto N* 268/008, de 2 de junio de 2008, se considera parte de la presente 
ley. 


Artículo 11.- Percibirán una indemnización, por única vez: 


A) Los familiares de las víctimas, hasta el segundo grado por consanguinidad, 
cónyuge, concubino o concubina, que fueron declarados ausentes por 
decisión judicial, al amparo de la Ley N* 17.894, de 14 de setiembre del 
2005, o que hubieren desaparecido en hecho conocido de manera pública 
y notoria con anterioridad a la promulgación de la presente ley o que al 
momento de la promulgación de la misma se encuentren en situación de 
desaparición forzada o que hubiesen fallecido, a raíz o en ocasión del 
accionar ilegítimo de agentes del Estado o de quienes sin serlo, hubiesen 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de los mismos, recibirán 
la suma de 500.000 Ul (quinientas mil unidades indexadas). Si hubiese más 
de un beneficiario este monto se distribuirá en partes iguales. 


B) Las víctimas que hubiesen sufrido lesiones gravísimas a raíz o en ocasión 
del accionar de agentes del Estado, recibirán la suma de 250.000 Ul 
(doscientas cincuenta mil unidades indexadas). 


C) Las víctimas que siendo niños o niñas hayan permanecido desaparecidas 
por más de treinta días, recibirán la suma de 375.000 Ul (trescientas 
setenta y cinco mil unidades indexadas). Dicho plazo se computará hasta 
el momento de la restitución legal y efectiva de los niños o niñas a sus 
familiares o tutores. 


D) Las víctimas, que habiendo nacido durante la privación de libertad de su 
madre, o que siendo niños o niñas hayan permanecido detenidas con su 
madre o padre por un lapso mayor a 180 (ciento ochenta) días, recibirán la 
suma de 200.000 Ul (doscientas mil unidades indexadas). 


Literal c) redacción dada por: Ley NY 18.996 de 07/11/2012 artículo 338 


Artículo 12.- Agréganse los siguientes incisos al artículo 11 de la Ley 
N* 18.033, de 13 de octubre de 2006: 


"Asimismo, por unanimidad, la Comisión Especial podrá otorgar la Pensión 
Especial Reparatoria a los uruguayos o uruguayas detenidos en centros de 
detención clandestinos en el extranjero, con participación de agentes del 
Estado uruguayo, por los motivos y dentro del periodo indicados en el 
artículo 1%, cualquiera fuera el lapso de detención sufrida. 
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Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, aquellas personas que 
hubiesen sido beneficiadas de lo dispuesto en las leyes indicadas en el 
inciso tercero del presente artículo y en situación de jubilación o pasividad 
percibiendo sumas inferiores a 8,5 BPC (ocho y media Bases de 
Prestaciones y Contribuciones) mensuales, tendrán derecho a optar por la 
Pensión Especial Reparatoria prevista en el inciso primero". 


Artículo 13.- Modificase el inciso cuarto del artículo 11 de la Ley N* 18.033, de 
13 de octubre de 2006, por el siguiente: 


"En caso de fallecimiento de los beneficiarios de esta Pensión Especial 
Reparatoria, su cónyuge o concubino/a 'more uxorio', hijos menores, hijos 
mayores declarados incapaces y los/as concubinos/as declarados tales por 
la Ley N* 18.246, de 27 de diciembre de 2007, podrán ejercer derechos de 
causahabientes". 


Artículo 14.- Los jubilados amparados en lo dispuesto por el artículo 7* de 
la Ley N* 18,033, de 13 de octubre de 2006, percibirán adicionalmente una 
partida mensual de carácter reparatorio, equivalente a 1 BPC (una Base de 
Prestaciones y Contribuciones). 


CAPÍTULO IV 
DE LA COMISIÓN ESPECIAL 


Artículo 15.- Créase una Comisión Especial que actuará en el ámbito del 
Ministerio de Educación y Cultura, para dar cumplimiento a lo establecido en la 
presente ley. 


Deberá constituirse dentro de los treinta días a partir de la vigencia de la 
presente ley, siendo obligación del Poder Ejecutivo publicitar la fecha de su 
constitución. 


Artículo 16.- La Comisión Especial instruirá, sustanciará y resolverá sobre las 
solicitudes de amparo establecidas en la presente ley, así como el otorgamiento 
de los beneficios respectivos, salvo en lo referente a lo previsto en los 
articulos 12 y 13 de la presente ley. Para ello requerirá toda la información y 
antecedentes necesarios, pudiendo comunicarse en forma directa con los 
organismos públicos o privados, admitiendo los medios de prueba previstos en 
el artículo 146 del Código General del Proceso, los que se apreciarán de 
conformidad con el principio de la sana crítica, actuando en todos los casos 
mediante los procedimientos establecidos en la Ley N* 18.033, de 13 de octubre 
de 2006. 


Artículo 17.- La Comisión Especial estará integrada por cinco miembros: 


A) Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura que la presidirá. 
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B) Un delegado del Ministerio de Economía y Finanzas. 
C) Un delegado del Ministerio de Salud Pública. 


D) Dos delegados designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de las 
organizaciones representativas de las víctimas del terrorismo de Estado. 


Será convocada por el Ministerio de Educación y Cultura cada vez que sea 
necesario para el cumplimiento de sus fines. 


Las resoluciones deberán ser adoptadas por mayoría absoluta de integrantes. 


Artículo 18.- El derecho a acogerse a los beneficios regulados por la presente 
ley no prescribe ni caduca. 


Artículo 19.- Contra las resoluciones de la Comisión Especial podrán 
interponerse los recursos de revocación y jerárquico en subsidio para ante el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 20.- Las erogaciones resultantes de la presente ley serán atendidas 
con cargo a Rentas Generales. 


CAPÍTULO V 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 21.- Quedan excluidos de la indemnización prevista en el articulo 11 
de la presente ley todos aquellos que hubiesen recibido prestación económica 
cualquiera fuera su naturaleza, originada en la condición de victima de acuerdo 
a lo dispuesto en los artículos 4* y 5* de esta norma, a través de sentencia judicial 
ejecutoriada, transacción judicial o extrajudicial. 


Artículo 22.- Se renuncia a toda futura acción contra el Estado uruguayo, ante 
cualquier jurisdicción, sea ésta nacional, extranjera o internacional, por el solo 
hecho de acogerse a los beneficios reparatorios de la presente ley. 


Artículo 23.- La Comisión Especial de la Ley N* 18.033, de 13 de octubre de 
2006, actuará en forma permanente para todas las peticiones que se le 
presenten y se la autoriza a rever los casos en que hubieran recaído resoluciones 
denegatorias y que, por virtud de lo consagrado en los artículos 12 y 13 de la 
presente ley, estarian amparados. 


18 de diciembre de 2019 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: me pareció 
oportuno que el primer punto del orden del día, que segu- 
ramente será seguido por muchas personas desde la barra, 
tenga una dilatoria en el inicio y podamos considerar aho- 
ra este tema, que sin duda es muy importante. 


Hemos traído a la consideración de este Cuerpo un 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo que declara 
por vía interpretativa el alcance subjetivo del derecho a 
recibir la atención en salud gratuita y vitalicia en el marco 
de las leyes de reparación a las víctimas del terrorismo de 
Estado. 


El proyecto de ley, en su exposición de motivos, pro- 
pone clarificar las distintas interpretaciones posibles so- 
bre el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley n.* 18596, 
de 18 de setiembre de 2009, referida a la reparación a las 
víctimas de la actuación ilegítima del Estado en el perío- 
do comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de 
febrero de 1985. 


Dicha ley, en su artículo 10, establece: «Las víctimas 
definidas en los artículos 4” y 5” de la presente ley, que 
hubiesen permanecido detenidas por más de seis meses 
sin haber sido procesadas, o que hubiesen sido procesadas 
o hubiesen sufrido lesiones gravísimas a raíz o en ocasión 
del accionar de agentes del Estado o que siendo niños o 
niñas hayan sido secuestrados o hayan permanecido en 
cautiverio con sus padres, tendrán derecho a recibir en 
forma gratuita y vitalicia, si así lo solicitaren, prestaciones 
médicas que incluyan la asistencia psicológica, 
psiquiátrica, odontológica y farmacológica que garanticen 
su cobertura integral de salud en el marco del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


Sin perjuicio de las mismas, el Estado ofrecerá ade- 
más, si así lo solicitaren, los apoyos científicos y técnicos 
para la rehabilitación física y psíquica necesaria para aten- 
der las secuelas que obstaculizan la capacidad educativa y 
de integración social de las víctimas. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la modalidad y exten- 
sión de las prestaciones establecidas en los incisos prece- 
dentes. 


El Decreto N* 268/008, de 2 de junio de 2008, se con- 
sidera parte de la presente ley». 


En tal sentido, el Decreto n.* 297/010, de 6 de octubre 
de 2010, reglamentario del referido texto legal, interpretó, 
en su artículo 1.” que el derecho a acceder a las prestacio- 
nes sanitarias tenía un alcance comprensivo de las vícti- 
mas previstas en la propia Ley n.* 18596 —en sus artículos 
4.2 y 5.— y en las comprendidas en la Ley n.* 18033, de 13 
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de octubre de 2006, así como a sus hijos y nietos, fueran 
biológicos o adoptivos. 


La fundamentación del decreto del año 2010 para de- 
limitar el ámbito subjetivo de aplicación de los beneficios 
de la ley surge del último inciso del artículo 10, que incor- 
pora al Decreto n.” 268/008, de 2 de junio de 2008, como 
parte integrante de la ley, dándole así valor y fuerza legal. 
Este último decreto dispone que «todas aquellas personas 
beneficiarias de la Ley N* 18.033 de 13 de octubre de 2006 
y que no tengan otro tipo de cobertura en el régimen de la 
Seguridad Social, la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado les expedirá a los mismos, a sus hijos y 
a sus nietos, un carné de asistencia gratuito». Por ende, el 
decreto del año 2010 fija el mismo ámbito de aplicación del 
Decreto n.* 268/008, que había sido elevado a nivel legal 
por la Ley n.” 18596, en su artículo 10, inciso cuarto. 


Esta interpretación, recogida en el Decreto n.” 297/010, 
de 6 de octubre de 2010, ha sido pacíficamente aplicada 
desde el año 2010, sin observaciones de ningún tipo. 


Sin perjuicio de lo anterior y en el marco de sus com- 
petencias legales, la Auditoría Interna de la Nación realizó 
una auditoría de las prestaciones de salud otorgadas a las 
víctimas de terrorismo de Estado, desde la solicitud de las 
prestaciones hasta el pago a los proveedores. 


En su informe final, la Auditoría Interna de la Nación 
planteó una serie de hallazgos e identificó los riesgos aso- 
ciados y emitió recomendaciones dirigidas al Ministerio 
de Salud Pública y a la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado. Ambos organismos se abocaron a adop- 
tar las acciones necesarias para contemplar las recomen- 
daciones emitidas por la Auditoría Interna de la Nación. 


El presente proyecto de ley se origina en que la Audi- 
toría Interna de la Nación planteó una interpretación del 
texto legal que la lleva a la conclusión de la ilegitimidad 
del Decreto n.” 297/010, de 6 de octubre de 2010, infor- 
mando lo siguiente: «El Decreto 297/010 amplía ilegíti- 
mamente los sujetos amparados en el artículo 10 de la Ley 
N? 18.596, ya que incorpora como beneficiarios a todas las 
personas comprendidas en la Ley 18.033 de 13 de octubre 
de 2006 y a los hijos y nietos del conjunto de beneficiarios 
de ambas leyes. Esto incrementa el número de beneficia- 
rios y dificulta la determinación de su universo». 


En consideración a lo anterior, recomienda «revisar y 
adecuar la normativa para determinar el universo de be- 
neficiarios». 


En tal sentido, el Poder Ejecutivo expresa que sin per- 
juicio de lo opinable de la cuestión, y existiendo dos po- 
sibles interpretaciones del texto legal, se entiende conve- 
niente que el Poder Legislativo resuelva la controversia, 
declarando por vía interpretativa que el ámbito de apli- 
cación de la Ley n.* 18596, de 18 de setiembre de 2009, 
comprende a las personas a que refiere el artículo 10 de 
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dicha norma legal, a las personas beneficiarias de la Ley 
n. 18033, de 13 de octubre de 2006, y a los hijos y nietos 
de todas ellas, sean biológicos o adoptivos. De esta forma 
se evitarán observaciones respecto a la legitimidad de la 
actuación de la Administración en la reparación a víctimas 
de la actuación ilegítima del Estado, garantizando el pleno 
goce de sus derechos de reparación en materia sanitaria. 


El proyecto de ley consta de dos artículos. El prime- 
ro declara por vía interpretativa que el derecho a recibir 
atención integral de salud gratuita y vitalicia en el marco 
del Sistema Nacional Integrado de Salud, previsto en la 
Ley n- 18596, comprende a las personas a que refiere el 
artículo 10 de dicha norma legal, a las personas beneficia- 
rias de la Ley n.” 18033, y a los hijos y nietos de todas ellas, 
sean biológicos o adoptivos. Y el segundo artículo estable- 
ce que la ley entrará en vigencia desde su promulgación, 
lo que en este caso no parece un artículo sobreabundante. 


Tomando en cuenta las consideraciones anteriormente 
mencionadas, se recomienda al Cuerpo la aprobación del 
presente proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

22 en 23. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1.*. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 1%- Declárase por vía interpretativa que el de- 
recho a recibir atención integral de salud gratuita y vitali- 
cia en el marco del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
previsto en la Ley N* 18.596 de 18 de setiembre de 2009, 
comprende a las personas a que refiere el artículo 10 de 
dicha norma legal, a las personas beneficiarias de la Ley 
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N* 18.033 de 13 de octubre de 2006 y a los hijos y nietos 
de todas ellas, sean biológicos o adoptivos». 


SEÑORA PRESIDENTE. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2.” del proyecto de ley. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 2”.- La presente ley entrará en vigencia desde 
su promulgación». 


SEÑORA PRESIDENTE. En consideración. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

24 en 25. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


9) DERECHOS DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en primer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se extienden los plazos es- 
tablecidos en los artículos 14, 15, 17, 18 y 40 de la Ley 
n.* 9739, de 17 de diciembre de 1937, con las modifica- 
ciones introducidas por los artículos 7.*, 8.? y 9.* de la Ley 
n.” 17616, de 10 de enero de 2003, sobre derechos de autor 
y derechos conexos. (Carp. n. 1282/2019 - rep. n.* 980/19». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1282/2019 - rep. n.? 980/19 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único. Extiéndase el plazo establecido en los artículos 14, 15, 17, 18 y 40 de la 
Ley No. 9.739 de 17 de diciembre de 1937, en la redacción dada por la Ley No. 17.616 
de 10 de enero de 2003, a setenta años. 


Los derechos establecidos en los artículos 14, 15, 17 y 18 que hubieran pasado al 
dominio público a la fecha de vigencia de la presente ley y sobre los que no hayan 
transcurrido setenta años, se restablecerán por el plazo restante hasta cumplir los 
setenta años de los hechos generadores de los derechos referidos en los mencionados 
artículos, 


Comuníquese, publíquese. 
Montevideo, 14 de febrero de 2019 


All 


"Pablo Mieres 
Senador 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Los derechos de autor son un campo muy relevante que involucra y protege el 
desarrollo creativo y cultural de la sociedad. El Estado debe proteger esta libertad de 
creación y sobre todo proteger la obra de los autores estableciendo un marco jurídico 
que los consagre debidamente. A su vez, ese marco jurídico debe adecuarse a la 
evolución de los tiempos y a las novedades de la sociedad. 


En tal sentido, es del caso señalar que se reconocen al autor dos tipos de derechos: los 
derechos morales o personales y los derechos patrimoniales o económicos. 


Los “derechos morales”, son aquellos derechos del autor que tienen que ver con su 
personalidad; los “derechos patrimoniales”, son aquellos derechos exclusivos que 
tiene el autor para explotar su obra y obtener un beneficio económico por ello. 


Luego, los “derechos conexos” son aquellos que, por ejemplo, protegen los derechos 
de los artistas, intérpretes o ejecutantes sobre sus interpretaciones o ejecuciones. Se 
denominan derechos conexos porque guardan conexión, vecindad o afinidad con el 
derecho de autor. 


Los derechos referidos tienen su origen en (a) el Convenio de Berna (firmado en el 
año 1886) que establecía que los autores cobrarían por sus obras durante toda su vida 
y sus herederos, 50 años después de que estos fallecieran; (b) el Convenio de Roma 
(firmado en 1951) a partir del cual se empezaron a reconocer los derechos conexos 
como derechos derivados del de los autores: los de los intérpretes y los de las 
discográficas, que cobrarían regalías hasta 50 años después de la primera edición de 
las canciones 


En nuestro país la Ley No. 9739 de 17 de diciembre de 1937 sobre propiedad literaria y 
artística, con las modificaciones introducidas por la Ley No. 17.616 de 10 de enero de 
2003, reguló en sus artículos 14, 17 y 18 el derecho patrimonial de autores e 
intérpretes disponiendo: (a) que el autor conserva el derecho de propiedad durante 
toda su vida y sus herederos o legatarios por el término de cincuenta años a partir del 
deceso del causante (art. 14); (b) que en las obras anónimas, seudónimas, colectivas, el 
plazo de duración de los derechos patrimoniales también será de cincuenta años, y (c) 
los derechos patrimoniales reconocidos a favor de productores de fonogramas y 
organismos de radiodifusión serán de cincuenta años a partir del año siguiente al de la 


publicación en lo que refiere a los fonogramas y a las interpretaciones o 
ejecuciones grabadas, o de la realización de la actuación o de la emisión de 
radiodifusión. 


La realidad ha indicado que el plazo de cincuenta años consagrado para los derechos 
vistos, resulta exiguo. Tal lo que puede verse pasando revista al derecho comparado en 
la materia. 
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En efecto, en setiembre de 2011 se daba cuenta de la decisión de los países de la 
Unión Europea en el sentido de ampliar de 50 a 70 años el plazo de protección de los 
derechos de autor de los intérpretes con el objetivo de que músicos y cantantes 
puedan seguir recibiendo durante su jubilación Ingresos cada vez que se reproduzcan 
sus obras. 


Tal modificación se fundó en un hecho objetivo incontrastable: con el aumento de la 
esperanza de vida, la anterior protección de 50 años era claramente insuficiente; y el 
aumento a 70 años significa que los intérpretes seguirán recibiendo remuneración 
cuando su música suene una vez que se hayan retirado. 


Parece de toda evidencia que el hecho de que los Tratados de Berna y de Roma 
pusieran límites de 50 años tiene que ver con que la expectativa de vida antes era 
menor. En el de Berna se fijó este tope porque, decían, correspondía a una vida más 
tras la muerte del artista. Y en el de Roma se mantuvo el criterio. Pero hoy las vidas 
son más largas, y un artista que empezó a actuar a los 20 ahora se queda sin cobrar a 
los 70. 


No sólo los países de la Unión Europea se actualizaron, sino que las legislaciones de los 
países de este continente también hicieron una “puesta al día” ante esta realidad: en 
Argentina, Brasil y Chile los derechos conexos se cobran durante 70 años. Sin embargo, 
Uruguay es, junto con Bolivia, un caso excepcional en un sentido de menor protección 
de los derechos de autores e intérpretes, pues sigue establecido en 50 años. 


Justamente, con el objetivo de actualizar la legislación en la materia en consonancia 
con la debida protección de los derechos de autores e intérpretes, presentamos este 
proyecto de ley cuya sanción nos parece de estricta justicia. 


Montevideo, 14 de febrero de 2919 


Pablo 
Senador 
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Disposiciones citadas 


Ley N' 9.739 


de 17 de diciembre de 1937 


DERECHOS DE AUTOR 


PROPIEDAD LITERARIA Y ARTÍSTICA 


CAPITULO II! 


Del autor y sus sucesores 


Artículo 14.- El autor conserva su derecho de propiedad durante toda su 
vida, y sus herederos o legatarios por el término de cuarenta años* a partir del 
deceso de causante (Artículo 40). 


Cuando se trate de obras póstumas, el derecho de los herederos o 
legatarios durará cuarenta años a partir del momento del fallecimiento del autor. 


Si la obra no fuere publicada, representada, ejecutada o exhibida dentro de 
los diez años a contar de la fecha de fallecimiento de autor caerá en el dominio 
público. 


Si los herederos son menores el plazo se contará desde que tengan 
representación local a ese efecto. 


*Nota: El plazo fue elevado a cincuenta años por el artículo 7* de la Ley 
N*17.616, de 10 de enero de 2003 


- En las obras producidas en colaboración, el término de 
propiedad de los herederos o legatarios se contará a partir del fallecimiento del 
último coautor. En caso de fallecimiento de un coautor que no deje sucesión o 
herederos forzosos, el producido de la obra que le hubiere correspondido durante 
cuarenta años" a partir de la fecha de su deceso pasará a Rentas Generales 


*Nota: El plazo fue elevado a cincuenta años por el artículo 7* de la Ley 
N*17.616, de 10 de enero de 2003 


Artículo 17.- En las obras anónimas y seudónimas, el plazo de duración 
será de cincuenta años a partir de que la obra haya sido licitamente hecha 
accesible al público, salvo que antes de cumplido dicho lapso el autor revele su 
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identidad, en cuyo caso se aplicará lo dispuesto en el artículo 14 de la presente 
ley. 


En las obras colectivas el derecho patrimonial se extingue a los cincuenta 
años de su primera publicación o, en su defecto, a partir de su realización o 
divulgación debidamente autorizada. 


Los plazos establecidos en los artículos 14 y siguientes, se calcularán desde 
el día 1? de enero del año siguiente al de la muerte del autor o, en su caso, al de 
la realización, divulgación o publicación debidamente autorizada. 


Fuente: Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003, artículo 8”. 


Artículo 18.- Los derechos patrimoniales reconocidos a favor de 
productores de fonogramas y organismos de radiodifusión serán de cincuenta años 
a partir: 


A) Del 1? de enero del año siguiente al de la publicación, en lo que refiere 
a los fonogramas y a las interpretaciones o ejecuciones grabadas. 


B) Del 1? de enero del año siguiente en que se haya realizado laactuación, 
en lo que se refiere a las interpretaciones que no estén grabadas. 


C) Del 1? de enero del año siguiente en que se haya realizado la emisión, 
en lo que se refiere a las emisiones de radiodifusión. 


Fuente: Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003, artículo 9. 


CAPÍTULO VIII: 
Del Estado y de las personas de derecho público. 
Del dominio público 


Artículo 40.- El Estado, el Municipio y las personas de derecho público son 
también titulares del derecho de autor cuando por cualquier modo admitido por las 
leyes, adquieren la propiedad de una de las obras que protege esta ley. 


No habiendo sucesión de las categorías establecidas en el artículo 14, o 
terminado el referido plazo de cuarenta años*, la obra entra en el dominio público. 


El derecho de autor cuando el titular es una de las personas morales a que se 
refiere este articulo, es perpetuo, y no estará sometido a formalidad alguna. 


*Nota: El plazo fue elevado a cincuenta años por el artículo 7* de la Ley 
N*17.616, de 10 de enero de 2003 
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Ley N* 17.616 
de 10 de enero de 2003 


DERECHOS DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS 


SE MODIFICAN NORMAS RELACIONADAS A LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS 


Artículo 7*.- Elévase el plazo de protección de cuarenta años establecido 
en los artículos 14, 15 y 40 de la Ley N* 9.739, de 17 de diciembre de 1937, a 
cincuenta años. 


Las obras y los derechos conexos protegidos por esta ley que se 
encontraran bajo el dominio público sin que hubiesen transcurrido los términos de 
protección previstos en la presente ley, volverán automáticamente al dominio 
privado, sin perjuicio de los derechos que hubieran adquirido terceros sobre las 
reproducciones de esas obras y derechos conexos durante el lapso en que las 
mismas estuvieron bajo el dominio público. El lapso durante el cual las obras a que 
se refiere el párrafo anterior hubieran estado en el dominio público, no será 
descontado de los cincuenta años. 


Este artículo se aplicará en lo pertinente a los artistas, intérpretes o 
ejecutantes. 


18 de diciembre de 2019 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


SEÑOR PATERNAIN.- Pido la palabra por una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR PATERNAIN.- Señora presidenta: al amparo 
del artículo 97 del Reglamento del Senado, solicito que 
se me autorice expresamente a participar de la discusión 
general y particular del proyecto de ley, así como de su 
votación, en la medida en que, como autor, pero sobre todo 
como heredero de derechos de autor, esta norma me invo- 
lucra de manera directa, a mí y a mi familia. 


Hago esta solicitud al Cuerpo, repito, al amparo del 
artículo 97 del reglamento. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
formulada por el señor senador. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


SEÑORA LAZO.- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA LAZO..- Señora presidenta: por los mismos 
motivos planteados por el señor senador Paternain, solici- 
to al Cuerpo que me autorice a participar de la discusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
formulada por la señora senadora. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR GARÍN.- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.-- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR GARÍN.- Señora presidenta: quiero informar 
que me encuentro comprendido por la Ley de Derechos 
de Autor —aunque no especificamente por el tema que 
nos ocupa—, por lo que también solicito la autorización 
correspondiente para participar de la discusión general y 
particular de este proyecto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
formulada por el señor senador. 
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(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 

SEÑORA ASIAÍN.- Señora presidenta: me encuentro 
en la misma situación por algunos artículos académicos 
publicados. Por lo tanto, solicito al Cuerpo la misma au- 
torización. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
formulada por la señora senadora. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: tengo dudas 
acerca de si realmente debo pedirlo en este caso, pero soy 
autor de libros y publicaciones, por lo que también solicito 
que se me autorice a participar, de acuerdo con el artículo 
97 del Reglamento del Senado. 


Tal vez sería bueno saber qué otros señores senadores 
están comprendidos en esta situación, para que el Senado 
pueda dar una autorización general. 


SEÑORA PRESIDENTE.- No pensé que fueran tantos 
los senadores alcanzados por esta situación, pero si el Se- 
nado está de acuerdo, propongo que se manifiesten todos 
quienes lo entiendan pertinente. 


(Apoyados). 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra por una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: me en- 
cuentro en la misma situación por haber realizado publi- 
caciones, por lo que también hago pública esa situación y 
solicito el permiso para quedarme durante la discusión. 


SEÑOR VASSALLO.- Pido la palabra por una cues- 
tión de orden. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR VASSALLO.- Señora presidenta: me siento en 
la misma situación porque he escrito varios libros y ten- 
go artículos académicos publicados en distintas revistas y 
ámbitos. No pensaba hacer esta solicitud porque entendía 
que no estaba incluido, pero ahora creo que corresponde, 
de acuerdo con el criterio adoptado por otros senadores. 

SEÑORA TOURNÉ.-- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Del mismo modo, señora presi- 
denta, no pensaba acogerme al artículo 97, porque ello me 
parece discutible. Tratándose de normas de características 
generales no sé si nos involucra; si fuera una cuestión que 
tuviera que ver directamente con mi actividad, podría ser. 


Sin embargo, como es discutible, me sumo al malón de 
pedir permiso, cosa que no me gusta mucho. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Pero el reglamento así lo 
dispone, señora senadora. 


Se van a votar en bloque todas las solicitudes formula- 
das por los señores senadores que se han expresado. 


(Se vota). 
—25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ahora sí ingresamos a la discusión general del proyec- 
to de ley. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: creo que es una 
muy buena noticia que finalmente tengamos la posibilidad 
de aprobar este proyecto de ley, que pone en igualdad 
de condiciones a nuestros artistas —autores, intérpretes, 
productores— con respecto a la legislación existente a 
nivel internacional, tanto en la región como en la Unión 
Europea. Diría que es una tendencia internacional que se 
va extendiendo y que tiene que ver con la ampliación de la 
expectativa de vida de los seres humanos en los distintos 
países. La ausencia de esta modificación generaba una 
situación de desigualdad y de pérdida de derechos para 
muchos artistas, precisamente en el momento de mayor 
debilidad en la vida, cuando la edad es mayor y más se 
requiere tener ese apoyo. Me refiero, en particular, al caso 
de los intérpretes. 


Este proyecto de ley tuvo su origen en diversos plan- 
teamientos de artistas nacionales, en momentos en que 
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caía el plazo de cincuenta años para numerosas interpre- 
taciones que habían sido de particular relieve en el mun- 
do cultural uruguayo. Al conocer el tema y analizarlo en 
términos comparados, nos pareció de justicia ubicar a los 
artistas uruguayos en igualdad de condiciones. 


A esto refiere el texto del artículo único, para el que 
tenemos una modificación en el inciso segundo —sobre la 
que conversamos con la bancada del Frente Amplio—, a fin 
de tomar en consideración el lapso que ya ha transcurrido 
desde el vencimiento del plazo de cincuenta años hasta 
la reincorporación al dominio privado con la votación de 
esta norma, para aquellas personas que tengan derechos 
adquiridos. Lo que se propone es precaver que existen de- 
rechos que deben ser protegidos, en concreto, los de aque- 
llos artistas que los habían perdido en el período trans- 
currido entre el vencimiento de los cincuenta años y esta 
recuperación. Es una modificación razonable, que busca 
evitar vacíos legales y completa la solución normativa pro- 
puesta en el proyecto original. 


Diría, señora presidenta, que deberíamos votar por in- 
cisos el artículo único, es decir, en primer lugar, el inciso 
primero, que extiende el plazo de cincuenta a setenta años, 
y luego votar un sustitutivo que fue entregado a la mesa, 
que resuelve, justamente, las situaciones ocurridas en el 
período de transición. 


Quiero manifestar mi enorme satisfacción por dar una 
respuesta a algo absolutamente deseado y debido en lo que 
respecta a los artistas uruguayos. 


En alguna de las discusiones que tuvimos manifesté, 
por ejemplo, que como la cobertura en Argentina es de 
setenta años y en Uruguay de cincuenta, ello podía ser in- 
cluso un motivo que llevara a que alguno de los artistas 
uruguayos prefiriera registrar sus interpretaciones o inclu- 
so sus obras en la vecina orilla, lo cual no es bueno para 
la cultura ni para las industrias culturales uruguayas. Esto 
es una deuda que estamos tratando de resolver de la mejor 
manera posible. 


Por lo tanto, solicitamos al Cuerpo que vote este pro- 
yecto de ley. 


(Aplausos en la barra). 
SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.-- Quisiera remontar- 
me al martes 10 de setiembre del corriente año en el que 
solicitamos que este tema no fuera tratado, a pesar de que 
había una moción para considerarlo de manera urgente y 
sobre tablas. Ante esa situación, expresamos que esto no 
significaba ningún tipo de chicana; simplemente, necesi- 
tábamos más tiempo para expedirnos, trabajar y vertebrar 
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mejor nuestro conocimiento de causa sobre lo que impli- 
ca este amplio tema del derecho de autor. Aquí estamos 
nuevamente. Recuerden que la combinación del tiempo 
electoral con la llegada del receso, el 10 de setiembre, no 
era una buena mezcla cuando el tema estaba inconcluso y 
se había tratado una sola vez en comisión. Continuamos 
trabajando en este asunto y hoy comparecemos ante esta 
sesión ya con una posición firme al respecto. 


Quisiera manifestar que el proyecto de ley que está a 
consideración ampara la extensión de cincuenta a seten- 
ta años como plazo de protección establecido en la Ley 
n.* 9739 y su modificativa, la Ley n.” 17616. 


Me gustaría recordar —porque me parece que se ha ol- 
vidado un poco— la génesis del sujeto jurídico que estamos 
tratando. La Ley n.* 9739, la famosa ley Haedo, es la que 
cambió para bien y para siempre —a nuestro entender— el 
destino de escritores, músicos, artistas plásticos y cientifi- 
cos uruguayos consagrándoles derechos. 


La Ley n.* 9739 —reitero, la ley Haedo— estuvo inspira- 
da en la legislación argentina. En el año 1933 se había san- 
cionado una ley de propiedad intelectual y Eduardo Víctor 
Haedo, como ministro de Educación y Cultura, la remitió 
al Poder Legislativo. 


A su vez, por primera vez en aquel tiempo se estableció 
en el artículo 32 de la Constitución de 1934 que el trabajo 
intelectual, el derecho del autor, del inventor o del artis- 
ta será reconocido y protegido por la ley. La Constitución 
vigente guarda en su artículo 33 exactamente el mismo 
texto. Es decir, estamos hablando de un derecho de rango 
constitucional en el Uruguay y esa redacción se ha mante- 
nido durante las reformas constitucionales subsiguientes: 
la de 1942, 1951 y la de 1967, actual. Todo hace pensar 
—no tengo indicios en la materia— que este principio habrá 
de quedar allí por el resto de los tiempos, inserto en la 
Constitución de la República Oriental del Uruguay. Creo 
que esto está allí como salvaguarda de nuestra identidad 
y de nuestra soberanía cultural, como reconocimiento a 
quienes son generadores, con su talento, de la cultura y el 
arte nacional. 


A su vez, es menester recordar en esta materia que 
en el nomenclátor legal uruguayo encontramos la Ley 
n.? 3956 de principios de siglo, sobre propiedad literaria y 
artística, aprobada el 12 de marzo de 1912. Esa norma im- 
porta como antecedente. Dicha ley fue promovida en 1907 
por Carlos Roxlo, diputado por Montevideo, que intentó 
dar solución a un problema planteado a partir de que una 
compañía teatral representó obras de Florencio Sánchez 
en una gira por el interior del país sin la previa autoriza- 
ción del autor. 


Carlos Roxlo fue un gran legislador y revoluciona- 
rio que siempre se preocupó por abordar temas sociales 
y laborales como la limitación horaria a ocho horas para 
los trabajadores —discusión que tuvo lugar a principio de 
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siglo— y que concordó con el derecho de huelga. Ya en 
1907 afirmaba que las obras de Florencio Sánchez eran las 
primeras surgidas en el Uruguay que tenían valor econó- 
mico y consideró que había llegado entonces el momento 
de regular la propiedad intelectual. 


Este es el encuadre histórico de la mencionada Ley 
n.> 3956, del 12 de marzo de 1912, antecedente de la ley 
Haedo, que es la Ley de Derechos de Autor. 


Asimismo, podríamos remontarnos al Código Civil de 
1868, que en uno de sus artículos disponía que las produc- 
ciones de talento o del ingenio fueran una propiedad de su 
autor y que se regirían por leyes especiales. 


En el plano internacional, el Tratado sobre Propiedad 
Literaria y Artística suscripto en el Primer Congreso 
Sudamericano de Derecho Internacional Privado, 
celebrado en Montevideo en 1888-1889, estableció con 
criterios modernos la reciprocidad de la propiedad 
literaria y artística, dispuso el alcance y las excepciones 
a esos derechos y el tipo de obras que abarca. La duración 
del derecho de autor no estipulaba en esa convención 
internacional un plazo mínimo obligatorio y proponía 
la regla del plazo más corto, es decir que ningún Estado 
otorga a los autores de otro país un plazo de monopolio 
mayor que el propio, y si el plazo del país de origen es más 
corto, se aplica dicho plazo. Estoy hablando del año 1888, 
coetáneo del Convenio de Berna. 


Quiere decir que la doctrina nacional desde siempre 
reconoció y protegió por medio de la ley, tanto el trabajo 
intelectual como el derecho del autor, del inventor o del 
artista, como bien expresa esa convención política, la 
Constitución de la república, el único documento que 
nos une a los uruguayos. Quiere decir que esta doctrina 
de protección del derecho de autor tiene profundas raíces 
en el Uruguay. Sin embargo, no se trata de un derecho 
absoluto porque sabemos que tiene límites. A la doctrina 
nacional que he mencionado no puedo ni debo restarle 
el Convenio de Berna, que es ley en el Uruguay desde 
1979 y dispone que es facultad de las partes considerar 
plazos de protección más extensos que los previstos en 
ese instrumento, dato que, sin agravio de ninguna de las 
partes, siempre debe ser tomado en cuenta. Quiere decir 
que ya es muy longeva la posibilidad establecida en el 
Convenio de Berna en 1886 de extender los plazos. 


A la Constitución de la república y al Convenio de 
Berna tenemos que agregar los tratados de la OMPI sobre 
la agenda digital tanto para derechos de autor como para 
derechos conexos, del año 1996. Tenemos el capítulo de 
los ADPIC —Acuerdo sobre los aspectos de los derechos 
de propiedad intelectual relacionados con el comercio— 
de la Ronda Uruguay del GATT, que estipula un amplio 
espectro de protección del derecho autoral. Además, 
Uruguay ratificó en el año 1992 la Convención Universal 
sobre Derecho de Autor firmada en 1952. En definitiva, 
somos suscriptores de la mayoría de los acuerdos 
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internacionales relativos a la protección de los derechos de 
autor y de la propiedad intelectual. 


El ejercicio de este derecho permite a sus titulares au- 
torizar o prohibir el uso de las obras de su autoría y recibir 
una contraprestación económica por ello. De esta manera, 
el derecho de autor estimula, sin ningún lugar a dudas, la 
creación intelectual, lo que trae aparejado el desarrollo y 
enriquecimiento del acervo cultural de nuestro país o del 
que corresponda porque esto, como podemos observar, es 
un movimiento mundial. 


La legislación vigente en esta materia reconoce los de- 
nominados derechos morales, que son doctrinariamente 
considerados como una extensión del derecho inherente a 
la personalidad del autor. 


Por otro lado, también se consagran los llamados de- 
rechos patrimoniales —que son los derechos exclusivos 
del autor— a obtener un beneficio económico como con- 
traprestación por el uso de sus obras, bajo las diferentes 
modalidades de explotación. Estos derechos patrimoniales 
tienen una limitación en el tiempo, cuya cuantificación se 
encuentra basada históricamente en la modificación de la 
expectativa de vida de los creadores. Por tal motivo, el pla- 
zo de protección se ha ido incrementando. 


Al estudiar la historia de este tema me encontré con 
que el plazo que establecía el Estatuto de la Reina Ana de 
1710 en las islas británicas era de catorce años porque la 
expectativa de vida estaba totalmente alejada de la de hoy 
en día. De hecho, tengo un informe de la Organización 
Mundial de la Salud en el que se establece que la expec- 
tativa de vida del 2000 al 2016 aumentó 5,5 años. Es de- 
cir que estamos en una situación en la que, gracias a los 
avances científicos, la medicina ha permitido que el ser 
humano tenga una mayor extensión en su vida. 


Conviene señalar, además, que los derechos patrimo- 
niales tienen una limitación en el tiempo, que está basada 
en el incremento de la vida contemporánea a la adecuación 
de cada país y a los estándares de protección de la legis- 
lación internacional, procurando unificar los plazos con 
el objetivo de que no exista un menoscabo del derecho de 
autor en el ámbito territorial. También hay que señalar el 
reconocimiento del Estado respecto a la sustancial contri- 
bución que efectúan los creadores al patrimonio cultural 
de cada país. 


Con respecto a Uruguay, abro un paréntesis en el 
relato para contar una anécdota. En el museo Azotea de 
Haedo hay un mate y una bombilla que le regaló la viuda 
de Florencio Sánchez, precisamente por esa lucha por 
el derecho y la protección de los autores. Esto es muy 
significativo porque está conectado, sin ningún lugar a 
dudas, con lo que el staff político del Uruguay —de Roxlo 
en 1907 y del Gobierno de la época— había establecido 
cinco años después con el proyecto de ley, marcando lo 
que era una conexión con la raíz doctrinaria del país. 
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SEÑOR AMORÍN.- Era el Gobierno de don Pepe 
Batlle, señor senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Es verdad, tiene ra- 
zón el señor senador Amorín. 


Debemos decir que nuestro país estipuló el límite tem- 
poral de cuarenta años en el año 1937 y posteriormente 
—en virtud de nuevas normativas y, sobre todo, apegado a 
convenios internacionales— lo extendió a cincuenta años. 
Iguales conceptos tenemos que decir sobre los motivos por 
los cuales se resuelve aumentar los plazos de protección 
para poder aplicarse a los denominados derechos conexos 
o afines. Esto es con respecto a los artistas e intérpretes 
de las normas ya mencionadas. Entonces, se aplican las 
disposiciones contenidas en la Convención internacional 
sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutan- 
tes, los productores de fonogramas y los organismos de 
radiodifusión (Convención de Roma). Resulta importan- 
te señalar que en los países en donde se ha extendido la 
protección a setenta años no ha habido ningún conflicto 
de tipo social, sino que se lo ha aceptado civilizadamente 
como un derecho que está enfocado dentro del canal de 
razonamiento que venimos exponiendo. 


Sin perjuicio de ello, debemos decir que el plazo de 
setenta años en Uruguay se estaría alineando con la región 
porque Argentina, Brasil y Paraguay están en los setenta 
años. Y esto se repite en infinidad de países de América 
Latina. De hecho, el plazo en México es de cien años y en 
Estados Unidos es entre setenta y noventa y cinco, aunque 
no lo he podido corroborar. Así que Uruguay no puede 
quedar rezagado en esta materia, por la sencilla razón de 
que es un imperativo acompasar la normativa con la del 
resto del mundo porque en caso contrario estaríamos in- 
curriendo en una contradicción, ya que nuestros autores 
tendrían mayor protección en el exterior que en su propio 
país. Y no creo que sea una situación ventajosa, a la hora 
de hablar de estos temas o de incursionar en estos asuntos, 
analizar dónde deben registrar las obras autorales los ar- 
tistas nacionales, a los efectos de que se tengan en cuenta 
sus derechos. 


Por lo tanto, hemos examinado el tema desde el punto 
de vista doctrinario y no tenemos objeción alguna para 
aprobar este proyecto de ley. Creo que hicimos bien en ex- 
tender el tiempo de tratamiento, ya que hemos llegado a la 
conclusión de que hay una doctrina nacional que ampara 
el derecho de autor, que tiene rango constitucional y que, 
en mi opinión, tiene un valor muy importante, que está 
por sobre otras consideraciones que pudieran existir en la 
materia. Como sabemos, es muy compleja, pero también 
muy extensa y profunda, ya que reconoce especificamente 
en nuestros textos constitucionales y legales el derecho de 
autor como una protección para los artistas y creadores. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


(Aplausos en la barra). 
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SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señora presidenta: el proyecto de 
ley en cuestión ha sido tratado en la Comisión de Educa- 
ción y Cultura con mucho entusiasmo. Cabe señalar que su 
creador, el señor senador Mieres —que no integra la comi- 
sión—, ha participado en su tratamiento y que ha sido dis- 
cutido a fondo. Es una iniciativa interesante, que protege a 
los artistas en general —especialmente a los artistas nacio- 
nales—, y que no hace otra cosa que adecuar la legislación 
uruguaya a la legislación internacional. 


Desde hace bastante tiempo, por distintos motivos 
Inclusive por lo que explicaba el señor senador Martínez 
Huelmo en cuanto a que la expectativa de vida hoy en día 
es mucho mayor—, los países han entendido que hay que 
aumentar la protección de los derechos de los artistas en 
general. Y nuestra obligación —así lo entiendo— es que des- 
de el Senado debemos proteger la creación de los artistas 
nacionales. 


Por lo tanto, desde el Partido Colorado —como lo hi- 
cimos desde el primer minuto— vamos a apoyar este pro- 
yecto de ley porque creemos que es necesario, que es im- 
portante y que va a impedir algo que señalaba el señor 
senador Mieres, que es la posibilidad de que artistas uru- 
guayos crucen el charco hacia Argentina a presentar sus 
creaciones porque allá tienen mucho mayor protección que 
en Uruguay. Desde siempre hemos creído que la creación 
intelectual es fundamental para los países y que debe ser 
protegida, como lo ha sido siempre. De hecho, el señor se- 
nador Martínez Huelmo ha hecho una exposición histórica 
muy amplia y clara, aunque le costó decir que en 1907 el 
presidente de la República Oriental del Uruguay era don 
Pepe Batlle. 


(Hilaridad). 


—Por lo tanto, vamos a acompañar con entusiasmo este 
proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
(Aplausos en la barra). 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY-- Gracias, señora presidenta. 


Antes que nada, creo que corresponde felicitar al señor 
senador Mieres por la iniciativa y, también, por la insis- 
tencia, porque no es la primera vez que este tema llega al 
plenario. Hoy lo veo más contento que la última vez que 
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consideramos el proyecto de ley —no sé si es porque asu- 
mirá nuevas obligaciones y nos va a abandonar en el Se- 
nado-—, pero realmente lo quiero felicitar por la iniciativa. 


A todo lo manifestado por los señores senadores 
Amorín, Martínez Huelmo y Mieres me gustaría agregar 
un enfoque que creo necesario: la justicia de este tema. 
Las leyes establecen obligaciones y nos dan seguridades, 
pero en el fondo siempre deben perseguir la justicia. El 
artículo 7. de la Constitución expresa: «Los habitantes de 
la República tienen derecho a ser protegidos en el goce de 
su vida, honor, libertad» y, como dice al final, «propiedad». 
Por lo general, cuando uno habla de propiedad piensa en 
algo material: uno es dueño de una casa, de un auto o de 
un teléfono celular; en esos casos uno realmente visualiza 
la propiedad. Ahora bien, esa propiedad de las cosas 
materiales no tiene límite en el tiempo: ni cuarenta, ni 
cincuenta, ni setenta, ni cien años. Uno es propietario de 
una casa, que luego heredarán hijos, y después sus nietos, 
y no hay límite en el tiempo. Entonces, creo que debemos 
preguntarnos por qué se limita la propiedad de las cosas 
que no son materiales. El gran filósofo español José Ortega 
y Gasset, en oportunidad de analizar la conducta de unas 
tribus de las planicies de Estados Unidos, decía que le 
asombraba que se penalizara el robo de canciones, y no 
así el de cosas materiales. Es decir, si alguien cantaba una 
canción que era de otro, estaba penalizado en el grupo, 
pero no si alguien le robaba al otro una cosa material. 
Allá por los años veinte, José Ortega y Gasset decía que 
en la incipiente industria de la producción audiovisual 
norteamericana y en la riqueza que eso producía veía 
ese antecedente de quienes ocupaban las planicies de los 
Estados Unidos. Y hay que ver lo que hoy significa en 
materia de ingresos, para ese país y para muchos otros, 
la producción intelectual: ¡Disney, Pixar, Hollywood, 
Spotify, y tantas más! 


Lo raro en esto es la limitación en el tiempo, es decir: 
esa producción intelectual tiene, en algunos casos, un lí- 
mite en el tiempo, aunque no en todos porque, por ejem- 
plo, las marcas con que se identifica a los productos ma- 
teriales —-Coca-Cola y Pepsi-Cola, entre otras— no tienen 
límite, pues a los diez años se renueva el registro y esto se 
puede hacer cuarenta, cincuenta, setenta, cien veces, todas 
las que se quiera. Y esa marca es una creación del intelec- 
to =si los señores de la Coca-Cola o de la Pepsi-Cola nos 
vendieran otro producto sin esa creación del intelecto, que 
es la marca, valdría menos—, pero no tiene limitación. En 
cambio, los derechos de autor de canciones, libros y demás 
sí tienen limitación en el tiempo. Por eso es bueno lo que 
hoy estamos haciendo, y por eso es bueno ir al fondo del 
asunto. 


Cuando hablamos de proteger la propiedad, debemos 
proteger toda la propiedad y visualizar cuál es la propie- 
dad. Si uno observa el listado de las empresas más gran- 
des del mundo de hoy podrá comprobar que son aquellas 
que trabajan sobre la creación del intelecto: la más gran- 
de es Microsoft, le sigue Apple, y luego Amazon, que en 
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realidad está dedicada a los servicios. Ya no hablamos de 
empresas automotrices como la Ford, etcétera, sino de la 
creación del intelecto —es la realidad que vivimos hoy-, y 
tenemos que protegerla como lo hacen otros países. Ese es 
el gran valor —además del de la justicia para con los crea- 
dores— de este proyecto de ley que trajo a consideración 
del plenario el señor senador Mieres. Obviamente, como 
bien se manifestó, la expectativa de vida —por suerte— es 
cada vez mayor y, por ende, está bueno que el derecho se 
adapte a ello. 


En el Uruguay hay muchos ejemplos. Es famoso lo que 
sucedió cuando se inscribieron los derechos de autor de 
La Cumparsita, de Becho Matos Rodríguez, tema al que 
en algún momento hemos hecho referencia aquí. Matos 
Rodríguez vendió los derechos de autor de La Cumparsita 
a una firma argentina que, si mal no recuerdo, tenía un 
nombre alemán. A propósito, hay un libro de su sobrina, 
Rosario Infantozzi, que es muy recomendable —ahora 
ha salido otro— y que siempre me recuerda a los señores 
senadores Heber y Larrañaga, porque Matos Rodríguez 
cobró por concepto de derechos de autor y ¿adónde fue? 
Como era fanático de los caballos de carrera, cuando cobró 
los derechos se fue a Maroñas donde, según parece, se 
jugó todo a un caballo llamado Kat, perteneciente a algún 
antepasado del señor senador Heber. ¡Es que no podía 
perder! Así fue como se jugó todo y terminó vomitando 
en las escaleras porque el caballo entró segundo y perdió 
todo lo recibido por derechos de autor. Y, como era un 
muchacho joven y estaba en la barra de la Federación 
de Estudiantes de Derecho, se fue a París, donde se le 
terminó la plata. Allí, el tema de la época que se tocaba en 
todos los lugares era La Cumparsita. Parece que iban a un 
restaurante, tocaban La Cumparsita y decían: «Acá está el 
autor», y entonces los invitaban. ¡Había una barra de gente 
que comía gratis porque él era el autor de La Cumparsita! 
Resulta que un día los amigos, que se habían quedado sin 
plata, encontraron a un italiano al que le dijeron que con 
ellos estaba el autor de La Cumparsita. «¿No me hace 
dos tangos?», pidió, pero parece —deben saber los autores 
mejor que yo— que Matos Rodríguez no estaba inspirado. 
«¡Hacé dos tangos que tenemos al tano que nos va a dar 
plata!», reclamaban sus amigos. Al parecer, lo encerraron 
en un cuarto, con un piano, y le dijeron: «Hasta que no 
salgan dos tangos vos no salís de acá». 


Resulta que cuando volvió al país lo agarró un abogado 
—como ahora voy a volver a la actividad privada, hablaré 
bien de nosotros, los abogados—, que se dio cuenta de que, 
en realidad, Matos Rodríguez había vendido los derechos 
de autor siendo menor de edad. Entonces, inicia un juicio, 
recupera los derechos y vuelve a tener dinero, con toda 
justicia. ¡Vaya si los derechos de autor valen mucho, más 
que cualquier otra cosa, incluso más que el caballo de los 
Heber —quizá si se le hubiera comprado al señor senador 
Amorín, podría haber estado mejor— en el que Matos 
Rodríguez se gastó el dinero! 
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Señora presidenta: para que nos invada el espíritu de 
la Navidad —aprovecho para desearles a usted, a los com- 
pañeros del Senado y a todos los funcionarios una feliz 
Navidad en paz—, creo que sería bueno recordar un villan- 
cico, de Katherine Kennicott, que popularizó el cantante 
español Raphael, llamado El tamborilero. Ese villancico 
destaca el valor que tiene la creación intelectual frente a 
cualquier otra cosa, porque relata la historia de unos pas- 
torcitos que van a Belén a llevar regalos al niño Dios. Y 
hay uno que es pobre, que no tiene plata y no tiene cosas 
para llevar: lo único que tiene es un viejo tambor. Así, va 
tocando el viejo tambor para presentárselo al niño Dios, 
que le sonríe, recibiendo el mejor regalo, que es ese pro- 
ducto, el tamborileo. ¡Vaya si hasta en eso la creación inte- 
lectual tiene un gran valor! 


Por eso, señora presidenta, vamos a votar muy con- 
vencidos este proyecto de ley. A su vez, felicitamos por la 
modificación del inciso segundo, que prevé lo que puede 
ocurrir con aquellas personas que utilizaron legalmente 
esos derechos de autor —porque ya había vencido el plazo— 
y ahora no van a poder seguir haciéndolo. Por esa razón, 
me parece que la modificación que se propone también es 
del caso. 


Gracias, señora presidenta. 
(Aplausos en la barra). 
SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.-- Gracias, señora presidenta. 


También voy a congratular la iniciativa del señor se- 
nador Mieres y la modificación del inciso segundo del 
proyecto de ley. Quiero señalar que no participé en la Co- 
misión de Educación y Cultura donde se trató este asunto. 
De todas maneras, desde la bancada del Partido Nacional 
queremos manifestar y fundamentar nuestro apoyo a esta 
Iniciativa. 


El señor senador Bordaberry, tras expresar sus votos 
por una feliz Navidad —cosa que secundo: deseo a todos 
los presentes una feliz Navidad—, hablaba de las cancio- 
nes que se hacen como regalo. También pensemos en los 
niños, que cuando quieren hacer un elogio, el mayor re- 
galo, a sus familiares, crean un dibujo, y ellos lo valoran 
muchísimo. 


Siempre me impactó un cartel que hay en la ruta in- 
terbalnearia que dice: «Derecho de autor, salario del crea- 
dor». En eso consiste el derecho de autor, y ello sin fecha 
de caducidad. Eso es lo que este proyecto de ley viene a 
enmendar parcialmente. 
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El señor senador Bordaberry citaba el artículo 7.* de 
la Constitución, que protege, entre otros, el derecho a la 
propiedad. Pero el artículo 33 se refiere específicamente 
a este tema y establece: «El trabajo intelectual, el derecho 
del autor, del inventor o del artista, serán reconocidos y 
protegidos por la ley». De manera que lo que hace este 
proyecto es cumplir con un mandato del constituyente 
que, sin mencionar una fecha —en este caso se fija un plazo 
bastante extenso, de setenta años—, habla de una protec- 
ción integral; se enmienda así lo que, de manera parcial, 
estaba haciendo la ley que estamos modificando. 


Así pues, consideramos de toda justicia acompañar 
este proyecto de ley. No queremos el exilio o la huida de 
artistas buscando protección en otros ordenamientos jurí- 
dicos, aunque sí la exportación de artistas porque eso hace 
a la imagen del país y al provecho de los propios artistas. 


Simplemente, quiero manifestar que con mucho be- 
neplácito la bancada del Partido Nacional acompaña este 
proyecto de ley, que viene a cumplir con el mandato del 
constituyente de proteger por ley y reconocer el trabajo 
intelectual, el derecho de autor, del inventor o del artista. 


Gracias. 
(Aplausos en la barra). 
SEÑOR PATERNAIN- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Gracias, señora presidenta. 


Tengo una única certeza: estoy seguro de que después 
de la exposición que voy a hacer, no voy a recibir aplau- 
sos. Quiero ser especialmente cuidadoso, medido y, sobre 
todo, respetuoso, especialmente respetuoso. Esta es una 
norma sencilla —como se decía en la exposición de moti- 
vos, como se reseñaba—, pero es polémica, muy polémica, 
y creemos que también es unilateral: que en realidad no 
cumple los objetivos que se propone. Como bien sabe- 
mos, este ha sido un campo de ardua discusión, de mucha 
complejidad, como muy bien señalaba el señor senador 
Martínez Huelmo. No soy experto, ni mucho menos, en 
lo referente a derechos de autor —es un campo complejo—, 
y el campo artístico-cultural es especialmente complejo. 
En función de eso, se han dado algunos supuestos, se han 
instalado algunos debates que determinan que tengamos 
una posición contraria a esta normativa. 


En primer lugar, el proyecto es sencillo porque extien- 
de, con un criterio general, el plazo de protección de cin- 
cuenta a setenta años —casi podríamos decir al barrer— para 
distintas situaciones: por ejemplo, modifica el artículo 14 
de la vieja ley, que se mencionaba como «ley Haedo», que 
involucra a autores y herederos. A su vez, el artículo 15 de 
esa ley refiere a obras producidas en colaboración y el 17, 
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a Obras anónimas, seudónimas o colectivas. Por su parte, 
el artículo 18 —que es muy importante— extiende los dere- 
chos de cincuenta a setenta años para los productores de 
fonogramas y los organismos de radiodifusión. El artículo 
40 extiende los derechos al propio Estado, a los munici- 
pios y a las personas de derecho público. 


Por supuesto, modifica los ajustes que se hicieron en 
los artículos 7.”, 8. y 9.* de la Ley n.” 17616, del año 2003, 
que también supuso un intenso debate. Creo que ahí es cla- 
ve la interpretación, el alcance que pueda tener el artículo 
7.2 de esa norma, que aumentaba de cuarenta a cincuenta 
años la protección de los derechos de artistas, intérpretes y 
ejecutantes. Eso podría considerarse un avance sustantivo, 
una ampliación de derechos en términos de sujetos. 


Entonces, señora presidenta, cuando hablamos de dere- 
chos de autor y entramos a la discusión de ese tema, vemos 
que la ley regula un conjunto de derechos, un conjunto de 
disposiciones que ponen en tensión el derecho a la propie- 
dad del creador o del artista versus el derecho colectivo de 
la sociedad a adquirir y hacer circular bienes culturales 
para todos. Ese es el gran desafío, la gran lógica que está 
detrás del marco regulador de los derechos de autor. 


En este punto quiero ser muy claro: no objeto en lo más 
mínimo, no establezco ninguna objeción a los derechos de 
autor ni a que los artistas o los intérpretes perciban una 
remuneración por su trabajo y su obra. Esto parece muy 
obvio, pero quiero dejarlo asentado porque no es esa mi 
posición. Tampoco estoy a favor de una liberalización de 
contenidos que vaya en desmedro de los derechos de los 
creadores y artistas. No me afilio a esa perspectiva. 


En Uruguay se ha recorrido un largo trayecto, desde 
1937 hasta ahora, en que esta tensión relativa a los tiem- 
pos, a los plazos que regulan esos dos derechos fundamen- 
tales —el derecho de autor y el derecho colectivo al acceso 
a la circulación y a la difusión más amplia de los bienes 
culturales que consolidan un patrimonio cultural— es lo 
que está en cuestión y lo que regula la ley de derechos 
de autor. 


No puedo interpretar que una ley de derechos de autor 
sea una ley del artista. No puedo interpretar que una ley 
de derechos de autor sea una ley de seguridad social que 
ataca las vulnerabilidades socioeconómicas de una impor- 
tante masa de artistas en el Uruguay o en cualquier parte 
del mundo. Más allá de que la ley otorga monopolios o 
derechos de uso y monopolio moral y patrimonial a los 
artistas, a los intérpretes, a los autores, no podemos enten- 
der que esta sea una ley de artistas o una ley de seguridad 
social. 


Por lo tanto, muchos de los objetivos que se postulan 
no se van a cumplir o a satisfacer con esta ley; van por 
otro carril. En realidad, yo decía que se hacía de manera 
unilateral porque, al modificar la ley de derechos de autor, 
estamos hablando solo de los derechos de propiedad, que 
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no los discutimos, pero hablamos solo de una parte. Nos 
quedamos con esta idea de la propiedad, pero estamos des- 
conociendo por completo la otra parte que articula los de- 
rechos del dominio público, los derechos del libre acceso 
de la ciudadanía al disfrute de los bienes culturales como 
parte del patrimonio cultural nacional. 


En realidad, esta norma afecta —vamos a verlo des- 
pués— el alcance de las posibilidades de ese dominio públi- 
co. Lo que quiero decir, señora presidenta, es que este no 
es un debate nuevo; no estamos tratando algo que sea obje- 
to de tensión o de contradicciones, sino que tiene un largo 
trayecto. En esta idea de ser claro, cuidadoso y respetuo- 
so, quiero decir que mi posición es esta, y no es contraria 
a los derechos de autor. De hecho, solicité el amparo del 
artículo 97 del Reglamento de la Cámara de Senadores no 
solo como autor, sino fundamentalmente como heredero 
de derechos de autor. Yo vivo esta situación. No pretendo 
representar a nadie, pero puedo dar fe desde el lugar que 
hablo, que solo es eso: un lugar. 


Yo soy heredero de derechos de autor y la única con- 
clusión que puedo sacar es que no hay actor más vulne- 
rable en el campo cultural que el autor, el artista. Ese es 
el verdadero actor vulnerable, el que muchas veces cede 
sus derechos —al respecto hay anécdotas emblemáticas—; 
el que cobra el 10 % del precio del producto; el que en 
muchas ocasiones negocia con productoras e incluso con 
empresas trasnacionales condiciones muy desventajosas, 
sin demasiada conciencia o asesoramiento; al que se le li- 
quidan los derechos de autor vaya a saber cómo. Para mí 
sigue siendo un gran misterio —hablo desde el punto de 
vista del mercado editorial— cómo se controla, cómo se 
supervisa y cuáles son los niveles de transparencia en el 
momento de la liquidación de los derechos de autor. Po- 
dría contar muchas anécdotas y poner muchos ejemplos 
sobre esto, pero no es el tema. Reitero: hablo desde ese 
lugar, que es uno entre tantos. 


Señora presidenta: hemos escuchado algunos argu- 
mentos o fundamentos a favor de la norma, que no puedo 
dejar de compartir. Quiero dejar claro, aunque sea obvio 
y redundante, que compartimos la idea de proteger la 
demanda de titulares y sucesores; sin embargo, creemos 
que esta ley no ayuda significativamente a eso. También 
se hizo referencia a la idea de adecuarse a los estándares 
internacionales de protección —esto vamos a analizarlo 
después—, e incluso algunos han hablado de una cuestión 
de soberanía, de que rápidamente tenemos que incorporar 
esto porque nos genera ventajas competitivas. Asimismo, 
se mencionó el argumento del reconocimiento del Estado 
a la contribución de los creadores al patrimonio cultural. 


Se han dado otros argumentos, como argumentos de 
justicia que podríamos agregar a este listado, y que perso- 
nalmente comparto plenamente. Si a eso le agregamos lo 
que puede significar la protección de la industria cultural 
uruguaya, más aún, porque ahí hay un largo recorrido. La 
gran mayoría de nosotros ha participado, ha disfrutado, se 
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ha formado, admira a los artistas nacionales, que acompa- 
ñan nuestra trayectoria biográfica, marcan nuestros cursos 
de vida y forman parte de nuestro patrimonio biográfico. 
Realizamos un profundísimo reconocimiento en el campo 
de la música, en el campo editorial y en el campo de las 
artes en el Uruguay; no quiero salirme de ese lugar. Sin 
embargo, tengo la obligación de decir que este proyecto, 
que establece la extensión de los plazos del dominio pri- 
vado, no tiene ningún efecto real sobre la situación de los 
artistas. Esa es la convicción que nosotros tenemos, aun- 
que compartimos los objetivos. 


¿A quién puede beneficiar, hipotéticamente, esta nor- 
ma? Hasta donde sé o alcanza mi interpretación, los auto- 
res tienen sus derechos protegidos de por vida. Lo que se 
hace, en este caso, es extender de cincuenta a setenta años 
el plazo para sus herederos. Por lo tanto, es un proyecto de 
ley que me beneficia, y hasta agradecería al Poder Legis- 
lativo por ello, ya que los derechos hereditarios por mi pa- 
dre, que cobraría hasta los ochenta y cinco años, ahora voy 
a cobrarlos hasta los ciento cinco años, y como tengo pen- 
sado llegar hasta esa edad, voy a verme muy beneficiado. 


¿Qué otro beneficio puede haber para los herederos, 
más allá de la extensión de este plazo? Y me pongo en la 
lógica de los herederos. ¿Qué quiere un heredero? ¿Quiere 
derechos patrimoniales importantes? Bueno, podría de- 
cir que sí; esa es una aspiración legítima, pero hay que 
conciliarla con la realidad, porque las obras, pasado un 
tiempo, caen en un proceso de desvalorización comercial 
indiscutible. El heredero quiere la difusión de la obra, su 
divulgación, su uso, su circulación, la posibilidad de que 
sirva como referencia, su apropiación en centros educati- 
vos, que pase al dominio público. Después podemos dis- 
cutir si la construcción de ese dominio público de bienes 
culturales es la adecuada o no, pero eso va por otro carril. 


No hablo en nombre de todos los herederos, simple- 
mente manifiesto al Cuerpo lo que yo quiero. En algunos 
casos ni siquiera puedo ceder derechos de autor porque 
estos ya están cedidos a empresas —a algunas multinacio- 
nales—, con las cuales, por otra parte, mantengo excelentes 
relaciones —hablo de mi caso particular— por intermedio 
de profesionales de primer nivel, pero ese no es el tema. Ni 
siquiera es un prejuicio ideológico, como alguien podría 
argúir. 


Entonces, ¿beneficia a los autores? Estos tienen garan- 
tizados los derechos de por vida. Extendemos el plazo para 
los herederos de cincuenta a setenta años. ¿Beneficia a los 
herederos? Depende de cómo se mire; quizás a algunos 
pocos, a poquitos, sí, pero perjudica el dominio público. 


¿A quién más, señora presidenta, puede beneficiar este 
proyecto? A los intérpretes. ¿A cuáles? Si hablamos del 
campo musical, podría pensarse en aquellos intérpretes 
que específicamente no son autores y que, obviamente, 
ahora pueden ver la caducidad de algunos de sus derechos 
de interpretación. ¿Esto puede afectarlos? ¿Puede bene- 
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ficiarlos? Uno debería pensar: ¿cuántos casos hay? ¿Cuál 
es la evidencia de que, pasados los cincuenta años de la 
fijación de la producción de un disco, los intérpretes en 
el Uruguay puedan ver afectados sus derechos en mon- 
tos que, además, hay que determinar? ¿Qué evaluación de 
impacto se pudo hacer de esto? No tengo demasiada evi- 
dencia; tiendo a pensar que no son muchos casos y que el 
grueso de ellos ni siquiera son —aunque puedo equivocar- 
me-— los más vulnerables, como se ha mentado aquí. 


Se habla de los derechos de la gran masa, de esos mú- 
sicos de sesión o de acompañantes, de esa pléyade inter- 
minable de viejos y queridos artistas intérpretes que son 
patrimonio del país. Este tema sí es sensible y complejo. 
Está muy bien que en este proyecto de ley se reconozca y 
ponga sobre el tapete no solo a los autores o a los creado- 
res intelectuales, sino también a estos artistas. Nadie está 
discutiendo ese avance, sino todo lo contrario. Pero como 
esto es complejo, me pregunto si, efectivamente, esta mo- 
dificación de la extensión de los plazos tendrá algún efecto 
real sobre ellos. Tiendo a dudarlo. 


Es más —y esto estuvo presente en la discusión que 
se dio a nivel de la bancada—, si lo anterior fuera verdad, 
si alguien me hubiera dicho que la extensión del plazo a 
intérpretes o ejecutantes es el gran núcleo de sus desve- 
los, a título personal —hoy estoy ocupando esta banca por 
razones circunstanciales; la señora senadora Moreira es 
quien ha trabajado en este tema en profundidad— hubiera 
estado dispuesto a establecer que intérpretes y ejecutan- 
tes tuvieran derechos de interpretación y ejecución de por 
vida, más los cincuenta años que ya tienen. Ese es el otro 
punto. Cuando se hace la comparación internacional sobre 
la cuestión de los setenta años, tenemos que ver qué com- 
prenden esos setenta años, si son posteriores a la muerte 
del artista o están marcados a partir del momento de la 
producción o de la fijación. 


La interpretación en música tiene un valor singularí- 
simo; no es el mismo que en el campo literario. La in- 
terpretación y la ejecución marcan una canción, un tema. 
Al respecto, tenemos el caso de Gardel: ¿cuántas letras 
escribió?, ¿cuántas autorías tiene? Algunas, pero él era 
ejecución. Zitarrosa, otro gran autor, también era ejecu- 
ción. Entonces, uno podría pensar que el derecho del eje- 
cutante, el derecho del intérprete podría haber tenido un 
rango tan alto como el del autor. Si ese era el objeto de 
nuestra preocupación, ¿por qué no dimos a los intérpretes 
y a los ejecutantes derechos patrimoniales de por vida más 
los cincuenta años como a los autores? Esto no lo hace este 
proyecto de ley, no lo hace. 


Señora presidenta: ¿a quién beneficia esta normati- 
va? Bueno, con la modificación del artículo 18 de la Ley 
n.* 9739 y el artículo 9 de la Ley n.” 17616, creo que los 
grandes beneficiados son los productores de fonogramas, 
porque el plazo de duración de sus derechos patrimoniales 
pasa de cincuenta a setenta años. También son ellos es- 
pecialmente beneficiados o, por lo menos, comprendidos, 
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amparados por la transformación de los plazos. Y uno acá 
puede estar tentado a decir —el argumento no es nuestro, 
no es original, sino que forma parte de los debates inter- 
nacionales; el senador Martínez Huelmo decía que estas 
transformaciones normativas en otros países se hicieron 
sin resistencia, y puede ser, pero también dieron lugar a 
arduos debates— que cuando se pasaba raya a estas modi- 
ficaciones normativas, quedaba claro que eran las grandes 
editoriales y las grandes discográficas las que verdadera- 
mente estaban detrás de ellas porque se podían beneficiar 
objetivamente hacia atrás y hacia adelante en el tiempo. 


No quiero caer en un discurso antiempresista de barri- 
cada —no es la idea— porque puedo cometer la injusticia —y 
no quiero ser injusto— de meter todo en la misma bolsa y 
olvidarme del alcance de productores, de empresarios de 
música y de empresarios editoriales a nivel nacional. No 
quiero que la argumentación que estoy haciendo roce si- 
quiera el valor artístico, cultural y económico significativo 
que esos emprendedores —por llamarlos de algún modo— 
han significado para el país. Si se discute el argumento de 
a quién beneficia más —en términos de lectura de campo 
objetivo en la cuestión cultural—, por lo menos que no roce 
o no deslice un comentario en desmedro de lo que ha sido, 
porque además el objetivo también es promover la cultura 
nacional. 


Recuerdo a Benito Milla como fundador de Alfa; 
a Heber Raviolo, de Ediciones de la Banda Oriental; 
a Edmundo Canalda, de la Editorial Fin de Siglo, y al 
Beto Oreggioni, de Arca Editorial. También podría 
dar nombres de personajes emblemáticos a nivel de las 
discográficas uruguayas. ¡Lejos están estos argumentos 
de ir en desmedro de esos emprendedores! Pero, más allá 
de esto, tenemos que hacer una evaluación de los efectos 
más o menos objetivos en términos del alcance que la ley 
puede llegar a tener. 


Me voy a detener, señora presidenta, en algunas de esas 
consecuencias, varias de ellas ya conocidas. El campo ar- 
tístico —aquí se habló mucho del artista, del autor y de sus 
derechos, y creo que quedó claro que nuestra posición no 
es contraria— en sí mismo es muy complejo, porque ade- 
más hay tramas superpuestas de intereses muy desiguales 
y de poderes muy diferentes. Esto sucede en casi todos los 
campos sociales. Uno puede decir que el mundo del arte y 
de la cultura es homogéneo. ¡Podrá ser homogéneo en tér- 
minos de representaciones discursivas, pero en términos 
reales es profundamente desigual! Y hay actores y jugado- 
res que tienen posiciones monopólicas y dominantes den- 
tro de ese campo. Por eso los efectos de esta ley hay que 
analizarlos en función de esas consecuencias, o de algunas 
de las consecuencias que nosotros pudiéramos establecer. 


Hasta donde yo sé no tenemos normas que protejan a 
los artistas o, por lo menos, a los autores y a los intérpretes 
en contextos de vulnerabilidad en el marco de la expan- 
sión de las industrias culturales. No tenemos esas leyes; 


352-C.S. 


es un debe. Hasta donde yo sé es un debe, y creo que este 
proyecto no lo remienda, no lo resuelve, ¡lo deja intacto! 


Extender los plazos de derechos patrimoniales retrasa 
las posibilidades de acceso al dominio público. Hay una 
cantidad de obras de enorme relevancia —no puedo estimar 
cuántas, pero puedo imaginar que son muchas—, que no 
tienen valor comercial, pero sí un altísimo valor cultural, 
y quedarían por fuera de la incorporación al dominio pú- 
blico. 


Acá hemos hablado mucho de derechos de propiedad, 
de derechos de propiedad privada, pero está también el 
derecho del reconocimiento, que es una pulsión central del 
impulso creador tan importante como la otra, o en medi- 
das que no podemos saber, porque depende de cada caso. 
¡Les puedo asegurar que el impulso del reconocimiento 
y de la difusión es tan fuerte o tan grande para el artista 
como que sus derechos de propiedad puedan ser ampara- 
dos! Y dejarlos por fuera del dominio público es impedirle 
ese derecho de reconocimiento. 


Hasta donde yo sé —recalco que no soy experto en estos 
temas—, tenemos un dominio público pagante, que tam- 
bién es una singularidad en el proceso de la regulación 
del derecho de autor en el Uruguay. Recauda poco, pero 
esa recaudación de ese dominio público pagante va direc- 
tamente a fondos de promoción cultural. Tiene un efecto 
de construcción de política pública; podemos discutir su 
eficacia, eficiencia, calidad, etcétera, ¡pero tiene un efecto 
redistributivo importante! 


El senador Bordaberry hablaba de justicia; yo hablo de 
justicia generacional o intergeneracional. Mientras esta- 
mos preocupados —está bien que lo estemos— por los de- 
rechos de obras que se produjeron cincuenta años atrás, la 
extensión de estos plazos que retrasan el dominio impide 
que recursos fortalezcan proyectos de promoción cultural 
que están destinados fundamentalmente a los más jóve- 
nes, o a los jóvenes artistas. 


Se habla de que esta norma puede tener un impulso 
o un efecto interesante desde el punto de vista de la pro- 
moción del comportamiento creativo. Acá hay algunos 
artículos que han demostrado que, desde el punto de vista 
económico, la extensión del plazo en realidad no tiene nin- 
gún efecto real ni sustantivo en el comportamiento creati- 
vo; no establece ningún estímulo. Por ejemplo, sobre esta 
modificación o ampliación del plazo de los derechos de 
herencia de los derechos de autor, podría preguntarse cuál 
es el estímulo para que una obra siga viva en el mercado. 
Hay algunos estudios concluyentes —o relativamente con- 
cluyentes— que demuestran, o por lo menos argumentan en 
la línea de que, a pesar de lo que se dice, esto no tiene nin- 
gún efecto en la variable o en el comportamiento creativo. 


¿Qué cantidad de obras, después de la aprobación de 
esta ley, volverían al dominio privado? ¿Cuántos derechos 
se verían afectados? ¿Qué estimación estamos haciendo, o 
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hacen quienes promueven este proyecto, de las consecuen- 
cias que eso puede traer? ¿Y qué estimación hacemos de 
la pérdida de derechos también, porque salir del dominio 
público puede leerse como una pérdida de derechos en una 
clave de tensión, en una clave contrapuesta, como lo men- 
cionamos anteriormente? 


Llevar la perspectiva o la extensión de los plazos a un 
marco internacional, a los convenios, a los tratados, a los 
acuerdos comerciales, a los tratados de libre comercio, 
también es un tema muy discutible porque en los argumen- 
tos que se dan, de alguna manera la idea que queda es que 
el mundo ha ido evolucionando espontáneamente, natural- 
mente, a golpe de una conciencia clarividente de que ha- 
bía que extender los derechos de autor. Pero esos procesos 
se han dado por grupos de presión muy fuertes, por tener 
la llave de los controles de algunos mercados. Entonces, 
se ha llegado a ese número mágico de los setenta años y, 
bueno, se habla del argumento de la soberanía, cuando en 
realidad uno podría interpretar esto exactamente al revés, 
señora presidenta. Es decir: por cuestiones de soberanía 
hay algunos acuerdos internacionales, tratados comercia- 
les y recomendaciones en particular que exhortan a los 
países a tener un cierto margen de maniobra. Quedándo- 
nos con los cincuenta años tenemos un cierto margen de 
maniobra para defender, también, esos derechos del domi- 
nio público y para defender el patrimonio cultural. Puede 
interpretarse en un sentido bien distinto al de hasta ahora. 
Es curioso, ¿no?, porque cuando discutimos leyes penales, 
señora presidenta, y argumentamos que hay que responder 
alos convenios, a los tratados internacionales, a las medi- 
das que nos dicen que no se debe hacer tal cosa, muchas 
veces se reclama: «El Estado es soberano». Y la soberanía 
penal debe ser más o menos inmune a los argumentos y a 
las normas, que podrán estar muy bien inspiradas, pero no 
nos afectan, no son vinculantes. Cuando se trata de dere- 
chos comerciales o de derechos de propiedad no somos so- 
beranistas, somos globalistas y hacemos los mandados an- 
tes de que se nos impongan condiciones necesariamente. 


La otra consecuencia de este asunto es que ha des- 
pertado enorme preocupación en distintos colectivos y 
por eso insistí en ser cuidadoso y en admitir que era un 
proyecto polémico. A nivel de nuestra bancada, algunas 
legisladoras no han estado de acuerdo con esta posición y 
también hubo otras tantas demandas. El propio Consejo de 
Derechos de Autor del Ministerio de Educación y Cultura, 
por mayoría, hizo un dictamen contrario a la aprobación 
de este proyecto de ley, y también la Asociación de Biblio- 
tecólogos del Uruguay. ¡Hay un conjunto de actores que ha 
manifestado su parecer contrario! El extender el dominio 
privado, en realidad, no permite avanzar en la actualiza- 
ción y en la discusión pendiente sobre la necesidad de es- 
tablecer excepciones y limitaciones imprescindibles para 
salvaguardar los derechos de la educación, de los archivos 
y de la enseñanza en un capítulo complejísimo, pero que 
dejamos en borrador. Me consta que este tema fue tratado, 
fue trabajado y que se le dio curso legislativo, pero tam- 
bién fue muy resistido y muy frustrante porque era una 
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oportunidad para que el país avanzara en ese sentido, en 
esta idea de conciliar derechos —los derechos de propiedad 
autoral o de interpretación—, y al mismo tiempo habilitara 
el camino de las excepciones y de las limitaciones para la 
protección de otros derechos. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 
—Estoy terminando, señora presidenta. 


Estoy convencido de que estamos dando satisfacción 
a una demanda corporativa y no logro visualizar objeti- 
vamente cuál es el beneficio de este proyecto de ley. Lo 
digo con convicción y con respeto. Creo que, efectiva- 
mente, el resultado final es que las lógicas empresariales 
y comerciales, sobre todo de las grandes multinacionales, 
ponen un candado importante al patrimonio cultural del 
Uruguay. Por eso, esto se ha dado en otros países; se dan 
los mismos argumentos y la misma metodología. Lamen- 
tablemente, no creo que esto impida la fuga o la emigra- 
ción de talentos uruguayos hacia otros lugares. Ojalá me 
equivoque, pero estoy convencido de que esto tampoco lo 
resuelve. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Disculpe, señor senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. Estoy finalizando. 


Cuando estamos ante legislaciones típicamente ex- 
presivas, que intentan dar una señal para satisfacer una 
demanda, en realidad nos preocupa cómo esa demanda 
se ha ido construyendo. Yo tengo la convicción de que la 
demanda en este terreno, en el Uruguay y en otros países, 
ha implicado que ciertos discursos —que supuestamente 
representan los intereses generales— encubran, como nun- 
ca jamás, un conjunto de intereses particulares de quienes 
dominan un campo, de los que tienen una posición pree- 
minente en un campo. Y eso es lo que más nos preocupa, 
señora presidenta, así como la cadena de secuencias de los 
efectos de votar esta iniciativa. 


No vamos a votar este proyecto de ley porque conside- 
ramos que es un retroceso en un contexto y en un momen- 


to que, lamentablemente, augura otros retrocesos. 


Gracias, presidenta. 
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SEÑOR MIERES.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MIERES.- Gracias, señora presidenta. 


Me parece preocupante que haya una postura tan dife- 
rencial entre la valoración del derecho de propiedad inte- 
lectual y el derecho de propiedad de bienes. 


Por otra parte, los tres derechos —el de autor, el de in- 
térprete y el del productor— van juntos en todas las legis- 
laciones del mundo. No existe un solo ordenamiento jurí- 
dico en el mundo que no establezca el mismo plazo para 
los tres tipos de derechos, y se da por una sencilla razón: 
porque sin productor, en muchísimos casos, no hay obra o 
no hay interpretación. Por lo tanto, sería una contradicción 
generar una diferenciación que, en definitiva, lo que hace 
es impedir la creación y la difusión de la creación cultural. 


Señora presidenta: acá se ha preguntado quién se sien- 
te perjudicado. Todos los intérpretes que realizaron inter- 
pretaciones anteriores a 1969 y todos los que a partir de 
esa fecha las hicieron en 1970, en 1971 y así sucesivamen- 
te, hoy están siendo perjudicados por la normativa vigente 
y ven cómo al lado —en Argentina, en Brasil, en Chile, 
en Perú— y en Europa los colegas tienen una protección 
mucho mayor. ¡¿Y por qué Uruguay no la va a tener?! Pero 
sobre todo acá se habló de qué intereses están detrás de 
esta extensión. La pregunta que formulo —y no la hago en 
referencia al señor senador preopinante porque sé de su 
buena fe— es quiénes están detrás de los que se oponen a 
estas modificaciones. 


(Aplausos en la barra). 


¡Los que se oponen a estas modificaciones son multi- 
nacionales mucho más poderosas que cualquier productor 
del que podamos hablar, que se benefician de la ausencia 
de protección de los derechos para lucrar muchísimo más 
con la difusión de las obras y de las interpretaciones! Son 
los que financian —repito: no refiero al senador preopinan- 
te, ¡por favor!, estoy totalmente lejos de hacerlo porque 
tengo la mejor idea y concepción de su persona—, en todas 
partes del mundo, campañas contra la extensión de los de- 
rechos de autor y de intérprete. 


Gracias, señora presidenta. 
(Aplausos en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTE.- ¡Por favor!, se solicita un 
poco de silencio a quienes están en la barra. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 
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(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 


SEÑOR CARRERA.- Solicito la palabra para fundar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA. Señora presidenta: nosotros vo- 
tamos este proyecto de ley afirmativamente. Lo hicimos 
con satisfacción, con conciencia y con voluntad porque 
lo consideramos justo con quienes son parte fundamen- 
tal de la cultura, que tanto han contribuido a la identidad 
de nuestra cultura y de nuestro país. También lo votamos 
como un imperativo porque debíamos adaptar nuestra le- 
gislación a los estándares internacionales. 


Sé que no puedo hacer alusiones, pero me siento muy 
representado por la intervención de mi compañero el se- 
nador Martínez Huelmo. Simplemente, quiero señalar que 
este proyecto de ley constituye un acto de soberanía para 
nuestro país y de justicia para los creadores. Por eso lo 
votamos afirmativamente. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


(Aplausos en la barra). 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Gracias, señora presidenta. 


¡Las coincidencias de la vida son increíbles! Tal vez 
sea esta la última sesión del Senado de la que yo partici- 
po. Y realmente digo que por suerte participo dándome 
la oportunidad de levantar mi mano para acompañar este 
proyecto de ley porque mi tarea en este lugar —por lo me- 
nos como yo la interpreto— es la de representar, o sea, vol- 
ver a presentar lo que demandan aquellos que yo creo que 
represento. ¡Hoy me siento orgullosa de representar a esa 
cantidad de autores y de creadores uruguayos que me han 
dado, personalmente y a mi patria, tantas cosas! 


Por lo tanto, si ellos lo demandan, yo estoy aquí para 
cumplir con esa demanda. 


Gracias, señora presidenta. 
(Aplausos en la barra). 


SEÑORA LAZO.- Pido la palabra para fundar el voto. 
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SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA LAZO.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Votamos esta iniciativa con mucho beneplácito porque 
representa, en primer lugar, una reivindicación histórica. 
Este proyecto de ley viene a subsanar una situación de in- 
equidad con respecto a la región y a lo que es la expec- 
tativa de vida. Hemos escuchado exposiciones realmente 
muy buenas; con algunas nos sentimos muy representados 
porque denotaron mucho estudio de la historia de nues- 
tro país, pero fundamentalmente de la historia legislativa. 
Hay un hecho real y concreto que no admite dos interpre- 
taciones, y es que varios de nuestros artistas nacionales 
de gran trayectoria ya no poseen derecho sobre sus obras. 
Recuerdo a muchos artistas nacionales que han sido íco- 
nos y patrimonio de la cultura nacional —y yo agregaría 
popular— que se fueron de esta tierra aunque no en las me- 
jores condiciones de vida. 


Este proyecto de ley no va a subsanar al menos de in- 
mediato esa situación, pero es una señal importante para 
ese colectivo que durante tantos años ha sostenido esta 
reivindicación. Es una respuesta, reitero, a una reivindi- 
cación histórica. 


Por eso me quiero quedar con dos frases expresadas 
por dos creadores de nuestra cultura. Una de ellas dice: 
«La bohemia ya no es necesaria para los artistas que ahora 
viven más y también siguen componiendo y tocando en 
vivo, pero ya no pueden recibir los beneficios de lo crea- 
do». La otra expresa lo siguiente: «Yo no tengo grandes 
riquezas materiales, patrimoniales, tengo el derecho de 
dejarle a mis nietos el producto de mi creación». 


Gracias, señora presidenta. 
(Aplausos en la barra). 
SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión particular. 


Como se había propuesto, vamos a votar el artículo 
único por incisos. 


Léase el inciso primero. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo Único. Extiéndase el plazo establecido en los 
artículos 14, 15, 17, 18 y 40 de la Ley No. 9.739 de 17 de 
diciembre de 1937 en la redacción dada por la Ley No. 
17.616 de 10 de enero de 2003, a setenta años». 

SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota). 
220 en 21. Afirmativa. 


Léase el inciso segundo como figura en el proyecto 
de ley. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
derechos establecidos en los artículos 14, 15, 17 y 18 que 
hubieran pasado al dominio público a la fecha de vigencia 
de la presente ley y sobre los que no hayan transcurrido 
setenta años, se restablecerán por el plazo restante hasta 
cumplir los setenta años de los hechos generadores de los 
derechos referidos en los mencionados artículos». 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—0 en 21. Negativa. 


Léase el inciso sustitutivo. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Las 
obras, interpretaciones, fonogramas y emisiones de radio- 
difusión que se encontraran bajo el dominio público sin 
que hubiese transcurrido el plazo de protección de setenta 
años previsto en el presente artículo, volverán automáti- 
camente al dominio privado, sin perjuicio de los derechos 
que hubieran adquirido terceros sobre las reproducciones 
de esas obras y derechos conexos durante el lapso en que 
las mismas estuvieron bajo el dominio público». 


SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

20 en 21. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Aplausos en la barra). 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


Artículo único.- Extiéndase el plazo establecido en los artículos 14, 15, 17, 18 y 40 
de la Ley N” 9.739, de 17 de diciembre de 1937, en la redacción dada por la Ley 
N* 17.616, de 10 de enero de 2003, a setenta años. 


Las obras, interpretaciones, fonogramas y emisiones de radiodifusión que se 
encontraran bajo el dominio público sin que hubiese transcurrido el plazo de protección de 
setenta años previsto en el presente artículo, volverán automáticamente al dominio 
privado, sin perjuicio de los derechos que hubieran adquirido terceros sobre las 
reproducciones de esas obras y derechos conexos durante el lapso en que las mismas 
estuvieron bajo el dominio público. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de diciembre de 
2019. 


LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidente 
JOSÉ PEDRO MONTERO 
Secretario 
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10) PROYECTO PRESENTADO SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Juan Castillo presenta, con exposición de moti- 

SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto vos, un proyecto de ley por el que se prorroga la entrada en 
entrado fuera de hora. vigencia de la Ley n.* 19771, de 12 de julio de 2019, sobre 


otorgamiento y uso de viáticos a funcionarios públicos. 
(Se da del siguiente). A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La Ley No. 19.771, de 12 de julio de 2019, regula el otorgamiento y uso de 
viáticos a los funcionarios públicos y abarca a todos los poderes del Estado 
(Ejecutivo, Legislativo y Judicial), además del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, Servicios 
Descentralizados, Entes Autónomos, Gobiernos Departamentales y Municipales, 
así como a los funcionarios contratados en relación de dependencia por las 
personas públicas no estatales, y de las sociedades comerciales, respecto de las 
cuales una persona pública estatal o no estatal tengan participación mayoritaria 
en su capital social. 


La amplitud y diversidad de situaciones planteadas por las instituciones 
comprendidas en el ámbito de aplicación de la norma y la heterogeneidad 
respecto a la adecuación de las reglamentaciones o Estatutos dispuesta por el 
artículo 7 de la Ley, dan mérito a prorrogar su entrada en vigencia hasta el 1* de 
enero de 2021, 
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PROYECTO DE LEY 
PRORROGA LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY No. 19.771 


Artículo 1* .- Prorrógase la entrada en vigencia de la Ley No. 19.771, de 12 de julio de 
2019, hasta el 1? de enero de 2021. 
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11) DERECHOS DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS Ley n.* 9739, de 17 de diciembre de 1937, en la redacción 
dada por el artículo 10 de la Ley n.” 17616, de 10 de ene- 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el o 
ro de 2003, sobre derechos de autor y servicios conexos. 


asunto que figura en tercer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se modifica el artículo 29 de la (Carpeta n.* 1425/2019 - rep. n.* 981/19)». 
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Carp. 


n* 1425/2019 - rep. n*? 981/19 
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Artículo único.- Modificase el artículo 29 de la Ley N* 9.739, de 17 de diciembre de 
1939, con la redacción introducida por el artículo 10 de la Ley N* 17.616, de 10 de enero 
de 2003, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 29.- Los colaboradores, en uso del derecho que consagra el 
artículo 25, pueden publicar, traducir o reproducir la obra, sin más condición que 
la de respetar la utilidad proporcional correspondiente a los demás. 


Cuando se trate de una obra audiovisual se presumen coautores, salvo prueba 
en contrario: el director o realizador, el autor del argumento, el autor de la 
adaptación, el autor del guión y diálogos, el compositor si lo hubiere y el dibujante 
en caso de diseños animados. 


Se presume, salvo pacto en contrario, que los autores de la obra audiovisual 
han cedido sus derechos patrimoniales en forma exclusiva al productor, quien 
además queda investido de la titularidad del derecho a modificarla o alterarla, asi 
como autorizado a decidir acerca de su divulgación. 


Los autores de las obras musicales o compositores tendrán derecho a recibir 
una remuneración por la comunicación pública de la obra audiovisual, incluida la 
exhibición pública de películas cinematográficas, así como el arrendamiento y la 
venta de los soportes materiales. Se consagra asimismo, en forma independiente, 
el derecho a una remuneración en iguales términos en favor de los directores y 
guionistas. Para el ejercicio de este derecho, los directores y guionistas podrán 
constituir una entidad de gestión colectiva conforme a la Ley N* 9.739, de 17 de 
diciembre de 1939, en la redacción dada por la Ley N* 17.616, de 10 de enero de 
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2003, pudiendo delegar la recaudación de dicha remuneración en otra entidad de 
gestión colectiva de creadores. Tanto la remuneración para los autores de obras 
musicales o compositores, como para directores y guionistas tendrán carácter 
irrenunciable e inalienable. Cuando la obra audiovisual sea publicada, 
comunicada o distribuida al público por el productor en forma no comercial, no 
onerosa, no corresponderá el pago de dicha remuneración. 


Sin perjuicio del derecho de los autores, el productor puede, salvo estipulación 
en contrario, defender los derechos morales sobre la obra audiovisual. 


Se presume, salvo pacto en contrario, que es productor de la obra audiovisual, 
la persona fisica o juridica que aparezca acreditada como tal en la obra en forma 
usual. 


Se presume, salvo pacto en contrario, que los autores de las creaciones a que 
refiere el inciso sobre programas de ordenador y bases de datos del artículo 5? de 
la presente ley han cedido al productor en forma ilimitada y exclusiva, los 
derechos patrimoniales sobre las mismas, lo que implica la autorización para 
decidir sobre su divulgación y para ejercer los derechos morales sobre la misma. 


Los autores, salvo pacto en contrario, no pueden oponerse a que el productor 
realice o autorice la realización de modificaciones o versiones sucesivas de tales 
creaciones 


Cuando las creaciones a que refiere el inciso sobre programas de ordenador y 
bases de datos del articulo 5% de la presente ley, hayan sido realizadas en el 
marco de una relación de trabajo, sea pública o privada, cuyo objeto total o parcial 
tenga una naturaleza similar a la de dichas creaciones, se presume que el autor 
ha autorizado al empleador o comitente, en forma ilimitada y exclusiva, los 
derechos patrimoniales así como el ejercicio de los derechos morales, salvo pacto 
en contrario”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 12 de 


setiembre de 2019. 
IAEA 
MARÍA CECILIA BOTTINO 
Presidenta 
RGINIA ORTIZ 


Secretaria 
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COMISIÓN DE 
EDUCACIÓN Y CULTURA 


INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión de Educación y Cultura recomienda al Plenario 
aprobar el proyecto de ley por el que se modifica el artículo 29 de la Ley N” 9.739 sobre 
derechos de autor. El mismo busca resolver un problema vinculado a la remuneración de 
los derechos de coautoría de las obras audiovisuales. 


En el transcurso del debate parlamentario hemos recibido a la 
Asociación de Productores y Realizadores de Cine del Uruguay, que han promovido esta 
modificación desde el año 2011. A la Presidenta del Consejo de Derecho de Autor, 
doctora Silvia Pérez. Al Núcleo de Recursos Educativos y Accesibles y Programa de 
Entornos Virtuales de Aprendizaje de la Universidad de la República (REA) (PROEVA). A 
la Cámara Uruguaya de Televisión por Abonados. Al Consejo Directivo de CAMBADU. A 
Creative Commons Uruguay y al Centro Cinematográfico del Uruguay. 


La norma que se proyecta comprende a todas las creaciones 
audiovisuales, que según se expresa en el Convenio de Berna en su artículo 2, son 
comprensivas de todo tipo de ellas, incluyendo las cinematográficas y las expresadas por 
otros medios similares a la cinematografía. 


El teo que ponemos en consideración tiene algunas 
modificaciones a la luz de las delegaciones que hemos recibido en el periodo transcurrido 
entre la presentación del proyecto original y su aprobación. Podemos decir, en términos 
generales, que la mayoría de ellas acuerdan con el mismo aunque no todas las solicitudes 
fueron recogidas. El proyecto tuvo mejoras y es parte de la construcción de nuestro 
sistema parlamentario y por lo tanto de nuestra democracia. 


La nueva redacción nuclea a los diferentes creadores 
audiovisuales, que antes tenían una definición variada -director o realizador, autor del 
argumento, autor de la adaptación, el autor del guión y diálogos, y dibujante-, en las 
categorías de director y guionista a la vera de la realidad de nuestro país. 


Asimismo asegura su derecho de constituir una entidad de 
gestión colectiva o delegar dicha actividad en alguna de las ya existentes. Por último, se 
establece que cuando la obra audiovisual sea publicada o distribuida al público por el 
productor en forma no comercial onerosa, como puede ocurrir en el ámbito educativo, no 
corresponde la remuneración. 


Dos aspectos fundamentales quedarán sujetos a la 
reglamentación, en primer lugar el criterio de reparto de lo recaudado y en segundo el 
volumen de los aranceles que se consideren, debiendo resolverse por las vías previstas 
en la normativa vigente, aunque se establece que esta última será justa y equitativa. 


Vale destacar que el mismo fue aprobado por unanimidad de los 
partidos presentes al momento de votar, 
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Sala de la Comisión, 11 de setiembre de 2019. 


SEBASTIÁN SABINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
GRACIELA BIANCHI 
ALBA CARVALLO SENA 
ANÍBAL MÉNDEZ 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 9.739, 
de 17 de diciembre de 1939 


Ley de derechos de autor 


Artículo 29.- Los colaboradores, en uso del derecho que consagra el artículo 
26, pueden publicar, traducir o reproducir la obra, sin más condición que la de 
respetar la utilidad proporcional correspondiente a los demás. 

Cuando se trate de una obra audiovisual se presumen coautores, salvo 
prueba en contrario: el director o realizador, el autor del argumento, el autor de 
la adaptación, el autor del guión y diálogos, el compositor si lo hubiere, y el 
dibujante en caso de diseños animados. 

Se presume, salvo pacto en contrario, que los autores de la obra audiovisual 
han cedido sus derechos patrimoniales en forma exclusiva al productor, quien 
además queda investido de la titularidad del derecho a modificarla o alterarla, asi 
como autorizado a decidir acerca de su divulgación. 

Queda a salvo el derecho de los autores de las obras musicales o 
compositores a recibir una remuneración sobre la comunicación pública de la 
obra audiovisual, incluida la exhibición pública de peliculas cinematográficas, así 
como el arrendamiento y la venta de los soportes  maleriales, salvo pacto en 
contrario. 

Sin perjuicio del derecho de los autores, el productor puede, salvo 
estipulación en contrario, defender los derechos morales sobre la obra 
audiovisual. 

Se presume, salvo pacto en contrario, que es productor de la obra 
audiovisual, la persona física o jurídica que aparezca acreditada como tal en la 
obra en forma usual. 

Se presume, salvo pacto en contrario, que los autores de las creaciones a que 
refiere el inciso sobre programas de ordenador y bases de datos del artículo 5* 
de la presente ley han cedido al productor en forma ilimitada y exclusiva, los 
derechos patrimoniales sobre las mismas, lo que implica la autorización para 
decidir sobre su divulgación y para ejercer los derechos morales sobre la misma. 

Los autores, salvo pacto en contrario, no pueden oponerse a que el productor 
realice o autorice la realización de modificaciones o versiones sucesivas de tales 
creaciones. 

Cuando las creaciones a que refiere el inciso sobre programas de ordenador y 
bases de datos del artículo 5* de la presente ley, hayan sido realizadas en el 
marco de una relación de trabajo, sea pública o privada, cuyo objeto total o 
parcial tenga una naturaleza similar a la de dichas creaciones, se presume que 
el autor ha autorizado al empleador o comitente, en forma ilimitada y exclusiva, 
los derechos patrimoniales así como el ejercicio de los derechos morales, salvo 
pacto en contrario. 

Redacción dada por: Ley N* 17.616 de 10 de enero de 2003, articulo 10. 


366-C.S. CÁMARA DE SENADORES 18 de diciembre de 2019 


CAPITULO IV 
Colaboración 
Artículo 26.- La obra en colaboración constituye una copropiedad indivisa y, 


por consiguiente, da a los coautores iguales derechos, salvo pacto expreso en 
contrario. (Artículo 1755 del Código Civil). 


Artículo 5.- La protección del derecho de autor abarcará las expresiones pero 
no las ideas, procedimientos, métodos de operación o conceptos matemáticos 


en sí. 
A los efectos de esta ley, la producción intelectual, cientifica o artistica 
comprende: 

- Composiciones musicales con o sin palabras impresas o en discos, 
cilindros, alambres o películas, siguiendo cualquier procedimiento de 
impresión, grabación o perforación, o cualquier otro medio de 
reproducción o ejecución: cartas, atlas y mapas geográficos; escritos de 
toda naturaleza. 

- Folletos. 

- Fotografias. 

- Ilustraciones. 

- Libros. 


- Consultas profesionales y escritos forenses. 

- Obras teatrales, de cualquier naturaleza o extensión, con o sin música. 

- Obras plásticas relativas a la ciencia o a la enseñanza, 

- Obras audiovisuales, incluidas las cinematográficas, realizadas y 
expresadas por cualquier medio o procedimiento. 

- Obras de dibujo y trabajos manuales. 

- Documentos u obras científicas y lécnicas. 

- Obras de arquitectura. 

- Obras de pintura. 

- Obras de escultura. 

- Fórmulas de las ciencias exactas, físicas o naturales, siempre que no 
estuvieren amparadas por leyes especiales. 

- Obras radiodifundidas y televisadas. 

- Textos y aparatos de enseñanza. 

- Grabados. 

- Litografía. 

- Obras coreográficas cuyo arreglo o disposición escénica "mise en scéne" 
esté determinada en forma escrita o por otro procedimiento. 

- Titulos originales de obras literarias, teatrales o musicales, cuando los 
mismos constituyen una creación. 

- Pantomimas. 
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Pseudónimos literarios. 
Planos u otras producciones gráficas o estadigráficas, cualesquiera sea 
el método de impresión. 
Modelos o creaciones que tengan un valor artístico en materia de 
vestuario, mobiliario, decorado, ornamentación, tocado, galas u objetos 
preciosos, siempre que no estuvieren amparados por la legislación 
vigente sobre propiedad industrial. 
Programas de ordenador, sean programas fuente o programas objeto; las 
compilaciones de datos o de otros materiales, en cualquier forma, que por 
razones de la selección o disposición de sus contenidos constituyan 
creaciones de carácter intelectual. Esta protección no abarca los datos o 
materiales en sí mismos y se entiende sin perjuicio de cualquier derecho 
de autor que subsista respecto de los datos o materiales contenidos en la 
compilación. La expresión de ideas, informaciones y algoritmos, en tanto 
fuere formulada en secuencias originales ordenadas en forma apropiada 
para ser usada por un dispositivo de procesamiento de información o de 
control automático, se protege en igual forma. 
Y, en fin, toda producción del dominio de la inteligencia. 

Redacción dada por: Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003, articulo 3”. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Castillo. 


SEÑOR CASTILLO.- Gracias, señora presidenta. 


Efectivamente volvemos a la ley de derechos de au- 
tor y derechos conexos. En este caso vamos a fundamen- 
tar a favor de un proyecto de ley que cuenta con media 
sanción, aprobado en la Cámara de Representantes, por 
el que se modifica el artículo 29 de la Ley n.* 9739, que 
busca resolver un problema vinculado a la remuneración 
de los derechos de coautoría en las obras audiovisuales. 
Esta norma que se proyecta comprende a todas las crea- 
ciones audiovisuales que, según se expresa en el artículo 
2 del Convenio de Berna, son comprensivas de todo tipo 
de ellas, incluyendo las cinematográficas y las expresadas 
por otros medios similares a la cinematografía. 


En términos generales el proyecto de ley recoge la ma- 
yoría de las solicitudes, aunque no todas fueron tomadas 
en cuenta a partir de las distintas propuestas e inquietudes 
que existían por parte de las diferentes organizaciones que 
se presentaron en la Cámara de Representantes. En esta 
nueva redacción se concentra a los diferentes creadores 
y comprende a los creadores audiovisuales que antes te- 
nían una definición variada: director o realizador, autor 
del argumento, autor de la adaptación, autor del guion y 
de los diálogos, dibujante, en las categorías de director y 
guionista a la vera de la realidad de nuestro país. Asimis- 
mo, el proyecto de ley asegura el derecho de constituir una 
entidad de gestión colectiva o delegar dicha actividad en 
alguna de las ya existentes. 


En primer lugar, hay dos aspectos fundamentales que 
han sido puestos en el debate y van a estar sujetos a la re- 
glamentación posterior de la aprobación de la ley, como es 
el criterio de reparto de lo recaudado y, en segundo lugar, 
el volumen de los aranceles que se consideren, debiendo 
resolverse por las vías previstas en la norma vigente, aun- 
que se establece que esta va a ser justa y equitativa. 


Señora presidenta: por último, hay que recordar que, 
en la Cámara de Representantes, los partidos políticos que 
estaban presentes votaron unánimemente esta media san- 
ción, y por eso pedimos la aprobación de este proyecto 
de ley. 

SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Modifícase el artículo 29 de la Ley N* 
9.739, de 17 de diciembre de 1939, con la redacción in- 
troducida por el artículo 10 de la Ley N* 17.616, de 10 de 
enero de 2003, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 


“ARTÍCULO 29.- Los colaboradores, en uso del dere- 
cho que consagra el artículo 26, pueden publicar, traducir 
o reproducir la obra, sin más condición que la de respetar 
la utilidad proporcional correspondiente a los demás. 


Cuando se trate de una obra audiovisual se presumen 
coautores, salvo prueba en contrario: el director o realiza- 
dor, el autor del argumento, el autor de la adaptación, el 
autor del guion y diálogos, el compositor si lo hubiere y el 
dibujante en caso de diseños animados. 


Se presume, salvo pacto en contrario, que los autores 
de la obra audiovisual han cedido sus derechos patrimo- 
niales en forma exclusiva al productor, quien además que- 
da investido de la titularidad del derecho a modificarla o 
alterarla, así como autorizado a decidir acerca de su di- 
vulgación. 


Los autores de las obras musicales o compositores 
tendrán derecho a recibir una remuneración por la comu- 
nicación pública de la obra audiovisual, incluida la exhi- 
bición pública de películas cinematográficas, así como el 
arrendamiento y la venta de los soportes materiales. Se 
consagra asimismo, en forma independiente, el derecho 
a una remuneración en iguales términos en favor de los 
directores y guionistas. Para el ejercicio de este derecho, 
los directores y guionistas podrán constituir una entidad 
de gestión colectiva conforme a la Ley N* 9.739, de 17 de 
diciembre de 1939, en la redacción dada por la Ley N* 
17.616, de 10 de enero de 2003, pudiendo delegar la re- 
caudación de dicha remuneración en otra entidad de ges- 
tión colectiva de creadores. Tanto la remuneración para 
los autores de obras musicales o compositores, como para 
directores y guionistas tendrán carácter irrenunciable e 
inalienable. Cuando la obra audiovisual sea publicada, 
comunicada o distribuida al público por el productor en 
forma no comercial, no onerosa, no corresponderá el pago 
de dicha remuneración. 


Sin perjuicio del derecho de los autores, el productor 
puede, salvo estipulación en contrario, defender los dere- 
chos morales sobre la obra audiovisual. 


Se presume, salvo pacto en contrario, que es produc- 
tor de la obra audiovisual, la persona física o jurídica que 
aparezca acreditada como tal en la obra en forma usual. 
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Se presume, salvo pacto en contrario, que los autores 
de las creaciones a que refiere el inciso sobre programas 
de ordenador y bases de datos del artículo 5” de la presente 
ley han cedido al productor en forma ilimitada y exclusi- 
va, los derechos patrimoniales sobre las mismas, lo que 
implica la autorización para decidir sobre su divulgación y 
para ejercer los derechos morales sobre la misma. 


Los autores, salvo pacto en contrario, no pueden opo- 
nerse a que el productor realice o autorice la realización de 
modificaciones o versiones sucesivas de tales creaciones. 


Cuando las creaciones a que refiere el inciso sobre pro- 
gramas de ordenador y bases de datos del artículo 5” de 
la presente ley, hayan sido realizadas en el marco de una 
relación de trabajo, sea pública o privada, cuyo objeto total 
o parcial tenga una naturaleza similar a la de dichas crea- 
ciones, se presume que el autor ha autorizado al empleador 
o comitente, en forma ilimitada y exclusiva, los derechos 
patrimoniales así como el ejercicio de los derechos mora- 
les, salvo pacto en contrario”». 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—19 en 19, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 
12) OTORGAMIENTO Y USO DE VIÁTICOS A 


FUNCIONARIOS PÚBLICOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 
SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 


cionamos para que la cámara se reúna en sesión extraor- 
dinaria el día de la fecha, a las 17:30, a fin de considerar el 
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proyecto de ley que modifica la entrada en vigencia de la 
Ley n.* 19771, de 12 de julio de 2019». 


SENOR CASTILLO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Solicito un cuarto intermedio de 
cinco minutos. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota). 

—19 en 20. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 
(Así se hace. Son las 12:23). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 12:29). 

SEÑOR CASTILLO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: solicitamos 
que se declare urgente y se considere de inmediato el 
asunto entrado fuera de hora. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota). 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar, pues, el asunto cuya urgencia 
acaba de ser votada: «Proyecto de ley por el que se pro- 
rroga la entrada en vigencia de la Ley n.” 19771, de 12 de 


julio de 2019, sobre otorgamiento y uso de viáticos a fun- 
cionarios públicos. (Carp. n.” 1445/2019 - rep. n.* 982/19)». 


370-C.S. 


(Antecedentes). 
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Carp. n.* 1445/2019 - rep. n.* 982/19 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La Ley No. 19.771, de 12 de julio de 2019, regula el otorgamiento y uso de 
viáticos a los funcionarios públicos y abarca a todos los poderes del Estado 
(Ejecutivo, Legislativo y Judicial), además del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, Servicios 
Descentralizados, Entes Autónomos, Gobiernos Departamentales y Municipales, 
así como a los funcionarios contratados en relación de dependencia por las 
personas públicas no estatales, y de las sociedades comerciales, respecto de las 
cuales una persona pública estatal o no estatal tengan participación mayoritaria 
en su capital social. 


La amplitud y diversidad de situaciones planteadas por las instituciones 
comprendidas en el ámbito de aplicación de la norma y la heterogeneidad 
respecto a la adecuación de las reglamentaciones o Estatutos dispuesta por el 
artículo 7 de la Ley, dan mérito a prorrogar su entrada en vigencia hasta el 1* de 
enero de 2021, 
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PROYECTO DE LEY 
PRORROGA LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY No. 19.771 


Artículo 1* .- Prorrógase la entrada en vigencia de la Ley No. 19.771, de 12 de julio de 
2019, hasta el 1? de enero de 2021. 


372-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el señor senador Castillo para infor- 
mar este proyecto de ley. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: en la jornada 
de ayer hubo algunos contactos entre las autoridades del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y las organiza- 
ciones sociales por la preocupación que genera la puesta 
en práctica de la Ley n.* 19771 a partir del 1.” de enero de 
2020, ya que cuando se dio la discusión entre los traba- 
jadores y los distintos ámbitos del Gobierno no se había 
elaborado la reglamentación sobre cómo se ejecutará la 
rendición de los viáticos aprobados oportunamente. 


Por tal motivo, a través de la redacción de un artículo 
único se propone la prórroga de la entrada en vigencia de 
dicha ley hasta el 1. de enero de 2021. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.*. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 1%.- Prorrógase la entrada en vigencia de la Ley 
N* 19.771, de 12 de julio de 2019, hasta el 1? de enero de 2021». 

SEÑORA PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


22 en 23. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


13) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- Antes de finalizar, quere- 
mos saludar a todos los legisladores y desearles unas feli- 
ces fiestas. 


(Aplausos en sala). 
—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 12:32, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Amorín, Asiaín, Ayala, Camy, Carrera, Castillo, De 
León, Delgado, Gallicchio, Garín, Heber, Lazo, Martínez 
Huelmo, Mieres, Otheguy, Passada, Paternain, Ribero, 
Saravia, Tourné, Vassallo y Xavier). 


LUCÍA TOPOLANSK Y 
Presidente 


Hebert Paguas 
Secretario 


José Pedro Montero 
Secretario 


Adriana Carissimi Canzani 
Directora general del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y control 
División Diario de Sesiones del Senado 


Diseño e impresión 
División Imprenta del Senado 


